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[bookmark: _Toc366755199]Nº 042-2023
[bookmark: _GoBack]JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del diez de octubre de dos mil veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, y del tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal; todos integrantes de este cuerpo colegiado.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, en su orden, director interino, subdirectora interina y asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El director 2, licenciado Freddy Chacón Arrieta, se encuentra ausente con justificación.
El director 1, doctor Alexander Arguedas Vindas, se encuentra ausente sin justificación.
[bookmark: _Toc147503200]ARTÍCULO I
Documento N° 976-2023
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc147503202]ARTÍCULO II
Documento N° 977-2023
Aprobación del acta N° 40-2023, correspondiente a la sesión celebrada el 26 de setiembre de 2023.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el acta N° 40-2023, correspondiente a la sesión celebrada el 26 de setiembre de 2023.
[bookmark: _Toc147503206][bookmark: _Toc146261703][bookmark: _Toc147503209]ARTÍCULO III
Documento N° 1010-2023
En sesión N° 38-2023 del 19 de setiembre de 2023, artículo XII, se aprobó el “Anteproyecto de Reforma al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial”, por lo que adicionalmente, se dispuso realizar un taller con las diferentes Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial que cuenten con la personería jurídica emitida por el Ministerio de Trabajo, que confirme su inscripción a dicho Ministerio, a fin de discutir el anteproyecto de reforma. Lo anterior, en el entendido que, la hora y fecha se fijaría en una próxima sesión de esta Junta Administradora, dado que se debía de coordinar la logística, para lo que la Dirección de la JUNAFO, tomaría nota para lo de su cargo.
En relación con lo anterior, informa el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, que se finalizó con la coordinación para realizar el taller con las diferentes Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial para analizar el “Anteproyecto de Reforma al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial”, el cual se llevara a cabo de la siguiente manera:
Fecha: 10 de noviembre de 2023
Hora: 8:00 a.m. 
Lugar: Hotel Radisson.
Tema: Valoración de propuestas de la JUNAFO para el ajuste al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Además, cada Organización Gremial o Sindicato contará con espacio para dos personas representantes, y deberán de confirmar la participación antes del 20 de octubre de 2023, a la cuenta de la Direccion Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones direccion_JUNAFO@Poder-Judicial.go.cr.
Es menester indicar, que las Organizaciones Gremiales o Sindicatos participantes deben contar con la personería jurídica emitida y vigente por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que confirme su inscripción a dicho Ministerio, según lo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 20-18 celebrada el 13 de marzo de 2018, artículo III, donde de conformidad con lo establecido en el artículo 50 y siguientes del Código de Trabajo Ley N° 2; solicitó a las Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial, que en el término de un mes, a partir de la notificación de ese acuerdo, aportaran a la Secretaría General de la Corte, la personería jurídica emitida por el Ministerio de Trabajo, que acreditara conforme a la Ley, su inscripción ante dicho Ministerio, bajo el apercibimiento que de no cumplir con este requisito, se entendería que no estaban acreditadas y no serían tomadas en cuenta como tales; además, no serían objeto de ningún permiso o licencia. 
Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota la información remitida por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Hacer atenta invitación a las Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial que estén debidamente inscritos y al día en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al taller que se llevará a cabo el día 10 de noviembre de 2023, a partir de las 8:00 horas, en el Hotel Radisson, con parqueo disponible, a fin de analizar las propuestas de esta Junta, para el ajuste al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 3.) Para lo anterior, cada Organización Gremial o Sindicato deberá de confirmar la participación antes del 20 de octubre de 2023, a la cuenta de correo electrónico oficial de la Direccion de la JUNAFO: direccion_JUNAFO@Poder-Judicial.go.cr, indicando el nombre completo y número de cédula de identidad de las personas participantes, en el entendido que son 2 espacios por agrupación.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc146261708][bookmark: _Toc147503214]ARTÍCULO IV
Documento N° 982-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 076CJ-2023 del 29 de setiembre de 2023, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a SAUL DAGOBERTO RETANA LOPEZ, cédula N° 01-0630-0113 a partir del 01 de noviembre del 2023.

Al 31 de octubre del 2023, el señor SAUL DAGOBERTO RETANA LOPEZ habrá laborado para este Poder por espacio de 29 años, 10 meses, 18 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 29 años, 10 meses, 18 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 29 años, 10 meses, 18 días.

EDAD: 59 años, 4 meses, 15 días.

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: AGENTE DE PROTECCION 2

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 101009

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: AGENTE DE PROTECCIÓN 2, UNIDAD DE PROTECCION DE PERSONAS

PUESTO(S) DE REAJUSTE: AGENTE DE PROTECCION 2, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 1.790.764,87

MONTO MINIMO ESTABLECIDO: ¢ 144,585.54 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica 9544 articulo 225)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 2.061.933,42

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica N° 9544."

FÓRMULA APLICADA:

29 años, 10 meses, 18 dias (240) + % salario escolar * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario Referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 1.461.213,66 (85.38% del salario promedio de los doscientos cuarenta últimos salarios)

	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	85.38% del 83%



Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

El señor Retana López de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.	

Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez

Notificaciones: (…)

Correcciones disciplinarias:

(…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase Auxiliar de Servicios Generales 1, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…

Para el presente caso, el señor SAÚL DAGOBERTO RETANA LÓPEZ cuenta con 29 años, 10 meses, 18 días, laborados en el Poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.

Articulo 233..."Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló..."

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”

- 0 -
Mediante oficio N° 281-SAF/DJA-2023 del 27 de setiembre de 2023, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que el funcionario judicial Saúl Dagoberto Retana López, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-489-2023 del 03 de octubre de 2023, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, el señor Retana López, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las siete horas treinta minutos del veinticinco de setiembre del dos mil veintitrés, en la cual se indica que, en los sistemas informáticos de ese Tribunal, no hay registro de procesos disciplinarios en trámite a nombre de Saúl Dagoberto Retana López.
Finalmente, se adjunta la hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS de la sesión N° 230-2023 del 30 de mayo del 2023.
Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior, con base en el acuerdo tomado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, en sesión N° 230-2023 del 30 de mayo de 2023, donde se declara en estado de invalidez al señor Saúl Dagoberto Retana López, así como del informe técnico oficio N° 076CJ-2023 del 29 de setiembre de 2023, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del señor Saúl Dagoberto Retana López, agente de protección 2 de la Unidad de Protección de Personas, a partir del 1 de noviembre del 2023. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación a favor del señor Retana López, realizados de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, cuya asignación mensual bruta será de ¢1.461.213,66 (un millón cuatrocientos sesenta y un mil doscientos trece colones con sesenta y seis céntimos), menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento del señor Retana López lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 4.) Asimismo, se previene al señor Retana López que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial. 6.) Las Direcciones de Gestión Humana, de la JUNAFO y la Unidad de Protección de Personas, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc147482222][bookmark: _Toc147503211]ARTÍCULO V
Documento N° 983-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 077CJ-2023 del 29 de septiembre de 2023, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina, y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a MARIA DEL SOCORRO SALAS GRANADOS, cédula N° 02-0436- 0928 a partir del 01 de noviembre del 2023. 

Al 31 de octubre del 2023, la señora MARIA DEL SOCORRO SALAS GRANADOS habrá laborado para este Poder por espacio de 25 años, 9 meses, 26 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 25 años, 9 meses, 26 días. 

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 25 años, 9 meses, 26 días. 

EDAD: 55 años, 7 meses, 11 días.

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: TÉCNICO JUDICIAL 1

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 350148

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: TÉCNICO JUDICIAL 1, JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENS. ALIMEN. III CIRC. JUD. ALAJUELA (SAN RAMON)

PUESTO(S) DE REAJUSTE: TÉCNICO JUDICIAL 1, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 990,056.26

MONTO MINIMO ESTABLECIDO: ¢ 144,585.54 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica 9544 artículo 225)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 978,036.85

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica N° 9544."

FÓRMULA APLICADA: 25 años, 9 meses, 26 dias (240) + % salario escolar * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario Referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 598,906.30 (73.78% del salario promedio de los doscientos cuarenta últimos salarios)		

PORCENTAJE DE JUBILACIÓN: 73,78% del 83%	

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.	

La señora Salas Granados de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez		

Notificaciones: (…)		

Correcciones disciplinarias:

(…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase Auxiliar de Servicios Generales 1, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…

Para el presente caso, la señora MARIA DEL SOCORRO SALAS GRANADOS cuenta con 25 años, 9 meses, 26 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.

Articulo 233..."Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaro inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló..."

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

- 0 -
Mediante oficio N° 282-SAF/DJA-2023 del 27 de septiembre de 2023, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que la funcionaria judicial María Salas Granados, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-489-2023 del 03 de octubre de 2023, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la señora Salas Granados, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las siete horas treinta minutos del veinticinco de septiembre del año dos mil veintitrés, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de María Salas Granados, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Así como hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS de la sesión N° 097-2023 del 09 de marzo de 2023.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Una vez analizada la gestión anterior, con base en el acuerdo tomado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, en sesión N° 097-2023 del 09 de marzo de 2023, donde se declara en estado de invalidez a la señora María Salas Granados, así como del informe técnico N° 077CJ-2023 del 29 de septiembre de 2023, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina, y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la señora María Salas Granados, técnica judicial 1 del Juzgado Contravencional y de Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 01 de noviembre del 2023. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la señora Salas Granados, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 598,906.30 (quinientos noventa y ocho mil novecientos seis colones con treinta céntimos), menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento de la señora Salas Granados lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 4.) Asimismo, se previene a la señora Salas Granados que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial. 6.) Las Direcciones de Gestión Humana, de la JUNAFO, y el Juzgado Contravencional y de Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, tomarán nota para los fines consiguientes. 
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO VI
[bookmark: _Toc147482227][bookmark: _Toc147503218][bookmark: _Toc147482229][bookmark: _Toc147503220]Documento N° 1020-2023
En sesión N° 34-2022 del 06 de septiembre de 2022, artículo XV, se autorizó la participación de la mitad de los integrantes de esta Junta Administradora, el Director y la Subdirectora de la Dirección de la JUNAFO, a las capacitaciones impartidas por el INCAE, y previamente autorizadas por esta Junta en sesión N° 31-2022 del 16 de agosto de 2022, artículo XI. Siendo que, los integrantes que asistieron en esa primera etapa fueron, los licenciados Arnoldo Hernández Solano y Parris Quesada Madrigal, así como el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, quedando pendientes los integrantes, Rodrigo Arroyo Guzmán, Juan Carlos Segura Solís, Alexander Arguedas Vindas y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora de la Dirección de la JUNAFO.
Posteriormente, en sesión N° 030-2023 del 27 de julio de 2023, se autorizó a la Dirección de la JUNAFO, para que iniciara los trámites pertinentes a fin de contratar los cursos pendientes relacionados con la capacitación externa para los integrantes de esta Junta Administradora y la Alta Gerencia, que estaban pendientes de asistir, en lo conducente, al curso de Estrategia Empresarial del INCAE.
En relación con lo anterior, informa el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, que el doctor Alexander Arguedas Vindas, integrante de la JUNAFO, informó que no podrá participar del curso de Estrategia Empresarial que se llevará a cabo del 23 al 27 de octubre del 2023, de manera presencial en el INCAE.
Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, consulta: “¿Los que vamos para el INCAE don Oslean, como está el asunto? Porque me llega un correo de un señor que dice que me matricule, pero no sé qué ha pasado con la cédula jurídica o qué”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, responde: “Lo del INCAE está en proceso de contratación, está en el Departamento de Proveeduría para el visto bueno final, ya se le hizo una prevención al INCAE justamente por el cambio que les había indicado, recordar que al principio se hizo con INCAE Nicaragua y este había quedado desecho, y entonces se tuvo que corregir para hacerlo con INCAE Costa Rica, eso se los había comentado la semana anterior.
En ese proceso nos encontramos, ya para efectos del INCAE están asegurados los espacios correspondientes, lo único para que sepan, por una situación que me comentó don Alexander, no va a poder asistir, se le presentó un inconveniente, me comentó la semana pasada. Ya tenemos la contratación hecha, ya don Parris y don Arnoldo habían asistido a este curso…” 
El integrante presidente Segura Solís, interviene: “¿Quién faltaría para llenar ese campo?”.
El máster Mora Valdez, dice: “Usted, y no faltaría nadie”.
El integrante presidente Segura Solís, propone: “Y si va uno de los asesores jurídicos”.
El máster Mora Valdez, refiere: “Para serle franco don Juan Carlos, lo conversé a nivel interno de la Dirección y vi con algunos de los compañeros que tuvieran el espacio y disponibilidad en esa semana, no consideré a los asesores, van a disculpar don Eduardo y don Diego, pero lo consideré a nivel de las jefaturas de la Dirección, y tenemos a una persona candidata que en este caso sería don Jossimar Gordon…”.
El integrante presidente Segura Solís, intercede: “No sé qué opinan los compañeros de la Junta, pero me parece que los asesores jurídicos también tienen que ser tomados en cuenta en estas capacitaciones, no sé qué opina don Parris, don Rodrigo, don Arnoldo”. 
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, comenta: “Estoy totalmente de acuerdo en que ellos participen, porque así estamos todos al mismo nivel”.
El integrante presidente Segura Solís, prosigue: “Sí don Oslean, me parece que no fue buena idea no tomarlos en cuenta, porque ellos están a la par de nosotros, vea la Junta de hoy como estuvo, y con todo el respeto creo que es uno de ellos el que tiene que ir”.
El máster Mora Valdez, menciona: “No hay problema don Juan Carlos, estamos a tiempo para hacer la corrección, más bien aprovechando que están presentes los dos, le sugeriría a alguno de ellos que se ofrezca para esta actividad”.
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Con todo el respeto diría que fuera Eduardo, por ser el que tiene una plaza con un interinazgo especial”.
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, señala: “Además de lo que señalaba don Oslean, que tal vez no hemos tenido chance de comentarlo, al INCAE se le están haciendo algunas otras prevenciones relacionadas con la documentación que deben presentar a nivel del procedimiento de contratación administrativa en el Sistema Integrado de Compras Públicas - SICOP, y que ellos no presentaron, relacionados con estructura de precios, algún tipo de reajustes y otra documentación que hace falta por parte de ellos.
Ese correo que usted menciona, de Jose Luis creo que se llama, es como de mercadeo porque él sabe que hay algún tipo de interés, sin embargo, hasta no estar la contratación completa, tenemos como esa duda de si ellos van a lograr hacer el aporte de toda la documentación, para concretar la contratación. Ellos si nos tienen los espacios reservados obviamente, y la contratación va en camino, pero dependerá de INCAE aportar esa documentación.
La contratación va en dos líneas, una línea que está para don Rodrigo y mi persona, que es contratación de la capacitación sin hospedaje, y otra línea que es contratación con hospedaje, que era la que tenía su persona y don Alexander, entonces la línea que estaría quedando descubierta sería para una persona que tenga la posibilidad de asistir con hospedaje, y sería ir a quedarse de lunes a viernes al INCAE que es la línea que tenemos disponible para ofrecer en ese caso, y en caso de que INCAE aporte los documentos”.
El integrante presidente Segura Solís, comenta: “Si Eduardo no tiene inconveniente en quedarse, digo yo, hay que elegirlos, no soy yo autoritario aquí”.
El licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la JUNAFO, indica: “Yo no tengo problema en caso de ir, quedarme allá, más bien muchas gracias por tomarme en cuenta”.
El integrante presidente Segura Solís, dice: “Si les parece a los demás miembros, ¿elegimos a don Eduardo para que vaya al curso? Si es que se da”.
Los integrantes Parris Quesada Madrigal y Arnoldo Hernández Solano, manifiestan estar de acuerdo”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, y en razón de que el doctor Alexander Arguedas Vindas, integrante de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por razones previamente expuestas, no podrá asistir al curso de Estrategia Empresarial del INCAE, esta Junta dispone: Designar al licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la JUNAFO, para que asista a dicho curso que se llevará a cabo del 23 al 27 de octubre del 2023, de manera presencial en el INCAE.
	La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para la coordinación respectiva.
Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO VII
Documento N° 968-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0612-JP/DJA-2023 del 19 de septiembre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora María Anabelle Mora Gamboa, cédula de identidad 01-0460-0244 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Luis Gustavo Ortega Álvarez cédula de identidad 01-0498-0252, cuyo deceso acaeció el 09 de junio del 2023.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 23 de junio del 2023 (10 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora María Anabelle Mora Gamboa, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.°23-000633-0726-TS y recibido por esta Dirección el 23 de agosto de 2023, suscrito por la Licenciada Laura Estevanovich De Marco, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Mora Gamboa.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“(…) La persona referida es la Sra. María Anabelle Mora Gamboa, de nacionalidad costarricense, portadora del número de identificación 104600244, cuenta con 67 años de edad, viuda, dedicada a labores domésticas no remuneradas, figura como la solicitante de pensión en calidad de cónyuge del exjubilado judicial.

El Sr. Luis Gustavo Ortega Álvarez, figura como la persona fallecida y ex funcionario judicial, portador del número de identificación 104980252 cursó la secundaria completa, jubilado fallecido en el mes de junio del año 2023.

Considerando los antecedentes de vida de la persona referida y en función de la consulta judicial, se conoce que se estableció en matrimonio con el exjubilado judicial por aproximadamente 43 años, producto del cual procrearon a ocho hijos e hijas.

De la organización y distribución de roles en el grupo familiar, al inicio del matrimonio ambas personas adultas laboraban el Sr. Gustavo en actividades informales, posteriormente en el Poder Judicial esporádicamente como abogado y su puesto de trabajo fijo era guarda de seguridad puesto del cual se jubila; y la Sra. María Anabelle en el hospital como ayudante de enfermería, empleo al cual renunció tras el nacimiento de su cuarto hijo, para dedicarse a las labores domésticas no remuneradas y al cuido de los hijos e hijas.

La persona referida y su esposo alcanzaron un estilo de vida que les permitió solventar las necesidades básicas alimentarias y no alimentarias y conforme fueron creciendo los hijos e hijas y egresaban del grupo familiar de origen, se fueron estableciendo con sus respectivos grupos filiales por tanto se trasladaban de lugar de residencia o egresaron a distritos cercanos al Gran Área Metropolitana para optar por cursar estudios por universitarios. La Sra. María Anabelle y el Sr. Gustavo continuaron residiendo juntos cumpliendo los roles ya establecidos por ambos.

No se reportan separaciones entre la Sra. María Anabelle y su esposo durante el período de matrimonio. Se descartan indicadores de riesgo en el entorno en el que se desarrolló el grupo familiar.

Se conoce que el Sr. Luis Gustavo presentaba afectaciones de salud de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) razón por la cual se acogió a la jubilación. Posteriormente las condiciones de salud se agravaron y debió someterse a la (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), que requirió una asistencia y apoyo permanente por parte de su esposa, asimismo requirió de productos de apoyo como (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) lo cual facilitaron la adquisición de algún grado de autonomía personal para su desplazamiento y movilidad. Aunado a esto, presentó problemas (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) todas condiciones que sumaron a las afectaciones que dieron fin a su vida en junio del año 2023.

En cuanto a la organización económica previo al fallecimiento del exfuncionario judicial contaba con un ingreso bruto de ¢ 802.142.72 y un ingreso líquido de ¢334,872.14, siendo que la mayor parte del ingreso se encontraba comprometido con una entidad bancaria ( coopealianza r.l) , y es razón por la cual presuntamente el exfuncionario judicial ejercía la profesión de derecho en venta de servicios profesionales, sin embargo se desconoce el ingreso percibido ni el medio de pago, no contaba con contador ni documentos que permitan constatar tales ingresos.

Posterior al fallecimiento del exfuncionario judicial, la Sra. Maria Anabelle como estrategia de sobrevivencia ha debido solventar sus necesidades con los ingresos provenientes del Socorro Mutuo del Sr. Luis Gustavo. Aunado se han enfrentado a una reestructuración familiar pues la hija de nombre Raquel se trasladó a residir con su madre pues la persona referida ha presentado alteraciones conductuales como (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Es así que al momento de la valoración social ambas residen solas, Raquel a cargo del cuido y atención de su progenitora quien se debe someter a un tratamiento médico, así como de las gestiones judiciales, médicas, administrativas y de socialización de ésta.

En este sentido, la organización familiar los ingresos y egresos económicos del grupo familiar al momento de la valoración social es la siguiente:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Del cuadro anterior se identifica que la persona referida y su hija no cuentan con ingresos económicos, la solvencia de los rubros de la segunda columna han sido solventados con el dinero correspondiente al Socorro Mutuo, y del cual también se cancelaron los Gastos Fúnebres del Sr. Luis Gustavo correspondientes a un millón ochenta mil colones ¢1,080.000.01. Los otros rubros de egresos mencionados en el cuadro corresponden a los servicios públicos de agua potable, luz eléctrica, internet, cable, productos de apoyo pues la persona referida utiliza lentes y son adquiridos cada dos años, tratamiento odontológico el cual la Sra María. Anabelle inició previo al fallecimiento de su esposo.

Cabe mencionar que las condiciones habitacionales de la persona referida en cuanto a infraestructura se encuentra en regular estado de conservación, y mal estado en paredes y piso ambos de material de madera y que evidencia la ausencia de mantenimiento pues cuenta con comején el cual es visible al exterior.

Ausente de accesibilidad para el ingreso a la vivienda. Cuenta con aposentos que permiten la realización de las actividades de la vida diaria. La vivienda corresponde a la Finca (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) a nombre del ex funcionario judicial e hipotecada (…)”

IV. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“(…) Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Ortega Álvarez era de ¢ 802,142.71 (ochocientos dos mil ciento cuarenta y dos colones con 72/100) mensuales en bruto y ¢334,872.14 (trescientos treinta y cuatro mil ochocientos setenta y dos colones con 14/100) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora María Anabelle Mora Gamboa, de aprobársele la pensión, es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢641,714.17 (seiscientos cuarenta y un mil setecientos catorce colones con 17/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales del grupo familiar por un monto de ¢636,832.00 (seiscientos treinta y seis mil ochocientos treinta y dos colones con 00/100). 

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 23 de junio del 2023, un total de 10 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Ortega Álvarez. 

VI. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a doña María Anabelle, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con don Luis Gustavo, era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que la señora Mora Gamboa dependía completamente de los ingresos de su cónyuge, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.°228 de dicha Ley. 

· Asimismo, se constató que doña María Anabelle no es beneficiaria de ninguna pensión por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de la Caja Costarricense del Seguro Social y del Magisterio Nacional, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía. 

· Según lo concluido por la Trabajadora Social encargada del peritaje, se logra determinar que:

“(…) la Sra. María Anabelle Mora Gamboa, durante su relación matrimonial fue dependiente económicamente su esposo por aproximadamente 40 años, los cuales se dedicó al cuido y atención de los 8 hijos e hijas procreados en común y de las labores domésticas no remuneradas.

A pesar de las deudas económicas adquiridas por el ex funcionario judicial el ingreso de la jubilación permitió la solvencia de tal rubro y de solventar las necesidades propias y las de su esposa, quien para ese momento conformaban el grupo familiar, aunado a los ingresos económicos provenientes de la venta de servicios profesiones como abogado empero desconocido el rubro exacto.

Se reporta que el ex funcionario judicial falleció en el mes de junio del año 2023 y la Sra. María Anabelle al no contar con ingresos económicos como estrategia de sobrevivencia temporal ha utilizado Socorro Mutuo de su esposo y así solventar las necesidades alimentarias y no alimentarias así como también los gastos fúnebres (…)”

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.°228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

· Del análisis del estudio de pensión que nos ocupa, es importante destacar que este corresponde exclusivamente a la señora María Anabelle Mora Gamboa, quien es la persona gestionante que cumple con los requisitos legales para optar por el beneficio en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Luis Gustavo Ortega Álvarez, razón por la cual, se determina que los ingresos y egresos a considerar del estudio socioeconómico son únicamente aquellos que correspondan a doña María Anabelle y se excluyen los atinentes a su hija Raquel, quien actualmente habita en la misma casa, es mayor de edad y no presenta condición de discapacidad.

· Es por los motivos antes expuestos que, para efectos de la definición del porcentaje de pensión y tomando como referencia lo indicado en el estudio remitido por el Departamento de Trabajo Social, en cuanto al cuadro de ingresos y egresos del grupo familiar, se contemplará únicamente la mitad del rubro descrito como “Alimentación y productos de limpieza” en un monto de ¢168,732.00 (ciento sesenta y ocho mil setecientos treinta y dos colones con 00/100).

· Es así como, se determina que la señora Mora Gamboa, reporta gastos mensuales por un monto total de ¢468,100.00 (cuatrocientos sesenta y ocho mil cien colones con 00/100).

VII. Recomendaciones 

a) Considerando que doña María Anabelle no cuenta con ningún ingreso y demostrado que dependió totalmente de los ingresos de su cónyuge (jubilación), los cuales al momento de su muerte comprendían la suma mensual de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), asimismo, que actualmente reporta un monto de egresos mensuales por ¢468,100.00 (cuatrocientos sesenta y ocho mil cien colones con 00/100), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora María Anabelle Mora Gamboa sea el 90% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢577,542.75 (quinientos setenta y siete mil quinientos cuarenta y dos colones con 75/100) mensuales en bruto y ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. 

Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Esto a partir del 10 de junio del 2023, día después del fallecimiento.
 
b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N.° 23-000633-0726-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Mora Gamboa en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación: 

(…)”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora María Anabelle Mora Gamboa en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Luis Gustavo Ortega Álvarez, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0612-JP/DJA-2023 del 19 de septiembre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Mora Gamboa, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), cuya asignación mensual será de ¢577.542,75 (quinientos setenta y siete mil quinientos cuarenta y dos colones con setenta y cinco céntimos) mensuales en bruto, equivalente al 90% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Ortega Álvarez al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 10 de junio del 2023. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
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Documento N° 971-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0587-JP/DJA-2023 del 29 de septiembre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Laura Meza Peña, cédula de identidad 01-0786-0420 y la joven Sofía González Meza, cédula de identidad 01-1950-0719 en calidad de cónyuge sobreviviente e hija mayor de 18 y menor de 25 años, respectivamente, del jubilado judicial fallecido Pablo Francisco González Hernández, cédula de identidad 04-0113-0628, cuyo deceso acaeció el 31 de marzo del 2023.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 25 de abril del 2023 (11 días hábiles posteriores a la fecha de la muerte), recibió la gestión de la señora Laura Meza Peña y la joven Sofía González Meza, mediante la cual solicitan que se les otorgue la pensión, por el fallecimiento de su esposo y padre, respectivamente. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante.

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.° 23-000238-0725-TS y recibido por esta Dirección el 01 de agosto de 2023, así como aclaraciones recibidas mediante correos electrónicos del 07 y 13 de setiembre del 2023, suscritos por la Licenciada Priscilla Gómez Cerdas, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Meza Peña y de su hija.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“(…) Una de las personas referidas es la señora Laura Meza Peña, costarricense, cédula de identidad 1-0786-0420, nacida el 30 de noviembre del 1970, tiene 52 años de edad, viuda y con nivel de escolaridad universidad completa. 

La joven Sofía González Meza también es persona referida, costarricense, cédula de identidad 1-1950-0719, nacida el 21 de abril del 2003, tiene 20 años, soltera y con nivel de escolaridad universidad incompleta.

Respecto a la persona fallecida, el señor Pablo Francisco González Hernández, se registra costarricense, cédula de identidad 4-0113-0628, nacido el 08 de octubre de 1956 y fallecido el 31 de marzo del 2023, fue jubilado judicial y por parte de JUPEMA, fue cónyuge de la señora Laura y padre de la joven Sofía, personas promoventes del presente proceso.

De la dinámica familiar anterior al fallecimiento del causante, se conoce que mantuvo un noviazgo de aproximadamente 3 años con la señora Laura, posteriormente contrajeron nupcias en el año 1999. Producto de esta relación se desarrolla la crianza de la hija en común, Sofía, formando un grupo familiar de tipo nuclear. Contexto en el que predominaron las relaciones positivas, la colaboración mutua y el apoyo en la parte afectiva y material. No se reportan separaciones entre la pareja y se reconoce estabilidad habitacional.

Como parte de la historia económica familiar se destaca el deterioro en la salud (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) del señor Pablo con lugar en Octubre del 2006 en donde ahorros familiares se comenzaron a emplear en la atención médica, a saber: Resonancias magnéticas, terapia de lenguaje, citas con especialista en neurología.

Asimismo, durante el 2014 el causante experimentó una crisis de salud en donde se subsidió: (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Posteriormente. A partir del mayo del 2021 se reportan afectaciones (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) en el señor Pablo lo cual implicó un aumento en egresos asociados con la atención médica privada con (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Durante julio del año 2021 se refiere un diagnóstico médico de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) en el señor Pablo y para enero del año 2023 (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Además, durante octubre del mismo año la señora Laura adquiere un préstamo por la mitad del costo de una cirugía (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Aunado a lo anterior, de la organización económica durante junio del año 2022, se conoce que el causante asumía los siguientes gastos familiares: mesada, materiales de estudio, transporte y mitad de matrícula por cuatrimestre de la joven Sofía, alimentación de la mascota y atención veterinaria, servicio doméstico, impuestos territoriales de la vivienda que comparte el grupo familiar, alimentación, además del mantenimiento de su vehículo. Adicionalmente, el causante compartía con la señora Laura los siguientes gastos: plataformas de streaming (netflix, spotify, HBO, Disney Plus), atención de la salud.

Por otra parte, la señora Laura asumía el pago del servicio de electricidad, internet, cable, mantenimiento de su vehículo personal, el pago de la mitad de las matrículas académicas de la joven Sofía, así como el mantenimiento que requirieran cuatro locales comerciales construidos a partir del 2014 en un terreno heredado por el progenitor de la señora Laura, cuyo proyecto el matrimonio visualizó como parte de un ingreso complementario.

No obstante, según documentación aportada y validada por un contador público, la percepción de ingresos por parte de este proyecto no se ha mantenido constante a través del tiempo, debido a que del periodo de entre el 01 de abril del 2022 al 31 de marzo del 2023 se registra un déficit de -103.163 colones, lo cual está asociado a que, según refieren las fuentes consultadas, no se encontraban alquilados la totalidad de los locales durante el periodo mencionado.

Asimismo, se conoce que la joven Sofía de su mesada subsidiaba el pago de su teléfono celular, almuerzos y meriendas durante su tiempo de estudio, así como el costo de algunos materiales necesarios para su desarrollo en el ámbito académico.

También, en cuanto a los gastos de la hija en común entre la promovente y el causante, se conoce que parte de los egresos familiares se dirigen al subsidio de materiales especiales requeridos para su formación especial como, por ejemplo: cerámica, rapidógrafos, yeso, papel 11x17 y 22x17, escuadras, lápices de color especiales, maderas, hule, esmalte para pintar cerámica, taladro y accesorios de este, así como reglas francesas. Dichos materiales eran subsidiados por el señor Pablo y de forma esporádica la joven adquiría con su mesada algunos de estos productos.

En cuanto a los ingresos, previo al fallecimiento de exfuncionario judicial, según la documentación aportada se obtiene que ingreso líquido del grupo familiar se aproximó a los (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones durante el mes de junio del 2022 de los cuales el señor Pablo aportó en un 54% y que implicaba un ingreso per cápita de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones mensuales.

De manera que los ingresos y egresos durante junio del año 2022 se desglosan de la siguiente forma:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Como parte del estilo de vida que la familia mantenía en ese momento, se destacan viajes al exterior en un promedio de dos veces al año, viajes vacacionales dentro del país en un aproximado de dos veces al año, frecuentar restaurantes los fines de semana, asistencia cata de vinos, mantenimiento y formación en el cuidado de bonsai, formación de la hija en común en el ámbito académico privado, compra de alimentos en supermercados con productos de alta calidad, atención de la salud en el ámbito privado, personal para labores domésticas a tiempo completo, asimismo, para los traslados de la joven Sofía primaron los traslados en el transporte personal del señor Pablo o a través de plataformas digitales.

Además, como parte de los egresos señalados en el cuadro anterior, se incluye el rubro correspondiente al pago del impuesto al bien capital mobiliario, el cual debe pagar el contador contratado por la familia, al Ministerio de Hacienda como parte del alquiler de los locales de la señora Laura. Asimismo, el edificio requiere de mantenimiento de tanques de agua constantes para asegurar el suministro de este recurso durante los racionamientos de agua.

Posterior al momento mencionado anteriormente, el grupo familiar experimentó transformaciones en el ámbito económico asociadas a la atención del deterioro de salud del señor Pablo por lo que en fechas cercanas a marzo del 2023, se presentó una dinámica con variaciones importantes tanto en los ingresos como en los egresos. Por un lado, porque la señora Laura se separó de su cargo laboral temporalmente para asistir a su cónyuge en sus cuidados y por otro lado, porque los gastos en salud se incrementaron.

De manera que, el ingreso percibido por la familia valorada fue de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones de los cuales el señor Pablo aportaba un 54%, datos que implica un ingreso percápita de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones mensuales, contexto temporal en el que se detallan los siguientes ingresos y egresos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

En el cuadro anterior, se registra una reducción en los ingresos familiares relacionadas con que en primer lugar, la señora Laura se encontraba con una licencia de cuido otorgada por la Caja Costarricense de Seguro Social para que asistiera a su cónyuge durante su deterioro de salud, la cual estuvo vigente desde el 13/02/2023 y hasta 31/03/2023. En segundo lugar, en cuanto al ingreso proveniente de los locales se reporta una percepción de 50,000 colones menos debido a que el señor Pablo brindaba a su esposa Laura dicha cantidad de dinero como parte del pago del alquiler de uno de los locales, el cual era utilizado por el causante para brindar consultas privadas antes de su deterioro de salud, local que para este momento no estaba siendo ocupado por el señor Pablo.

Como estrategia económica para ese momento, se refiere que en redes de apoyo familiar así como amistades y allegados al grupo valorado brindan un aporte económico y en especie para apoyar la atención de la salud del causante, por ejemplo con la donación de instrumentos de apoyo técnico y la compra de tratamiento farmacológico. Además, se redujeron los egresos asociados a la recreación, así como la postergación en el mantenimiento de la casa en cuanto a pintura de paredes exteriores e interiores, mantenimiento de tanque séptico, no reposición de electrodomésticos descompuestos, uso de ahorros familiares.

Aunado a lo anterior, la señora Laura subsidiando los cuidados requeridos por los bonsai que el señor Pablo solía cuidar, además, ella continuó recibiendo las lecciones de este tipo de jardinería, debido a que esta actividad contiene un alto valor sentimental para la señora Laura, en tanto la emplea como forma de conmemorar al causante y estrategia para elaboración del duelo, por lo que este egreso aparece como recurrente dentro de la economía familiar.

Por otra parte al momento de la valoración, se conoce que el grupo familiar valorado es de tipo monoparental materno, integrado por la señora Laura y la joven Sofía y experimentan limitaciones económicas para la satisfacción de necesidades y estilo de vida que mantenían antes del fallecimiento del señor Pablo, las cuales se asocian a que percibieron un ingreso de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones, correspondientes al mes de junio del año 2023, lo cual representa un 45% de los ingresos que tuvo el grupo familiar durante junio del año anterior, por lo que el ingreso percápita corresponde a (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones mensuales y se reporta la siguiente dinámica de ingresos y egresos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Como parte de las estrategias económicas implementadas para la satisfacción de necesidades, se refiere cambio en establecimientos comerciales en los que adquieren productos de alimentación, accediendo a otros de bajo costo, se reporta restricción de actividades recreativas asociadas con viajes tanto dentro como fuera del país, reducción en la frecuencia con que visitan restaurantes, disminución de la mesada percibida por la joven Sofía y se indica que no se ha brindado mantenimiento al vehículo del señor Pablo.

Por otra parte, la joven Sofía no asiste a los mismos establecimientos comerciales para adquirir sus meriendas y almuerzos, en su lugar, ha adquirido junto a su madre productos de bajo costo para trasladar desde su casa e ingerirlos en el lugar de estudio. Por otra parte, Sofía era traslada por su padre, el señor Pablo quien por su condición de jubilado disponía de tiempo y recursos económicos para ello y alternaba dicho medio con el uso de plataformas digitales (UBER), no obstante, ante su ausencia y como estrategia económica la joven presidió del transporte por medio de plataformas digitales y lo reemplazó por el transporte público en autobus. Asimismo, se ha postergado la compra del equipo tecnológico requerido por la joven para poder hacer uso del programa informático llamado Solid Work, mismo que no puede ser ejecutado en la computadora con la que cuenta al momento de la valoración.

Aunado a lo anterior, las fuentes indican que se ha pospuesto el mantenimiento de la vivienda, así como de los locales comerciales en cuanto a pintura interior, mantenimiento de cortinas eléctricas, se redujo la jornada laboral por la que se contrata a la persona que realiza las labores domésticas en el hogar y se prescindió del uso de plataformas de streaming (netflix, spotify, HBO, Disney Plus).

Por otra parte en el ámbito de la salud se refiere que la señora Laura, posee una condición de salud en su piel denominada (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), por lo que la señora Laura requiere tratamiento farmacológico recetado por un profesional en dermatología que no es brindado por la Caja Costarricense de Seguro Social y al cual no se ha adherido por completo, debido a que ha disminuido la dosis recomendada ante las limitaciones económicas que experimenta,(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Otro de los egresos asociados con la condición de salud de la señora Laura se encuentran relacionados con un tratamiento preventivo de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Asimismo, se refiere que la señora Laura recurrió a la póliza de vida del magisterio nacional del señor Pablo, correspondiente a (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) de colones que fueron entregados a la joven Sofía como beneficiaria de la misma póliza. Dicha inversión se hizo efectiva a principios del mes de julio del año 2023 por lo que el grupo familiar aún no percibe intereses de este y el objetivo de este fondo, desde lo expresado por las fuentes, es que permita a la joven Sofía cursar una licenciatura o maestría en una universidad del extranjero.

Por otra parte, se refiere que el grupo familiar no ha podido acceder al Fondo Mutual del Poder Judicial, debido a que, según refieren las fuentes el señor Pablo no registró beneficiarios, de manera que se requiere de un proceso sucesorio para acceder a este. 

Asimismo, existe un Fondo Mutual correspondiente al Colegio de Profesionales en Psicología a nombre del señor Pablo al cual el grupo familiar no ha podido acceder, siendo que el causante se registra en condición de morosidad. Por lo que, al momento de la valoración, las valoradas niegan haber dispuesto de otros ingresos a los mencionados en páginas anteriores. Igualmente, redes de apoyo familiar cercanas a la señora Laura han brindado aporte en especie en productos de alimentación y medicamentos utilizados por la señora Meza para la prevención de la (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) (…)”

IV. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.

1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas […]

Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

b) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...

…Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)” 
V. Datos de interés
· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Pablo González Hernández era de ¢3,300,355.35 (tres millones trescientos mil trescientos cincuenta y cinco colones con 35/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspiran la señora Meza Peña y la joven González Peña, de aprobárseles la pensión es del 80% entre ambas, del monto que devengaba de jubilación el señor González Hernández, para este caso equivale a ¢2,640,284.28 (dos millones seiscientos cuarenta mil doscientos ochenta y cuatro colones con 28/100) mensuales en bruto.

· El dictamen socioeconómico reporta egresos básicos mensuales en el grupo familiar actual conformado por doña Laura y la joven Sofía por un monto de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

· En aclaración solicitada a la Licenciada Priscilla Gómez Cerdas, Trabajadora Social, con respecto a quién corresponde la tarjeta de crédito indicada en el cuadro de ingresos y egresos del grupo familiar, señala por medio de correo electrónico del 07 de setiembre del año en curso, lo siguiente:

“(…) El monto del egreso señalado descrito como “Tarjeta de Crédito” corresponde específicamente a un monto que la referida debe cancelar mensualmente por concepto de pago de seguro contra fraude en la tarjeta de crédito suscrita a su nombre (Laura Meza Peña) en el Banco Popular (…)”

Asimismo, se solicitó aclaración sobre el rubro de “Préstamo en BCR por construcción de locales” para saber si el mismo se encuentra a nombre de doña Laura Meza y también en cuanto a si los rubros de “Ahorro Voluntario ASOSEJUD", "Créditos sobre aporte personal ASOSEJUD" y "Cuota asociada ASOSEJUD” son deducidos de la planilla de doña Laura. Al respecto, se recibió respuesta por parte de la Trabajadora Social en correo del 13 de setiembre refiriendo lo siguiente:

“(…) El préstamo obtenido en el BCR para construcción de los locales comerciales se encuentra a nombre de la señora Laura Meza Peña…

los rubros de "Ahorro Voluntario ASOSEJUD", "Créditos sobre aporte personal ASOSEJUD" y "Cuota asociada ASOSEJUD" son rebajados a doña Laura Meza de planilla, por ello dichos montos se tomaron de su desglose salarial (…)”

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 25 de abril del 2023, un total de 11 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor González Hernández. 

VI. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a doña Laura Meza Peña demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Pablo Francisco González Hernández, ambos asumían los gastos del hogar, incluyendo los correspondientes a su hija, la joven Sofía González (estudios, alimentación y demás necesidades que tuviera) por lo que ambas dependían de los ingresos del señor González Hernández, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, las convierte en sujeto de derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°.228 de dicha Ley.

· De acuerdo con la documentación aportada por la joven González Meza actualmente se encuentran estudiando en la Universidad LCI Veritas la carrera de Diseño Productos.

· Según certificaciones y documentación aportada por la señora Meza Peña y la joven González Meza, se constató que doña Laura es beneficiaria de una pensión (por sucesión de jubilado) por parte de la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional (JUPEMA) por un monto mensual de ¢733,956.00 (setecientos treinta y tres mil novecientos cincuenta y seis colones con 00/100) por lo que cuenta con ingresos por esta vía.

· Adicionalmente, según constancia de salario presentada por doña Laura, su salario actual es de ¢2,548,862.44 (dos millones, quinientos cuarenta y ocho mil ochocientos sesenta y dos colones con 44/100) mensuales brutos y no reporta salario líquido, lo anterior debido a que, de acuerdo con lo que se indica en el estudio socioeconómico, la gestionante se encontraba en un permiso sin goce para poder asistir y cuidar al señor González Hernández, no obstante, en el cuadro de ingresos, se muestra que la señora Meza Peña, percibe de ingresos por salario, un monto de ¢1,750,864.90 (un millón setecientos cincuenta mil ochocientos sesenta y cuatro colones con 90/100). 

· Cabe aclarar que del monto líquido, Trabajo Social, no descontó los gastos correspondientes a ahorros y rebajos de ASOSEJUD, por lo que para efectos de definir el porcentaje de jubilación se tomarán como un egreso, según como se muestra en el cuadro de egresos del estudio.

· Es importante destacar, que doña Laura también percibe un ingreso adicional por alquiler de locales por un monto de ¢1,250,000.00 (un millón doscientos cincuenta mil colones con 00/100).

· La Trabajadora Social concluye en su estudio que:

“(…) se identifica que, tanto la señora Laura Meza Peña como la joven Sofía González Meza dependían económicamente del señor Pablo González Hernández.

En primer lugar, debido a que los ingresos del causante permitían solventar los egresos que presenta el grupo familiar para satisfacción de necesidades y mantenimiento del estilo de vida, lo cual se evidencia en el déficit que presenta la economía familiar posterior a la agudización del deterioro de salud del señor Pablo y su fallecimiento.

Del detalle de la organización económica se conoce que el señor Pablo aportó un 54% de los ingresos de la economía familiar y posterior al fallecimiento de este los ingresos experimentaron una reducción acentuada, lo cual se reflejó en que percibieron un 45% de lo percibido en junio del año anterior.

En esta misma línea se determina que el ingreso percápita previo a la agudización de la enfermedad del señor (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

…Igualmente, la joven Sophia depende económicamente el señor Pablo en tanto posee 20 años de edad, es estudiante universitaria y cuenta con un ingreso informal correspondiente a una mesada brindada por su progenitora, el cual resulta limitado para la satisfacción de sus necesidades, especialmente las relacionadas con su formación académica. De manera que, ha modificado los medios de transporte en que se desplaza a su lugar de estudio, ha implementado estrategias para reducir el costo de su alimentación mientras asiste a su lugar de formación.

Asimismo, ambas personas valoradas han implementado estrategias económicas para solventar el déficit que presenta la economía familiar, activando redes de apoyo familiares, de amistad, cambiando los establecimientos comerciales y restringiendo los servicios que adquieren y recurriendo a los ingresos de la Póliza de vida del Magisterio, no obstante, expresan incertidumbre ante el agotamiento de este recurso (…)”

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.º 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

VII. Recomendaciones 

a) Considerando que la señora Laura Meza Peña cuenta con un ingreso mensual de ¢3,734,820.90 (tres millones setecientos treinta y cuatro mil ochocientos veinte colones con 90/100), y que sus egresos son por un monto mensual de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) quedando un déficit de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Laura Meza Peña y a la joven Sofía González Meza sea de un 32% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo y padre fallecido, equivalentes a ¢844,890.97 (ochocientos cuarenta y cuatro mil ochocientos noventa colones con 97/100) mensuales brutos, distribuidos de la siguiente forma: 

· Laura Meza Peña: 25% equivalente a ¢660,071.07 (seiscientos sesenta mil setenta y un colones con 07/100) mensuales brutos y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos. Seguidamente el detalle:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

· Sofía González Meza: 7% equivalente a ¢184,819.90 (ciento ochenta y cuatro mil ochocientos diecinueve colones con 90/100) brutos mensuales y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. Seguidamente el detalle:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Esto a partir del 01 de abril del 2023, día después del fallecimiento del señor González Hernández.

b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N.°23-000238-0725-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por doña Laura y la joven Sofía, en cuanto a los ingresos y egresos mensuales de su grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación: 

(…)”

- 0 -
Manifestaciones:
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “De acuerdo con el primer párrafo de las conclusiones, pareciera ser que era 50 / 50, porque ambos asumían los gastos del hogar, y el acuerdo viene con un 32% del 80%, del cual no estoy de acuerdo. Estaría de acuerdo con un monto de un 50%, porque de acuerdo con esas conclusiones, si llevaban los gastos de manera proporcional, ella tendría derecho a una proporción de la mitad de lo que recibía su marido, no sé qué piensan los demás compañeros”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, comenta: “Nosotros tenemos una recomendación muy clara del actuario matemático, de evitar que se nos fuera la mano hacia arriba o hacia abajo, y recomendaba ante una deducción de un 50%, yo estoy de acuerdo con usted con el 50% para este caso”.
Se le concede el uso de la palabra al máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO: “Me parece que aseverar de que ellos tienen compartidos los gastos, esto es lo que puede motivar a incrementar el porcentaje propuesto, y estaría entonces en esa línea, de acuerdo con subir al 50%”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, menciona: “Sí, yo analice el caso, de hecho, también iba a proponer incrementarlo, se promueve un 50%, estoy de acuerdo”.
El integrante presidente Segura Solís, dice: “Aquí hay dos personas que son beneficiarias, ¿verdad?”.
El integrante Hernández Solano, refiere: “Esa es la duda que tengo, si se le estaba poniendo a la hija un porcentaje, y poner que tiene que estudiar porque es mayor de 18 pero menor de 25, entonces no recuerdo, como uno lee tantas cosas y más ahora en el curso de la Universidad de Costa Rica, que lo ponen a uno a leer montón de cosas, se confunde uno, entonces me gustaría que nos refrescarán el asunto, a ver si a la hija le están dando un porcentaje, porque entonces sería el 50% total, y después repartirlo entre la esposa y la hija, y poner la condición de que debe estudiar”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, explica: “Ahorita la recomendación estaba orientada a otorgarle a la mamá, a doña Laura, un 25% y a la hija Sofía González un 7%, ahora ustedes están definiendo que el porcentaje varíe y se aumente a un 50%, lo que dice nuestro reglamento es que se divide en un 33% para los hijos y un 67% para la cónyuge, esos porcentajes los respetaríamos. 
Entonces se subiría para la hija a un 16,5%, y a la señora se subiría a un 33,5%, esos serían los porcentajes finales de acuerdo a lo que ustedes están votando en este momento”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces esos son los porcentajes que se le otorgan a partir del día 31 de marzo del año 2023 (Sic). Sería un 50% del 80%, y después lo que dijo don Oslean ahora, un 33,5% para la cónyuge y un 16,5% para la hija”.
Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Laura Meza Peña, y la joven Sofía González Meza, en calidad de cónyuge sobreviviente e hija mayor de 18 y menor de 25 años, respectivamente, del jubilado judicial fallecido Pablo Francisco González Hernández, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0587-JP/DJA-2023 del 29 de septiembre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Meza Peña y la joven González Meza, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), cuya asignación mensual será lo equivalente al 50% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor González Hernández al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 01 de abril del 2023, y será distribuido de la siguiente manera: Para la señora Laura Meza Peña un 33.5% brutos mensuales, y para la joven Sofía González Meza un 16.5% brutos mensuales. 2.) Deberá la joven Gonzalez Meza, presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que es persona estudiante, dicho centro de estudios deberá ser reconocido por el Ministerio de Educación Pública - MEP, el Instituto Nacional de Aprendizaje – INA o a criterio de esta Junta Administradora conforme lo establece el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 3.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO IX
Documento N° 973-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0617-JP/DJA-2023 del 28 de septiembre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por el señor Mario Alberto Cordero Fernández, cédula de identidad 01-0581-0574 en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Carmen María Cruz Picado cédula de identidad 01-0607-0622, cuyo deceso acaeció el 02 de mayo de 2023.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 06 de junio del 2023 (25 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión del señor Mario Alberto Cordero Fernández, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposa. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.º 23-000526-0721-TS recibido por esta Dirección el 29 de agosto de 2023, suscrito por la Licenciada Miriam Lilliana Solano Mora, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor Cordero Fernández.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

“(…) La persona referida es Mario Alberto Cordero Fernández, de nacionalidad costarricense, con cédula de identidad 1-0581-0574, registra fecha de nacimiento 08 de agosto de 1958, suma 65 años de edad.

Conformó vida matrimonial con la Sra. Carmen María Cruz Picado, ex funcionaria judicial, fallecida el 02 de mayo de 2023. De acuerdo a lo indicado por el valorado, iniciaron convivencia en unión libre desde 1991 y matrimonio en el año 2021.

En primera instancia, la familia Cordero Cruz, se integró por el valorado; por la Sra. Carmen; sus hijos producto de su anterior relación, quienes al momento de la unión eran niños con edad escolar y pre escolar y el hijo en común y Stwarth Cordero Cruz, cuya fecha de nacimiento se registra el 25 de marzo de 1991. Según se conoció en entrevista social, los hijos mayores de la Sra. Carmen, egresaron de la familia aproximadamente a la edad de 20 años y el joven Stwarth, ha mantenido convivencia a lo largo de su vida.

De la dinámica interrelacional, a lo largo de la historia familiar, se describieron acciones e interacciones que sugiere que la Sra. Carmen, asumió el rol de jefa de hogar, centrándose en su persona la toma de decisiones familiares y la administración del dinero familiar. 

Durante el período de enfermedad de la Sra. Carmen (diagnosticada en enero de 2020); recibió el apoyo del referido y de los hijos Stwarth y Enser. Adicionalmente se contrató una especialista en atención a pacientes, para su disposición durante la jornada laboral de su red de apoyo primaria.

Al momento de la valoración social, el Sr. Mario conforma grupo familiar junto con su hijo Stwarth. De la dinámica relacional entre ambos, se describieron interacciones que sugieren cooperación, organización, respeto y afectividad. Evidencian estar en un período de reconstrucción familiar, en todas las áreas de la dinámica familiar.

El Sr. Mario mantiene su estatus laboral, como funcionario en propiedad de IAFA; según narró, como plan familiar y antes del fallecimiento de la Sra. Carmen, realizó la solicitud de jubilación, la que fue aprobada, y actualmente se encuentra en proceso preparativo para su jubilación.

De la situación socioeconómica actual del grupo familiar, se conoce que, tras el fallecimiento de la Sra. Carmen, han requerido ajustar la adquisición de bienes y servicios a la nueva realidad económica; esto por cuanto el monto de jubilación de la ex funcionaria representaba el 62.3% del ingreso familiar total. El valorado no registra beneficios ni subsidios estatales.

Los ingresos que han sustentado la economía familiar, a partir del fallecimiento de la Sra. Carmen, corresponden al salario del valorado y el aporte que ofrece el hijo Stwarth. La relación ingresos-egresos del grupo familiar del valorado, identificados por medio de la investigación socioeconómica, se muestra en el siguiente cuadro:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

De la información aportada, se deriva un déficit mensual de ₡101,540 en la relación ingresos-egresos. Además se evidencia ausencia de egresos por las necesidades básicas de vestido y recreación. Ante la consulta realizada, el Sr. Mario narró que, desde el fallecimiento de su esposa, no encuentra motivación para recrearse ni ha comprado prendas de vestir, así como ha disminuido la compra de alimentos; a pesar de ellos, estos rubros deben considerarse como parte del déficit, por constituirse parte de las necesidades básicas. Como estrategias para atender el déficit, han utilizado el monto que recibieron del socorro mutuo, para ajustar los egresos.

Como se identificó en la revisión digital del Registro Nacional, el referido no registran bienes inmuebles ni muebles. En el caso de la Sra. Carmen, registra una vivienda adquirida durante el primer matrimonio. Según señaló el Sr. Mario, los hijos mayores de la ex funcionaria, han tomado posesión de dicho bien.

Como expectativa ante este proceso judicial, el Sr. Mario expresó "que yo tenga derecho a la pensión" (…)”

IV. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

c) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“…Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)” 

V. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía la señora Carmen María Cruz Picado era de ¢511,840.67 (quinientos once mil ochocientos cuarenta colones con 67/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor Cordero Fernández, de aprobársele la pensión, es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecida, para este caso equivale a ¢409,472.54 (cuatrocientos nueve mil cuatrocientos setenta y dos colones con 54/100) mensuales en bruto.

· Según dictamen socioeconómico se reportan egresos mensuales en del grupo familiar por un monto de ¢534,901.00 (quinientos treinta y cuatro mil novecientos un colón con 00/100).

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 06 de junio de 2023, un total de 25 días hábiles posteriores al fallecimiento de la señora Cruz Picado. 

VI. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado al señor Cordero Fernández, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con la señora Cruz Picado, ella era quien asumía la mayor parte de los gastos del hogar, por lo que el señor Cordero Fernández dependía parcialmente de los ingresos de su esposa, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.º 228 de dicha Ley. 

· Según constancia de salario aportada por el señor Cordero Fernández al momento de su solicitud, se indica que percibía un salario de ¢286,836.50 (doscientos ochenta y seis mil ochocientos treinta y seis colones con 50/100) brutos mensuales y ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales.

· Ahora bien, de acuerdo con lo consultado en la página web de la Caja Costarricense del Seguro Social a la fecha del presente oficio, se constató que don Mario Alberto actualmente funge como beneficiario de una pensión por parte del (I.V.M), por un monto mensual de ¢192,913.60 (ciento noventa y dos mil novecientos tres con 60/100), razón por lo cual, ya no percibe el salario mencionado anteriormente y dicho monto es su ingreso vigente. 

· Según lo concluido por la Trabajadora Social encargada del peritaje, la organización de la familia Cordero Cruz se basó en el posicionamiento de la doña Carmen como jefa de hogar, tanto para la toma de decisiones como para la administración de los recursos económicos familiares. Así también, señala que, en la distribución de los ingresos familiares, el poder adquisitivo de la señora Cruz Picado, fue el de mayor alcance con relación al del señor Cordero Fernández. Finalmente, indica que la economía familiar es deficitaria, por cuanto los ingresos familiares son insuficientes para satisfacer las necesidades básicas del valorado, siendo que no se contabilizaron otras necesidades como la recreación y el vestido, por lo tanto, no están siendo satisfechas.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.°228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

· Del análisis del estudio de pensión que nos ocupa, es importante destacar que este corresponde exclusivamente al señor Mario Alberto Cordero Fernández, quien es la persona gestionante que cumple con los requisitos legales para optar por el beneficio en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Carmen María Cruz Picado, razón por la cual, se determina que los ingresos y egresos a considerar del estudio socioeconómico son únicamente aquellos que correspondan a don Mario Alberto y se excluyen los atinentes a su hijo Stwart, quien actualmente habita en la misma casa, es mayor de edad y no presenta condición de discapacidad.

· Es por los motivos antes expuestos que, para efectos de la definición del porcentaje de pensión y tomando como referencia lo indicado en el estudio remitido por el Departamento de Trabajo Social, del cuadro de ingresos y egresos se tomará en cuenta únicamente la mitad del monto del rubro de alimentación señalado, es decir ¢50,000.00 (cincuenta mil colones con 00/100), quedando un monto total por gastos de ¢484,901.00 (cuatrocientos ochenta y cuatro mil novecientos un colones con 00/100) para el señor Cordero Fernández.

VII. Recomendaciones 

a) Considerando que el señor Alpízar Valverde (sic) actualmente percibe un ingreso económico de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales y que sus egresos son por un monto mensual de ¢484,901.00 (cuatrocientos ochenta y cuatro mil novecientos un colones con 00/100), generando un déficit de ¢291,987.40 (doscientos noventa y un mil novecientos ochenta y siete colones con 40/100) se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne al señor Mario Alberto Cordero Fernández sea el 88% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposa fallecida, el cual equivale a ¢360,335.84 (trescientos sesenta mil trescientos treinta y cinco colones con 84/100) brutos mensuales y ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. Seguidamente el detalle:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Esto a partir del 06 de junio del 2023, fecha en que presenta la solicitud.

b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N.º 23-000526-0721-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por don Mario Alberto en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación: 

(…)”
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Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por el señor Mario Alberto Cordero Fernández, en calidad de cónyuge sobreviviente de la jubilada judicial fallecida Carmen María Cruz Picado, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0617-JP/DJA-2023 del 28 de septiembre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula el señor Cordero Fernández, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), cuya asignación mensual será de ¢360.335,84 (trescientos sesenta mil trescientos treinta y cinco colones con ochenta y cuatro céntimos) mensuales en bruto, equivalente al 88% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba la señora Cruz Picado al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 06 de junio del 2023. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc146261722][bookmark: _Toc147503227]ARTÍCULO X
Documento N° 985-2023
Conoce esta Junta Administradora, oficio N° 1546-DJ/CA-2023 del 25 de setiembre de 2023, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, el cual dice literalmente:
“Conforme a lo dispuesto por el artículo 239, inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde a esa Junta Administradora “(…) Recaudar las cotizaciones que corresponden a ese Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.”, con base en ello, el Consejo Superior en sesión No.18-2020 del 5 de marzo de 2020, aprobó la propuesta planteada por esta Dirección Jurídica, mediante oficio No.390-DJ/CA-2020 del 7 de febrero de 2020 y autorizó que esta Dirección asumiera en calidad de órgano director, los procedimientos de cobro administrativo atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, aquellos que mantiene en trámite y los que en el lapso de cooperación con esa Junta se inicien; así mismo, el Consejo Superior en sesión No. 25-2021 del 23 de marzo de 2021, artículo XLIX, ordenó a todas Direcciones del Poder Judicial atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida, y de forma adicional en sesión No. 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XXXI acordó “2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 

[bookmark: Texto7][bookmark: Texto8]En atención a lo expuesto, nos permitimos informar que, mediante copia del oficio N° 245-JP/DJA-2023 del 14 de abril de 2023, suscrito por el MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y el MPM. Oslean Mora Valdez, Director de la JUNAFO, se remite para conocimiento de esta Dirección la gestión de cuenta por cobrar al pensionado Judicial Rush Arrieta Garita, cédula de identidad N° 01-1809-0225, en virtud de que el pensionado judicial no aprobó las materias matriculadas en el tercer cuatrimestre de dos mil veintidós, adeudando la suma total de seiscientos treinta y un mil ciento cuarenta y cinco colones con dieciséis céntimos (¢631.145,16), según el siguiente detalle: 

[image: ]

En razón de lo expuesto, de conformidad con lo establecido en el artículo 308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública y a efecto de realizar el procedimiento de cobro administrativo correspondiente, con motivo de la suma que se reporta fue girada en demasía, se solicita a esa Junta nombrar como Órgano Director del Procedimiento a la Licenciada Sarita González Quirós, Asesora Jurídica del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° 1546-DJ/CA-2023 del 25 de setiembre de 2023, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 2.) Designar a la licenciada Sarita González Quirós, asesora jurídica del Área de Cobro Administrativo, como Órgano Director del Procedimiento, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones que se dicten en relación con los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, correspondientes al expediente administrativo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), lo cual se acoge y se tiene por nombrada. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial y de la Dirección de la JUNAFO para los fines correspondientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc147503229]ARTÍCULO XI
Documento N° 1169-2022 / 986-2023
Conoce esta Junta Administradora, oficio N° 1524-DJ/CA-2023 del 25 de setiembre de 2023, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, el cual dice literalmente:
“Conforme a lo dispuesto por el artículo 239, inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde a esa Junta Administradora “(…) Recaudar las cotizaciones que corresponden a ese Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.”, con base en ello, el Consejo Superior en sesión No.18-2020 del 5 de marzo de 2020, aprobó la propuesta planteada por esta Dirección Jurídica, mediante oficio No.390-DJ/CA-2020 del 7 de febrero de 2020 y autorizó que esta Dirección asumiera en calidad de órgano director, los procedimientos de cobro administrativo atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, aquellos que mantiene en trámite y los que en el lapso de cooperación con esa Junta se inicien; así mismo, el Consejo Superior en sesión No. 25-2021 del 23 de marzo de 2021, artículo XLIX, ordenó a todas Direcciones del Poder Judicial atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida, y de forma adicional en sesión No. 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XXXI acordó “2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

En atención a lo expuesto, nos permitimos informar que, mediante copia del oficio N° 134-JP/DJA-2023, del 1 de marzo de 2023 suscrito por MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y el MPM. Oslean Mora Valdez, Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se remite a esta Dirección, la suma a cobrar a la pensionada judicial Lorna Vargas Alvarado, cédula de identidad N° 01-1780-0599, que asciende a un monto de ¢784.325,49 (setecientos ochenta y cuatro mil trescientos veinticinco colones con cuarenta y nueve céntimos), por cuanto no presentó los documentos de las calificaciones obtenidas en el segundo cuatrimestre de 2022 y tampoco presentó los documentos de estudio del tercer cuatrimestre de 2022. Asimismo, indican que se adiciona lo correspondiente a la proporción de aguinaldo 2021- 2022 de cada período, debido a que el 06 de diciembre de 2022 se depositó el aguinaldo completo, por cuanto a esa fecha la suma girada de más no estaba avalada por la JUNAFO. Refiere además que por oficio N°675-JP/DJA-2022, se comunicó a la pensionada Vargas Alvarado la cuenta por cobrar, a lo cual presentó un reclamo ante la Junta, el cual fue conocido por ese órgano superior en sesión 002-2023 celebrada el 17 de enero de 2023, artículo XV, sin embargo, se avaló la cuenta por cobrar a la pensionada, a la cual se le dio oportunidad por correo electrónico de 7 de febrero de 2023, de proponer un arreglo de pago sin que se pronunciara.

En razón de lo expuesto, de conformidad con lo establecido en el artículo 308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública y a efecto de realizar el procedimiento de cobro administrativo correspondiente, con motivo de la suma que se reporta fue girada en demasía, se solicita a esa Junta nombrar como Órgano Director del Procedimiento a la Licenciada Sarita González Quirós, Asesora Jurídica del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° 1524-DJ/CA-2023 del 25 de setiembre de 2023, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, subdirectora jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 2.) Designar a la licenciada Sarita González Quirós, asesora jurídica del Área de Cobro Administrativo, como Órgano Director del Procedimiento, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones que se dicten en relación con los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, correspondientes al expediente administrativo N°(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), lo cual se acoge y se tiene por nombrada. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial y de la Dirección de la JUNAFO para los fines correspondientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc140863300][bookmark: _Toc143008248][bookmark: _Toc144996620][bookmark: _Toc147503232]ARTÍCULO XII
Documento N° 981-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nota suscrita por el servidor judicial Luis Diego Quesada Canales, mediante el cual solicita lo siguiente:
“(…) como persona funcionaria del Poder Judicial, con base en los siguientes motivos:

1. Congelamiento salarial que produjo la entrada en vigencia de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 hasta la fecha, lo que significa que, por inflación o costo de vida, durante muchos años todo va a subir menos mi salario.

2. Variación en el sistema de carrera profesional y porcentaje a pagar por concepto de prohibición y dedicación exclusiva que trajo la entrada en vigor de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 y que generó una considerable disminución en la liquidez del salario de una buena parte de la población judicial activa.

3. La entrada en vigor de la Ley Marco de Empleo Público, Ley 10159, contingencia fiscal, que eliminó todos los pluses salariales del sector judicial pasando a un sistema de "salario compuesto", con el agravante de que nuestro salario se verá congelado en el tiempo de manera indefinida.

4. Que la Ley 10156 crea un sistema de salario global para todas las personas de nuevo ingreso, donde el salario va a ser mucho menor que el que devengaba una persona para el mismo puesto antes de eliminar los pluses salariales que teníamos ganados.

5. Que las personas pensionadas siguen recibiendo un aumento semestral por costo de vida que sale del fondo de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial, pese a que como se indicó los aportes de quienes recibimos "salario compuesto" no aumentarán en muchísimos años, y las personas de nuevo ingreso van a aportar mucho menos por la reducción de su salario mensual, lo que genera que con el mismo aporte (incluso menos en el caso de personas de nuevo ingreso) se sigan dando aumentos a personas pensionadas con el riesgo lógico para el fondo.

6. Todas las situaciones van a generar que más temprano que tarde el fondo entre nuevamente en problemas económicos.

7. Existe actualmente una acción de inconstitucionalidad donde se cuestiona el aporte patronal del Estado como patrono único, donde la Procuraduría General de la República se pronunció a favor de dicha inconstitucionalidad.

8. Que existe un proyecto de ley presentado por la diputada Pilar Cisneros donde se propone que ese aporte estatal que actualmente supera el 14%, se equipare al aporte del Estado como patrono para el resto de las personas servidoras públicas que ronda un poco más del 5%, lo que generaría aún más un claro desfinanciamiento para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

9. Que con todo el panorama expuesto existe una gran probabilidad de tener que subir el aporte obrero que ya hoy es muy alto y al que se suma un monto extra que se nos rebaja para mantener la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, lo que considero una barbaridad.

10. Que el sistema de jubilación de la Caja Costarricense de Seguro Social es de rango Constitucional y por ende universal, y que, la edad para pensionarse es a los 65 años, con propuestas de poder utilizar el dinero del fondo obligatorio de pensiones complementarias y retirarse anticipadamente.

11. Que los montos de pensión en el Sistema de jubilaciones de la Caja Costarricense del Seguro Social son muy similares al del Poder Judicial, pero aportando alrededor de un 9% menos de mi salario mensual a la caja, lo que me ayudaría a tener una mejor liquidez frente a la situación salarial indicada antes.

PETITORIA

Con fundamento en lo expuesto, solicito: Primero: Que se apruebe mi renuncia inmediata al Fondo de Pensiones del Poder Judicial, consecuentemente se autorice el traslado de las cotizaciones que tenga a la fecha en el Fondeo [sic] Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social. Segundo: Que para cualquier proyecto de ley relacionado con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial al que me encuentro adscrito de manera obligatoria se incluya una norma ordinaria o transitoria donde se nos dé la posibilidad a las personas judiciales activas de elegir entre seguir adscritos a este régimen o poder pasarnos de manera voluntaria al sistema de la CCSS que además es el que constitucionalmente resulta legítimo, en caso de que así no lo consideren les ruego me envíen por escrito las razones de esa negativa.

Anexo:



…”.
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Relacionado a este tema, en sesión N° 22-2023 del 30 de mayo, artículo XL, se conoció el criterio jurídico N° 0033-AJ-DJA-2023 remitido por la Asesoría Jurídica de esta Junta Administradora, que en lo conducente indicaba:
“(…)

Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo.

Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”.

Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada una de las normativas que lo regulan.

Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras.

Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial.

Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún esté laborando para la institución.

Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del financiamiento tripartito.

(…)”
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En ese momento, se acogió en todos sus extremos el citado criterio. Se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Denegar en todos sus extremos la solicitud presentada por el señor Luis Diego Quesada Canales, en condición de funcionario judicial adscrito al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con base en los siguientes argumentos: a.) Las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas al ordenamiento jurídico, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, por ende, autorizar lo planteado por la persona gestionante, estaría en contra de lo normado en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. b.) El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un régimen de capitalización colectiva, el cual tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, debido a esto, si el Fondo deja de percibir alguno de esos ingresos, estaría afectando gravemente la estabilidad actuarial del mismo. c.) El aporte que realiza la persona trabajadora al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace de una disposición legal, no de un acto administrativo emanado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, véase lo normado en el artículo N.° 235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que regula que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 de ese mismo cuerpo normativo, literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras. d.) La Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. e.) En caso de que exista contención en la interpretación de una norma, situación que no se presenta en este análisis, debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). f.) Finalmente, esta Junta carece de competencia para incluir dentro del proyecto de ley, que las personas puedan decidir a cuál régimen de pensiones pertenecer, aunado a esto, las propuestas que se están estudiando para incluir en el texto de la posible reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tiene como objetivo mejorar actuarialmente los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Notificar el presente acuerdo al recurrente. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc147482241][bookmark: _Toc147503234]ARTÍCULO XIII
Documento N° 967-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, nota suscrita por la señora Marjorie Patricia Mora Núñez, funcionaria judicial, recibida el 27 de septiembre del 2023, mediante la cual solicita lo siguiente:
“(…)

1. Congelamiento salarial que produjo la entrada en vigencia de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 hasta la fecha, lo que significa que, por inflación o costo de vida, durante muchos años todo va a subir menos mi salario.

2. Variación en el sistema de carrera profesional y porcentaje a pagar por concepto de prohibición y dedicación exclusiva que trajo la entrada en vigor de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 y que generó una considerable disminución en la liquidez del salario de una buena parte de la población judicial activa.

3. La entrada en vigor de la Ley Marco de Empleo Público, Ley 10159, contingencia fiscal, que eliminó todos los pluses salariales del sector judicial pasando a un sistema de "salario compuesto", con el agravante de que nuestro salario se verá congelado en el tiempo de manera indefinida.

4. Que la Ley 10156 crea un sistema de salario global para todas las personas de nuevo ingreso, donde el salario va a ser mucho menor que el que devengaba una persona para el mismo puesto antes de eliminar los pluses salariales que teníamos ganados.

5. Que las personas pensionadas siguen recibiendo un aumento semestral por costo de vida que sale del fondo de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial, pese a que como se indicó los aportes de quienes recibimos "salario compuesto" no aumentarán en muchísimos años, y las personas de nuevo ingreso van a aportar mucho menos por la reducción de su salario mensual, lo que genera que con el mismo aporte (incluso menos en el caso de personas de nuevo ingreso) se sigan dando aumentos a personas pensionadas con el riesgo lógico para el fondo.

6. Todas las situaciones van a generar que más temprano que tarde el fondo entre nuevamente en problemas económicos.

7. Existe actualmente una acción de inconstitucionalidad donde se cuestiona el aporte patronal del Estado como patrono único, donde la Procuraduría General de la República se pronunció a favor de dicha inconstitucionalidad.

8. Que existe un proyecto de ley presentado por la diputada Pilar Cisneros donde se propone que ese aporte estatal que actualmente supera el 14%, se equipare al aporte del Estado como patrono para el resto de las personas servidoras públicas que ronda un poco más del 5%, lo que generaría aún más un claro desfinanciamiento para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

9. Que con todo el panorama expuesto existe una gran probabilidad de tener que subir el aporte obrero que ya hoy es muy alto y al que se suma un monto extra que se nos rebaja para mantener la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, lo que considero una barbaridad.

10. Que el sistema de jubilación de la Caja Costarricense de Seguro Social es de rango Constitucional y por ende universal, y que, la edad para pensionarse es a los 65 años, con propuestas de poder utilizar el dinero del fondo obligatorio de pensiones complementarias y retirarse anticipadamente.

11. Que los montos de pensión en el Sistema de jubilaciones de la Caja Costarricense del Seguro Social son muy similares al del Poder Judicial, pero aportando alrededor de un 9% menos de mi salario mensual a la caja, lo que me ayudaría a tener una mejor liquidez frente a la situación salarial indicada antes.

PETITORIA

Con fundamento en lo expuesto, solicito: Primero: Que se apruebe mi renuncia inmediata al Fondo de Pensiones del Poder Judicial, consecuentemente se autorice el traslado de las cotizaciones que tenga a la fecha en el Fondeo Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social. Segundo: Que para cualquier proyecto de ley relacionado con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial al que me encuentro adscrito de manera obligatoria se incluya una norma ordinaria o transitoria donde se nos dé la posibilidad a las personas judiciales activas de elegir entre seguir adscritos a este régimen o poder pasarnos de manera voluntaria al sistema de la CCSS que además es el que constitucionalmente resulta legítimo, en caso de que así no lo consideren les ruego me envíen por escrito las razones de esa negativa.”
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Relacionado a este tema, en sesión N° 22-2023 del 30 de mayo, artículo XL, se conoció el criterio jurídico N° 0033-AJ-DJA-2023 remitido por la Asesoría Jurídica de esta Junta Administradora, que en lo conducente indicaba:
“(…)

Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo.

Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”.

Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada una de las normativas que lo regulan.

Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras.

Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial.

Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún esté laborando para la institución.

Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del financiamiento tripartito.

(…)”
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En ese momento, se acogió en todos sus extremos el citado criterio. Se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Denegar en todos sus extremos la solicitud presentada por la señora Marjorie Patricia Mora Núñez, en condición de funcionaria judicial, adscrita al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con base en los siguientes argumentos: a.) Las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas al ordenamiento jurídico, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, por ende, autorizar lo planteado por la persona gestionante, estaría en contra de lo normado en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. b.) El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un régimen de capitalización colectiva, el cual tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, debido a esto, si el Fondo deja de percibir alguno de esos ingresos, estaría afectando gravemente la estabilidad actuarial del mismo. c.) El aporte que realiza la persona trabajadora al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace de una disposición legal, no de un acto administrativo emanado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, véase lo normado en el artículo N.° 235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que regula que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 de ese mismo cuerpo normativo, literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras. d.) La Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. e.) En caso de que exista contención en la interpretación de una norma, situación que no se presenta en este análisis, debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). f.) Finalmente, esta Junta carece de competencia para incluir dentro del proyecto de ley, que las personas puedan decidir a cuál régimen de pensiones pertenecer, aunado a esto, las propuestas que se están estudiando para incluir en el texto de la posible reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tiene como objetivo mejorar actuarialmente los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona recurrente. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc147482245][bookmark: _Toc147503236]ARTÍCULO XIV
Documento N° 974-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, nota suscrita por el señor Juan Carlos Zúñiga Coto, funcionario judicial, recibida el 02 de octubre del 2023, mediante la cual solicita lo siguiente:
“(…)

1. El congelamiento salarial producido por la entrada en vigor de la Ley No. 9635 del Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, el día 04 diciembre del año 2018, significó que, por inflación o costo de vida, mi salario no aumentará por muchos años, aunque los precios de los bienes y servicios si lo harán. 

2. La variación en el sistema de carrera profesional y del porcentaje a pagar por concepto de la Prohibición y Dedicación Exclusiva que trajo la entrada en vigor de la Ley No. 9635 de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, generó una muy considerable disminución en la liquidez del salario de una importante parte de la población judicial activa. 

3. La entrada en vigor de la Ley 10159 del Marco de Empleo Público eliminó todos los pluses salariales en el sector judicial con el fin de migrar a un sistema de "salario compuesto", con el agravante de que nuestro salario se verá congelado en el tiempo de manera indefinida. 

4. La Ley 10159 del Marco de Empleo Público creó un sistema de salario global para todas las personas de nuevo ingreso, cuyo salario será mucho menor que el devengado por una persona en el mismo puesto previo a la supresión de los pluses salariales. 

5. Las personas pensionadas seguirán percibiendo el aumento semestral por costo de vida el cual será financiado por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, pese a que como se indicó, los aportes de quienes devengamos un "salario compuesto" no aumentarán en muchísimos años, y las personas de nuevo ingreso aportarán mucho menos por la reducción de su salario mensual, lo que generará que con el mismo aporte (incluso menos en el caso de personas de nuevo ingreso) se continué dando esos aumentos a las personas pensionadas y poniendo en riesgo la solvencia del fondo. 

6. Las situaciones antes descritas generarán a muy corto plazo que nuevamente el fondo enfrente problemas económicos y, por consiguiente, sean realizadas nuevas reformas que impactarán de forma negativa a los actuales y futuros cotizantes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

7. Actualmente existe una acción de inconstitucionalidad presentada ante la Sala IV y tramitada mediante el número único 22-012137-0007-CO, donde fue solicitada la anulación artículo 236 inciso 2) de la Ley Orgánica del Poder Judicial acerca del aporte patronal estatal del 14,36% al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y sea ajustado a un 4,52%, igual al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (I.V.M.), administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (C.C.S.S.), y en donde la Procuraduría General de la República se pronunció en favor de dicha acción. 

8. En la Asamblea Legislativa existe el proyecto de ley No. 23733 denominado “Mismo patrón, igual contribución”, presentado por la diputada Pilar Cisneros Gallo donde fue propuesto que el aporte estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que actualmente es de un 14,36%, sea equiparado con el aporte estatal de las además personas servidoras públicas y el cual es de un 4,52%, lo que generaría aún más un evidente desfinanciamiento del fondo. 

9. Con base en el panorama expuesto, existe una gran probabilidad de que el aporte obrero sea aumentado en los próximos años, que de por sí ya es bastante alto, al cual se suma el monto extra rebajado a todos los cotizantes para financiar la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, lo que considero es un desatino. 

10. El Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (I.V.M.) administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (C.C.S.S.) es de rango Constitucional y por ende universal, cuya edad de requisito de jubilación es de 65 años, con propuestas de invertir el dinero del fondo obligatorio en pensiones complementarias. 

11. Los montos de la jubilación en el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (I.V.M.) administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social (C.C.S.S.) son similares al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, pero a través de una cotización menor de mi salario mensual actual, propiamente un 9%, lo que ayudaría mejorar mi liquidez frente a la situación salarial indicada antes. 

PETITORIA

Con fundamento en lo expuesto, solicito: Primero: sea aprobada mi renuncia inmediata al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el traslado de todas mis cotizaciones que disponga a la fecha al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (I.V.M.) administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.). Segundo: Para cualquier proyecto de ley relacionado con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al que me encuentro adscrito de manera obligatoria sea incluida una norma ordinaria o transitoria que permita a las personas funcionarias judiciales activas elegir continuar adscritos a este fondo o trasladarnos voluntariamente al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (I.V.M.) administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), este último resulta es el único constitucionalmente legítimo, pero en cuyo caso de que no lo consideren así, ruego me envíen por escrito las razones de su negativa.
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Relacionado a este tema, en sesión N° 22-2023 del 30 de mayo, artículo XL, se conoció el criterio jurídico N° 0033-AJ-DJA-2023 remitido por la Asesoría Jurídica de esta Junta Administradora, que en lo conducente indicaba:
“(…)

Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo.

Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”.

Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada una de las normativas que lo regulan.

Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras.

Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial.

Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún esté laborando para la institución.

Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del financiamiento tripartito.

(…)”
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En ese momento, se acogió en todos sus extremos el citado criterio. Se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Denegar en todos sus extremos la solicitud presentada por el señor Juan Carlos Zúñiga, en condición de funcionario judicial, adscrito al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con base en los siguientes argumentos: a.) Las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas al ordenamiento jurídico, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, por ende, autorizar lo planteado por la persona gestionante, estaría en contra de lo normado en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. b.) El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un régimen de capitalización colectiva, el cual tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, debido a esto, si el Fondo deja de percibir alguno de esos ingresos, estaría afectando gravemente la estabilidad actuarial del mismo. c.) El aporte que realiza la persona trabajadora al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace de una disposición legal, no de un acto administrativo emanado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, véase lo normado en el artículo N.° 235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que regula que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 de ese mismo cuerpo normativo, literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras. d.) La Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. e.) En caso de que exista contención en la interpretación de una norma, situación que no se presenta en este análisis, debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). f.) Finalmente, esta Junta carece de competencia para incluir dentro del proyecto de ley, que las personas puedan decidir a cuál régimen de pensiones pertenecer, aunado a esto, las propuestas que se están estudiando para incluir en el texto de la posible reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tiene como objetivo mejorar actuarialmente los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona recurrente. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc146261731][bookmark: _Toc147503238]ARTÍCULO XV
Documento N° 319-2023 / 984-2023
En sesión N° 015-2023 del 12 de abril de 2023, artículo único, en lo concerniente, se avaló la "Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial”, y se remitió al Consejo Superior del Poder Judicial para su valoración, de acuerdo con lo deliberado con el citado Consejo en la reunión del 31 de marzo de 2023, lo anterior con el fin de aclarar los procesos administrativos de cada una de las materias de aplicación.
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, copia del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 74-2023 del 07 de setiembre de 2023, artículo XLIII, remitido mediante oficio N° 8790-2023 recibido el 03 de octubre de 2023, cuya parte dispositiva literalmente dice:
“(…)

Se acordó: 1.) De previo a resolver lo que corresponda, estar a la espera de los informes solicitados a las Direcciones Jurídica y de Gestión Humana, conforme fue solicitado en sesión N°35-2023 celebrada el 26 de abril del 2023, artículo XXXIV. 2.) Hacer de conocimiento el informe N°900-PLA-PP-2023 del 28 de agosto de 2023, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

Las Direcciones Jurídica y Gestión Humana tomaran nota para lo de sus cargos.

(…)”.
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A continuación, se adjunta el archivo que contiene el acuerdo completo.


Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota de la copia del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 74-2023 del 07 de setiembre de 2023, artículo XLIII, remitido mediante oficio N° 8790-2023 recibido el 03 de octubre de 2023, en el cual previamente a resolver lo que corresponda en relación con las observaciones remitidas por la Dirección de Planificación sobre la “Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial”, remitidas mediante oficio N° 900-PLA-PP-2023 del 28 de agosto de 2023, se mantienen a la espera de los informes solicitados a las Direcciones Jurídica y de Gestión Humana, en sesión N° 35-2023 del 26 de abril del 2023, artículo XXXIV. 2.) Estar a la espera de la resolución final por parte del Consejo Superior respecto a la “Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial”, remitida por este órgano colegiado. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo que corresponda.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc147482243][bookmark: _Toc147503240]ARTÍCULO XVI
Documento N° 969-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° CNS-1818/08 del 26 de septiembre del 2023, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero - CONASSIF, en el que se dispuso lo siguiente:
“… remitir en consulta pública no vinculante, de conformidad con lo previsto en el numeral 3, artículo 361, de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, la propuesta de reforma a los siguientes reglamentos: Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador, Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual y Reglamento de gestión de activos; para que, dentro de un plazo de veinte días hábiles, contado a partir del día siguiente a su publicación en el diario oficial La Gaceta, se remitan por escrito a la Superintendencia de Pensiones los comentarios y observaciones.

(…)”

- 0 -
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, por unanimidad, esta Junta dispone: Tomar nota del oficio N° CNS-1818/08 del 26 de septiembre del 2023, suscrito por la señora Celia Alpízar Paniagua, secretaria interina del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero-CONASSIF, mediante el cual remite la propuesta de reforma a los siguientes reglamentos: Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador, Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual y Reglamento de gestión de activos; para que, dentro de un plazo de veinte días hábiles, contado a partir del día siguiente a su publicación en el diario oficial La Gaceta, se remitan por escrito a la Superintendencia de Pensiones - SUPEN los comentarios y observaciones que se estimen pertinentes. 2.) Hacerlo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO para lo que corresponda.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XVII
Documento N° 1019-2023
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, propone realizar un proyecto de reforma de ley para el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, sobre los 10 años que debe de tener una persona para poder tener la posibilidad de jubilación o pensión, indicando que se exceptúe el caso del fallecimiento de la persona, que muere en el ejercicio de la función judicial o que quede incapacitada absoluta y permanentemente. 
Manifestaciones
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Tengo una propuesta, inquietud, han pasado cosas un poco difíciles en los últimos años, particularmente ahora con la muerte de este compañero Heiner, en el ejercicio de la función Judicial. Nos hemos enterado que su familia no va a quedar con jubilación, porque el compañero tenía nueve años de trabajar y aportar al régimen nuestro.
Voy a poner esta propuesta a nombre personal y como integrante de esta Junta, a este órgano colegiado, para ver qué posibilidades existen de que en la reforma de ley que estamos haciendo particularmente en el artículo 228, sobre los 10 años que debe de tener una persona para poder tener la posibilidad de jubilación o pensión, indicando que se exceptúe el caso del fallecimiento de la persona, que muere en el ejercicio de la función judicial, o que quede incapacitada absoluta y permanentemente.
La situación es muy complicada, me pongo en los zapatos de la familia de esta persona y de las personas que les ha sucedido, si fallece, la familia queda completamente desamparada posiblemente del mayor proveedor económico de la familia. Si queda incapacitada absolutamente, quedará totalmente con un resentimiento de por vida con la entidad, además que le dio trabajo y gestó sus servicios, no poder ni siquiera volver a trabajar y ni tener un reconocimiento de jubilación en este caso porque quedó vivo, es decir, la situación es complicada y hay que hacerle un análisis importante”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, expresa: “Hay que humanizar a la ley”.
El integrante Quesada Madrigal, prosigue: “Sí, hay que humanizar, la parte social es la que yo he venido trabajando un poco, a pesar del tema pro-fondo también, pero es importante las dos cosas, sería interesante que se haga un estudio legal y financiero, respecto a cómo poder incorporar esta parte, modificar ese artículo 228 del capítulo IX de la Ley de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para eso. De tal manera que propondría, cómo se podría proyectar una jubilación o pensión en el caso de que suceda esto, como hacer una reserva para tal situación, que tengamos algo ahí para situaciones especiales, como en este caso propiamente.
El artículo 225 de la Ley, habla de que la pensión mínima no puede ser menor a una tercera parte de la jubilación, ver cómo proyectar eso, e indicar desde que esté ejerciendo la función laboral, si fallece en esa calidad de la función propia, los 10 años sean opcionales en ese caso, desde que empieza hasta que tenga 9 años 29 días para poner un ejemplo, y que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tenga la potestad de hacer un análisis de la situación y tomar la decisión, si concede en caso de fallecimiento una pensión, o en caso de invalidez permanente y absoluta una jubilación.
Propongo esto porque ya se han comentado algunas cosas, yo lo viví, en (sic) cuando estuvimos ahí, las personas muy preocupadas, pero además del fallecimiento, también preocupadas por lo que va a seguir, por lo que va a pasar, qué va a pasar con la familia. Entonces sería analizar bien esa situación, muy posiblemente nos la van a proponer el día del taller, siento que sí, pero creo que nosotros deberíamos de adelantarnos a las cosas.
Comenté esto ante esta Junta Administradora, muy humildemente propongo esto a ver que vialidad se puede dar y podamos nosotros también como órgano colegiado, tener esa visión, esa proyección, que van a decir, qué bien, pensaron en eso, esto es para todos los integrantes de esta Junta. Entonces les dejaría esta moción, que es una propuesta, para ver como lo podríamos valorar, como lo podría hacer la parte legal nuestra, y la parte financiera, pensar en la reserva, y ver como modificamos ese artículo prácticamente, sería el 228 donde tendríamos que hacer las modificaciones al respecto.
Ojalá se pudiera hacer para antes del taller, la idea es tener una visión, a ver si se puede, por lo menos llevar la propuesta, o ponerla ahí si no está el estudio completo, pero sí es interesante manejar la parte humana y la parte real, porque esto es real, esto que pasa no es siempre por dicha, pero uno no sabe, a cómo está la situación actual del país y el tema de criminalidad, esto generaría estar delante de lo que pueda suceder, y la verdad es difícil estar trabajando para una institución y que a usted le pase algo y no tenga nada de respaldo para sus hijos, esposa o esposo, es muy importante y hay que verlo.
Dolió mucho a nivel país, a nivel judicial también afectó mucho, afectó demasiado, porque uno no se puede imaginar que esté trabajando y que en el trabajo lo vayan a matar, eso es algo que uno no lo imagina, pero no solo el OIJ, los fiscales, en Ecuador han matado algunos fiscales también, ha habido situaciones especiales, en otros lados han matado jueces, y entonces hay que tener mucho cuidado. Y darle la potestad a la Junta Administradora que analice la situación cuando suceda, esperemos que sea lo mínimo que suceda, para poder deliberar si se otorga o no la jubilación o pensión.
Creo que está clara mi propuesta y se las dejo a ustedes para que la comenten por favor. Muchas gracias señor presidente”.
El integrante presidente Segura Solís, comenta: “Don Parris, el día de la comparecencia don Oslean y yo hablábamos del tema, de que este muchacho no tenía los 10 años, y don Oslean hablaba de una propuesta de ley de manera escalonada, no sé si don Oslean quiere referirse al tema, que es una solución que vendría a no dejar desamparada a una familia, que en este caso son dos niños de 4 y 2 años. Don Oslean, perdone si me atrevo a involucrarlo en el tema, pero es que fue un tema que tocamos antes de la comparecencia”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, refiere: “Sí señor, primero que nada, tal vez aquí para ver las dos ópticas, la óptica pro-fondo y la óptica social, desde el punto de vista solidarista. Los regímenes de pensiones tienen un esquema solidario que permite que efectivamente en caso de una muerte súbita de una persona sin llegar al final de su vida laboral, el Fondo o el régimen, el sistema como un todo, cubre la parte que hace falta con tal de darle el beneficio a las personas, eso nuestro régimen lo tiene, aunque ustedes no lo crean.
Nuestro régimen lo que dice es que la persona debe de tener más de 10 años laborales para que ese beneficio se active, pone como un requisito mínimo, y lo hace en el entendido como sucede cuando tenemos una póliza, ustedes en alguna oportunidad han tenido chance de verlo, las pólizas llaman un famoso periodo de disputabilidad, un periodo durante el cual usted paga una prima de un seguro, pero durante ese periodo no hay cobertura real porque es un periodo disputable. Si usted tiene una enfermedad previa, por ejemplo, si es un seguro de vida, y usted tuviese una enfermedad como SIDA, por darles una de las más largas de disputabilidad, existe un periodo de disputabilidad de dos años completos antes de que el seguro tenga esa cobertura.
El legislador decide, no nosotros, que el plazo mínimo sea de 20 años de laborar en el Poder Judicial para tener cobertura, la Sala Constitucional en mayo 2021 dice, que ese periodo de 20 años es inconstitucional y lo baja a 10 años como decía el anterior requisito, entonces ahorita el que está vigente es ese periodo, 10 años para efectos de una cobertura por muerte. Y aquí hago otra aclaración, tenemos una cobertura por invalidez desde los 5 años, no de los 10 sino de los 5 años, eso está definido también en nuestra ley actual, tenemos cobertura por invalidez a partir de los 5 años, y cobertura por muerte a partir de los 10 años.
¿Qué opciones existen para que esta situación se pudiese de alguna forma solventar? Existen dos alternativas, conversaba con don Diego y don Eduardo, asesores jurídicos de la JUNAFO, de que entiendo que podríamos hacer una solicitud a la Sala Constitucional para que determine o aclare con respecto al fallo de mayo del 2021, si revive el plazo de 10 años únicamente, o si revive todo el artículo 230 de la ley anterior, que ese si establecía justamente esto que don Parris está mencionando.
Si la Sala Constitucional revive el artículo, entonces se podría hacer esta interpretación y se podría otorgar el beneficio inmediatamente, si se revive únicamente el plazo, solo mediante una reforma a la ley se podría eventualmente dar cobertura a esta familia. 
Número dos el tema de la pensión transitoria, temporal, proporcional, es lo que se acostumbra en otros regímenes, y entonces lo que se acostumbra es (sic) años de cobertura a las familias con respecto a las cotizaciones de la persona. En los regímenes de IVM, por ejemplo, se cubre a partir de los doce meses, el periodo de disputabilidad mínimo para que la persona tenga cobertura son doce meses, doce cuotas, a partir de ahí tiene una cobertura proporcional, y lo que se acostumbra por ejemplo en JUPEMA es de igual forma, ponerlo por rangos. Por darle un ejemplo como el que estamos viendo, si una persona cotiza durante ocho, nueve o diez años, la familia recibe una pensión a más tardar el mismo plazo cotizado, es decir, nueve años, va a recibir durante nueve años una pensión, a partir del año diez, se retiraría el beneficio, porque no es una pensión ordinaria, no es una pensión normal, por eso es que se hace proporcional, si una persona cotiza dos años, la familia recibiría únicamente durante dos años ese beneficio.
Me parece que lo que podríamos considerar dentro de esta reforma, sería considerar esta figura de la pensión proporcional o temporal que permita dar algún grado de cobertura a los familiares bajo el entendido de que aquí se activa el principio de solidaridad del sistema, lo que estamos diciendo es, nuestro sistema ya es solidario, solamente que pone requisitos mínimos, el requisito mínimo son 10 años, a la hora de ser un requisito proporcional, la persona no puede haber cotizado lo suficiente para cubrir por el resto de la vida de los beneficiarios esa pensión, entonces lo que se hace es que se activa durante un tiempo proporcional para que haya cobertura a las familias, pero que no afecte de forma tan significativa al régimen.
Siempre va haber una parte descubierta que el régimen como un sistema va a cubrir, vuelto y repito, ahí estaríamos aplicando el principio de solidaridad que todo régimen jubilatorio posee. No sé si quedó claro, si gustan hacer alguna consulta con mucho gusto”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, dice: “Me parece muy clara la exposición que hace don Oslean, y respecto a lo de don Parris, muy bien don Parris por esa propuesta. Nosotros podemos ir paralelamente por dos situaciones, la que sea más efectiva, una es hacer la consulta a la Sala Constitucional para revivir ese artículo de la Ley N° 7333, y lo otro es hacer la reforma ya que estamos…”
El integrante presidente Segura Solís, interviene: “Las dos cosas podríamos hacer”.
El integrante Hernández Solano, agrega: “Exactamente eso es lo que iba a decir, hacer las dos cosas en paralelo para ver cuál es más efectiva en tiempo y forma. Me parece muy bien la propuesta don Parris, felicitaciones”.
Se le concede el uso de la palabra al licenciado Diego Mora Araya, asesor jurídico interino de la JUNAFO: “Simplemente es con respecto a ese pronunciamiento de la Sala Constitucional, igual si ustedes lo desean se puede proceder a hacer la consulta, pero la interpretación es bastante diáfana, se declaró inconstitucional el requisito de los 20 años solamente, es decir, bajó a que quedara como la versión anterior que era por 10 años, pero lo que respecta a la pensión para alguien que muriera en el ejercicio de las funciones, eso ni siquiera se tocó en esa resolución. Igual como les digo, se puede hacer la consulta, pero la interpretación legal que se puede hacer de ese extracto del pronunciamiento constitucional, es simplemente que se refirió a los 10 años únicamente, no a lo demás”.
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Veo difícil que la Sala levante un muerto, en ese caso de que reviva a un artículo, pero podríamos hacerlo a sabiendas de que tenemos la posibilidad de perder, y como lo dije, hacer el proyecto…
Cuando la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística - ANIC llegó, y lo comenté con don Eduardo, asesor jurídico, ANIC llevó un proyecto de ley muy mal redactado a la Asamblea, ese proyecto de ley no deja de tener razón, lógica, ahora bien, una diputada dijo, es que todos nos cansamos de alguna u otra manera, todos, el agricultor que está en el campo se cansa, se agota por estar en el campo y de igual manera si todos comenzamos a decir que estamos cansados por las labores a realizar, entonces las excepciones ya no son excepciones, sería la regla.
Sin embargo, si me parece la posibilidad de crear la reforma del artículo 228 como lo estableció don Parris antes del 10 de noviembre, para que ellos sepan que ya nosotros tocamos el tema, no sé cómo lo iríamos a hacer, si nos vamos a reunir o qué”.
El máster Mora Valdez, indica: “Si gusta don Juan Carlos, entendiendo el objetivo que ustedes buscan, me comprometo con la Administración a realizarles una propuesta para ese artículo, para que ustedes lo valoren antes de la sesión del 10, y sea la versión final la que se presente ante los estimables gremios. Les pediría por favor que me den tiempo al 24 de octubre si a bien lo estiman para traerles eso”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Está muy bien, más bien muchas gracias don Oslean”.
El integrante Quesada Madrigal, consulta: “¿Se toma el acuerdo verdad, que quede como tal?”.
El integrante presidente Segura Solís, afirma: “Sí, que se va a realizar un proyecto de ley de reforma del artículo 228, que don Oslean nos va a presentar el día 24 de octubre la propuesta, para que sea conocida por parte de este órgano colegiado”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota de las manifestaciones expuestas por los integrantes de este cuerpo colegiado, en relación con una posible reforma al artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 2.) Deberá la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, presentar una propuesta para modificar dicho artículo, a más tardar el 24 de octubre del 2023.
Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
-o0o-
A las nueve horas cincuenta minutos horas terminó la sesión.


Doctor Juan Carlos Segura Solís           Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora          Secretario Junta Administradora

- Acta aprobada el 31 de octubre de 2023 -
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Formulario individual para firma digital o para escanear (Diego Quesada).pdf


Quien suscribe Lic. Luis Diego Quesada Canales, funcionario/a judicial, estoy de 


acuerdo con que se reconozca, por la vía judicial, administrativa, legislativa o en la 


que ello pueda lograrse, el derecho a elegir si queremos cotizar para el Régimen de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial o para el Régimen de Invalidez Vejez y 


Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social, régimen universal establecido en 


la Constitución Política. 


 


Nombre completo:  Luis Diego Quesada Canales.      


Cédula: 503300279. 


Puesto y oficina en que labora: Fiscal, Fiscalía de Santa Cruz. 


Correo electrónico: lquesadac@poder-judicial.go.cr   Teléfono: 8854-34-43. 


 


 


 


Firma (física o digital)        


 


 


 


 


 



mailto:lquesadac@poder-judicial.go.cr



				2023-10-02T15:22:33-0600

		LUIS DIEGO QUESADA CANALES (FIRMA)
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San José, 29 de mayo de 2023 


 


Doctor 


Juan Carlos Segura Solís 
Presidente 


Junta Administradora del FJPPJ 


S.          D. 


Asunto: Solicitudes de personas 


servidoras judiciales en donde 


plantean renunciar al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial. 


 


Estimado señor: 


Esta Asesoría Jurídica tiene conocimiento de que están ingresando a la 


Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, gestiones en donde personas servidoras judiciales solicitan renunciar 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y comenzar a cotizar a otros 


regímenes de pensiones como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, 


aun perteneciendo laboralmente al Poder Judicial, conforme a lo anterior, con la 


intención de que el Máximo Órgano de Dirección tenga claridad jurídica sobre el 


tema, se procede a desarrollar lo siguiente. 


Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de 


junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace 


en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa 


Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las 
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Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir 


de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de 


contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto 


de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de 


pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa 


planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, 


la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso 


es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el 


mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el 


espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo. 


Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la 


CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en 


cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-


94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es 


cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de 


carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, 


toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características 


tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita 


se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que 


su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el 


título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las 


decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 
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Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa 


normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la 


Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración 


Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos 


actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según 


la escala jerárquica de sus fuentes”. 


Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que 


pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de 


los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de 


capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de 


contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un 


porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles 


frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se 


cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas 


cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada 


una de las normativas que lo regulan. 


Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de 


decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, 


debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este 


cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de 


las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 
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236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los 


sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las 


jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no 


brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, 


estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de 


las personas servidoras. 


Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de 


agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se 


sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito 


de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados 


judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como 


vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que 


irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la 


Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad 


social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. 


Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser 


trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado 


en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin 


haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se 
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les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el 


monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la 


formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen 


mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social 


(CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a 


otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester 


resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa 


para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no 


habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún 


esté laborando para la institución. 


Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que 


presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun 


perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la 


normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la 


interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos 


recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia 


de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala 


Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de 


prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el 


principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor 


de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de 
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recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la 


masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 


9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda 


alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas 


funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, 


Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, 


debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los 


recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del 


financiamiento tripartito. 


De esta forma, esta Asesoría Jurídica deja rendido el presente escrito con el 


propósito de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, tenga claridad en la resolución de gestiones en donde las personas 


servidoras judiciales soliciten dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial. 


Atentamente;  


 


 
Lic. Eduardo Chacón Monge 


Asesor Jurídico a.í.  


Dirección de la Junta Administradora del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


 


CC: Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
Archivo: Eduardo Chacón Monge. 
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		EDUARDO AGUSTIN CHACON MONGE (FIRMA)
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San José, 29 de mayo de 2023 


 


Doctor 


Juan Carlos Segura Solís 
Presidente 


Junta Administradora del FJPPJ 


S.          D. 


Asunto: Solicitudes de personas 


servidoras judiciales en donde 


plantean renunciar al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial. 


 


Estimado señor: 


Esta Asesoría Jurídica tiene conocimiento de que están ingresando a la 


Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, gestiones en donde personas servidoras judiciales solicitan renunciar 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y comenzar a cotizar a otros 


regímenes de pensiones como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, 


aun perteneciendo laboralmente al Poder Judicial, conforme a lo anterior, con la 


intención de que el Máximo Órgano de Dirección tenga claridad jurídica sobre el 


tema, se procede a desarrollar lo siguiente. 


Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de 


junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace 


en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa 


Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las 
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Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir 


de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de 


contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto 


de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de 


pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa 


planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, 


la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso 


es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el 


mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el 


espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo. 


Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la 


CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en 


cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-


94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es 


cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de 


carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, 


toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características 


tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita 


se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que 


su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el 


título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las 


decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 







 
 


Oficio N° 0033-AJ-DJA-2023. 


 


Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa 


normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la 


Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración 


Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos 


actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según 


la escala jerárquica de sus fuentes”. 


Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que 


pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de 


los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de 


capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de 


contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un 


porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles 


frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se 


cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas 


cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada 


una de las normativas que lo regulan. 


Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de 


decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, 


debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este 


cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de 


las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 
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236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los 


sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las 


jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no 


brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, 


estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de 


las personas servidoras. 


Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de 


agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se 


sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito 


de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados 


judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como 


vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que 


irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la 


Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad 


social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. 


Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser 


trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado 


en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin 


haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se 
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les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el 


monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la 


formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen 


mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social 


(CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a 


otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester 


resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa 


para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no 


habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún 


esté laborando para la institución. 


Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que 


presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun 


perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la 


normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la 


interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos 


recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia 


de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala 


Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de 


prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el 


principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor 


de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de 
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recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la 


masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 


9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda 


alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas 


funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, 


Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, 


debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los 


recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del 


financiamiento tripartito. 


De esta forma, esta Asesoría Jurídica deja rendido el presente escrito con el 


propósito de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, tenga claridad en la resolución de gestiones en donde las personas 


servidoras judiciales soliciten dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial. 


Atentamente;  


 


 
Lic. Eduardo Chacón Monge 


Asesor Jurídico a.í.  


Dirección de la Junta Administradora del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


 


CC: Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
Archivo: Eduardo Chacón Monge. 
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		EDUARDO AGUSTIN CHACON MONGE (FIRMA)










Oficio N° 0033-AJ-DJA-2023  (Solicitudes de renuncias al Fondo)..pdf


 
 


Oficio N° 0033-AJ-DJA-2023. 


 


San José, 29 de mayo de 2023 


 


Doctor 


Juan Carlos Segura Solís 
Presidente 


Junta Administradora del FJPPJ 


S.          D. 


Asunto: Solicitudes de personas 


servidoras judiciales en donde 


plantean renunciar al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial. 


 


Estimado señor: 


Esta Asesoría Jurídica tiene conocimiento de que están ingresando a la 


Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, gestiones en donde personas servidoras judiciales solicitan renunciar 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y comenzar a cotizar a otros 


regímenes de pensiones como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, 


aun perteneciendo laboralmente al Poder Judicial, conforme a lo anterior, con la 


intención de que el Máximo Órgano de Dirección tenga claridad jurídica sobre el 


tema, se procede a desarrollar lo siguiente. 


Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de 


junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace 


en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa 


Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las 
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Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir 


de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de 


contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto 


de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de 


pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa 


planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, 


la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso 


es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el 


mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el 


espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo. 


Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la 


CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en 


cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-


94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es 


cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de 


carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, 


toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características 


tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita 


se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que 


su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el 


título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las 


decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 
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Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa 


normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la 


Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración 


Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos 


actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según 


la escala jerárquica de sus fuentes”. 


Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que 


pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de 


los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de 


capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de 


contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un 


porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles 


frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se 


cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas 


cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada 


una de las normativas que lo regulan. 


Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de 


decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, 


debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este 


cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de 


las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 
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236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los 


sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las 


jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no 


brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, 


estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de 


las personas servidoras. 


Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de 


agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se 


sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito 


de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados 


judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como 


vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que 


irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la 


Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad 


social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. 


Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser 


trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado 


en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin 


haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se 







 
 


Oficio N° 0033-AJ-DJA-2023. 


 


les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el 


monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la 


formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen 


mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social 


(CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a 


otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester 


resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa 


para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no 


habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún 


esté laborando para la institución. 


Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que 


presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun 


perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la 


normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la 


interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos 


recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia 


de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala 


Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de 


prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el 


principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor 


de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de 
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recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la 


masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 


9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda 


alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas 


funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, 


Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, 


debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los 


recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del 


financiamiento tripartito. 


De esta forma, esta Asesoría Jurídica deja rendido el presente escrito con el 


propósito de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, tenga claridad en la resolución de gestiones en donde las personas 


servidoras judiciales soliciten dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial. 


Atentamente;  


 


 
Lic. Eduardo Chacón Monge 


Asesor Jurídico a.í.  


Dirección de la Junta Administradora del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


 


CC: Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
Archivo: Eduardo Chacón Monge. 
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		EDUARDO AGUSTIN CHACON MONGE (FIRMA)
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[image: ]                    Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

San José, 28 de setiembre de 2023

N° 8790-2023

Al contestar refiérase a este # de oficio al correo (secrecorte@poder-judicial.go.cr)





Señor

M.Sc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo

Director Jurídico interino



Estimado señor:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 74-2023 celebrada el 07 de setiembre de 2023, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc144734652]“ARTÍCULO XLIII 



Documento N°9261-2023



En sesión N°35-2023 celebrada el 26 de abril del 2023, artículo XXXIV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“En sesión N° 21-2023 celebrada el 16 de marzo del 2023, articulo XXX, se tuvo por recibida la exposición en la audiencia de los señores de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que hicieron uso de la palabra con el fin de aclarar el tema del presupuesto de esta y se designó a la integrante Siria Carmona Castro, para que coordinara una próxima reunión con las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), con la finalidad de que presentaran una propuesta a este Consejo Superior.



Mediante oficio N° 0212-JUNAFO-2023, del 13 de abril de 2023, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remite acuerdo tomado en la sesión N° 015-2023 celebrada el 12 de abril de 2023, artículo único que dice:



“En atención a la reunión celebrada el viernes 31 de marzo de 2023, con asistencia de representantes de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en conjunto con integrantes del honorable Consejo Superior del Poder Judicial, se estima adecuado proceder a emitir la siguiente política de interacción de este órgano de desconcentración máxima para con el Poder Judicial, conforme al siguiente detalle:



		Materia de aplicación

		Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial



		¿Cuál sería el procedimiento a seguir para la formulación presupuestaria?

		La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial cuenta con ingresos a través del 5 x 1000 que está establecido en el Artículo 239 de la Ley 9544 a efectos de la formulación, ejecución y liquidación presupuestaria anual.

Por lo anterior, define su estructura organizacional y administrativa interna, atendiendo la normativa institucional. Esto contando con el apoyo de las diferentes instancias creadas en el Poder Judicial, para tal efecto no le serán aplicables a este órgano las limitaciones de crecimiento en el presupuesto como son afectados otros programas del Poder Judicial, para el ejercicio de las funciones asignadas por la Ley.

De tal manera que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por su naturaleza jurídica goza de independencia para el diseño de su estructura y funcionalidad, así como en materia presupuestaria complementado con el presupuesto del Poder Judicial siendo un órgano adscrito a él. Sin embargo, se atiende la tramitología tanto interna como externa, considerando innecesario la emisión de una reglamentación diferente a la establecida en el Poder Judicial para estos efectos[footnoteRef:1]. [1:  Ver Informe del Ministerio de Hacienda sobre metodología para operativizar el Presupuesto de la JUNAFO del 20 de diciembre del 2021 y el dictamen de la Procuraduría remitido con el oficio C-021-2021 del 29 de enero de 2021.] 




		¿Cómo serán las relaciones de empleo entre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y su personal?

		De conformidad con el inciso h del Artículo 239 de la Ley 9544, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial nombrará, suspenderá, removerá y sancionará a su personal con base en las políticas y normativas establecidas en el Poder Judicial.

El Consejo Superior conocerá y ratificará lo concerniente a estas acciones según la reglamentación existente.



		¿Cómo se puede mejorar la prestación del servicio público llevado a cabo por la Junta Administradora- del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial?

		La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el Poder Judicial mantendrán los mecanismos necesarios para dar prioridad y agilidad a las gestiones declaradas de interés.



		Relación con los órganos auxiliares del Poder Judicial que brindan soporte a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

		Promover y mantener las relaciones con los órganos auxiliares del Poder Judicial que brindan soporte a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el fin de prestar un servicio ágil, de calidad y eficiencia, acorde a la persona usuaria y para dar cumplimiento a los requerimientos de la CONASSIF y SUPEN, al no estar desligado del Poder Judicial como se establece en el oficio N° SP-1399-2020.



		De la responsabilidad administrativa de las actuaciones realizadas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

		Se establece la existencia de una responsabilidad solidaria del Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en las diversas conductas administrativas emanadas por esta última, como se indica en el dictamen emitido por la Procuraduría en oficio C-021-2021 del 29 de enero de 2021.







Tabla de Anexos



		DETALLE

		DOCUMENTO



		Criterio C-21-2021 de la Procuraduría General de la República.

		





		Criterio de la SUPEN sobre relación del Poder Judicial con la JUNAFO.

		





		Informe de la Dirección General de Presupuesto Nacional sobre la implementación de la estructura técnico administrativa de la JUNAFO.

		





		Informe del Ministerio de Hacienda sobre metodología para operativizar el Presupuesto de la JUNAFO.

		







(…)”.



- 0 -



Se acordó:	El documento anterior contiene la posición de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la relación interorgánica que tiene con el Poder Judicial, con la finalidad de dar cumplimiento a las competencias establecidas en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo anterior, se dispuso lo siguiente: 1.) Avalar la "Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial”, con la finalidad de que sea remitida al estimable Consejo Superior del Poder Judicial para su valoración, lo anterior en atención a lo deliberado en la reunión realizada el viernes 31 de marzo de 2023, en el entendido de que el presente documento tiene como fundamento los alcances plasmados en el numeral 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en aras de aclarar los procesos administrativos de cada una de las materias de aplicación. 2.) La Dirección de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para las gestiones de su competencia.



Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”



- 0 -



Agrega el Integrante Gary Bonilla Garro: “Me preocupa, en la parte donde la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dice como es que va a ser la política de ellos para interactuar con el Consejo o con el Poder Judicial, ellos toman por sí algunas interpretaciones en relación a la naturaleza jurídica de ellos, porque dicen que se estructuran como ellos quieren, porque tienen la autonomía presupuestaria; algo que es cierto, y dice que el Consejo conocerá y ratificará lo correspondiente a lo relacionado con las reglamentaciones o nombramientos. Otro tema que me preocupa es la exigencia en el sentido que dice que tienen independencia pero que recordemos que el Poder Judicial tiene responsabilidad solidaria con la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que está bien, pero creo que esto mejor debe revisarlo la Dirección Jurídica antes de tomar un acuerdo”.



Agrega la Integrante Dinorah Álvarez Acosta: “Debemos enviarlo a la Dirección Jurídica”.



Indica la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Yo tenía la misma observación, en el mismo sentido del integrante Bonilla Garro, a mí me parece que esto debería ser objeto de una valoración jurídica, porque es una relación de dos partes. Se compromete al Consejo y ese compromiso que adquiere yo creo que tiene que estar muy bien analizado. También me parece que hasta se podría someter, para que hagan valoraciones la Dirección de Planificación, en la parte presupuestaria y la Dirección de Gestión Humana, porque tiene un involucramiento con la temática que ellos exponen, entonces me parece que de previo se deberían pedir esos criterios”.



Indica la Integrante Dinorah Álvarez Acosta: “Totalmente de acuerdo en enviarlo a las Direcciones de Planificación y de Gestión Humana”.



Concluye el Magistrado Presidente Orlando Aguirre Gómez: “Me parece oportuno lo que indica la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, en el sentido de que hay que clarificar”.



-0-



Una vez analizado el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 015-2023 celebrada el 12 de abril de 2023, remitido mediante oficio N° 0212-JUNAFO-2023, del 13 de abril de 2023, relativo a la aprobación de la "Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial”, se acordó previamente a resolver lo correspondiente: 1.) Remitir a la Dirección Jurídica, con la finalidad de que remita a este Consejo Superior criterio en cuanto a las implicaciones que tendría para este Consejo Superior la "Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial”, en cuanto al concepto que la JUNAFO denomina responsabilidad solidaria del Poder Judicial y esa Junta Administradora, aún y cuando la JUNAFO tiene independencia para sus actuaciones. 2.) Remitir este acuerdo a la Dirección de Planificación con el objetivo de que remita las observaciones que considere pertinentes en cuanto a la citada “política” y su relación al tema presupuestario. Asimismo, remitir a la Dirección de Gestión Humana para su análisis y remisión de observaciones en cuanto a lo tocante el tema de gestión de personal.



Las Direcciones, Jurídica, de Planificación, Gestión Humana, así como la de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomarán nota para lo que corresponda de acuerdo con sus competencias.”



-0-



La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación, mediante oficio N°900-PLA-PP-2023 del 28 de agosto de 2023, comunicó:



“Mediante oficio N° 4095-2023 del 15 de mayo de 2023 la Secretaría General de la Corte comunica acuerdo tomado en sesión ° 35-2023 celebrada el 26 de abril del 2023, ARTÍCULO XXXIV, que literalmente dice:



“Se acordó previamente a resolver lo correspondiente: 1.) Remitir a la Dirección Jurídica, con la finalidad de que remita a este Consejo Superior criterio en cuanto a las implicaciones que tendría para este Consejo Superior la “Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial”, en cuanto al concepto que la JUNAFO denomina responsabilidad solidaria del Poder Judicial y esa Junta Administradora, aún y cuando la JUNAFO tiene independencia para sus actuaciones. 2.) Remitir este acuerdo a la Dirección de Planificación con el objetivo de que remita las observaciones que considere pertinentes en cuanto a la citada “política” y su relación al tema presupuestario. Asimismo, remitir a la Dirección de Gestión Humana para su análisis y remisión de observaciones en cuanto a lo tocante el tema de gestión de personal”



En atención al acuerdo tomado por el Consejo Superior, se manifiesta lo siguiente:



1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante JUNAFO), remite al Consejo Superior el acuerdo tomado en la sesión N° 015-2023 celebrada el 12 de abril de 2023, artículo único que dice:



“En atención a la reunión celebrada el viernes 31 de marzo de 2023, con asistencia de representantes de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en conjunto con integrantes del honorable Consejo Superior del Poder Judicial, se estima adecuado emitir la siguiente política de interacción de este órgano de desconcentración máxima para con el Poder Judicial, conforme al siguiente detalle:



		Materia de aplicación

		Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial



		¿Cuál sería el procedimiento para seguir para la formulación presupuestaria?

		La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial cuenta con ingresos a través del 5 x 1000 que está establecido en el Artículo 239 de la Ley 9544 a efectos de la formulación, ejecución y liquidación presupuestaria anual.



 Esto contando con el apoyo de las diferentes instancias creadas en el Poder Judicial, para tal efecto no le serán aplicables a este órgano las limitaciones de crecimiento en el presupuesto como son afectados otros programas del Poder Judicial, para el ejercicio de las funciones asignadas por la Ley.

De tal manera que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por su naturaleza jurídica goza de independencia para el diseño de su estructura y funcionalidad, así como en materia presupuestaria complementado con el presupuesto del Poder Judicial siendo un órgano adscrito a él. Sin embargo, se atiende la tramitología tanto interna como externa, considerando innecesario la emisión de una reglamentación diferente a la establecida en el Poder Judicial para estos efectos.



		¿Cómo serán las relaciones de empleo entre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y su personal?

		De conformidad con el inciso h del Artículo 239 de la Ley 9544, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial nombrará, suspenderá, removerá y sancionará a su personal con base en las políticas y normativas establecidas en el Poder Judicial.

El Consejo Superior conocerá y ratificará lo concerniente a estas acciones según la reglamentación existente.





		¿Cómo se puede mejorar la prestación del servicio público llevado a cabo por la Junta Administradora- del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial?

		La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el Poder Judicial mantendrán los mecanismos necesarios para dar prioridad y agilidad a las gestiones declaradas de interés.



		Relación con los órganos auxiliares del Poder Judicial que brindan soporte a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

		Promover y mantener las relaciones con los órganos auxiliares del Poder Judicial que brindan soporte a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el fin de prestar un servicio ágil, de calidad y eficiencia, acorde a la persona usuaria y para dar cumplimiento a los requerimientos de la CONASSIF y SUPEN, al no estar desligado del Poder Judicial como se establece en el oficio N° SP-1399-2020.



		De la responsabilidad administrativa de las actuaciones realizadas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

		Se establece la existencia de una responsabilidad solidaria del Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en las diversas conductas administrativas emanadas por esta última, como se indica en el dictamen emitido por la Procuraduría en oficio C-021-2021 del 29 de enero de 2021.





 

Se acordó: El documento anterior contiene la posición de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la relación Interorgánica que tiene con el Poder Judicial, con la finalidad de dar cumplimiento a las competencias establecidas en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo anterior, se dispuso lo siguiente: 1.) Avalar la “Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial”, con la finalidad de que sea remitida al estimable Consejo Superior del Poder Judicial para su valoración, lo anterior en atención a lo deliberado en la reunión realizada el viernes 31 de marzo de 2023, en el entendido de que el presente documento tiene como fundamento los alcances plasmados en el numeral 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en aras de aclarar los procesos administrativos de cada una de las materias de aplicación. 2.) La Dirección de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para las gestiones de su competencia.



Donde una vez analizado el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 015-2023 celebrada el 12 de abril de 2023, remitido mediante oficio N° 0212-JUNAFO-2023, del 13 de abril de 2023, relativo a la aprobación de la “Política de interacción de la JUNAFO para con el Poder Judicial”, 



2.  Mediante la ley N. 9544 se reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial. En dicha reforma, se establecieron las funciones de la JUNAFO, su fuente de financiamiento, su integración y, forma de operar. De relevancia para el presente asunto, el artículo 239, posterior, indica que: 



· Artículo 239 de la Ley N° 8, Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial -JUNAFO- “… como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley”. 



En el mismo sentido, el inciso h y el inciso i, del artículo 239, indican que



¨Le corresponde a la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial: 



…h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. 



i) Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos…”  



Tal como se observa, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se le concibe como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, se le dota de “independencia” en el ejercicio de sus funciones, en la toma de decisiones técnicas y en su gestión administrativa, siendo la muestra más ilustrativa de este último rasgo la potestad contenida en el inciso h), de poder dictar normas para nombrar, suspender, remover y sancionar a su personal, así como, para aprobar su plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. 



En el mismo sentido, es importante traer a colación el criterio de la Procuraduría General de la República, contenido en el oficio C-021-2021, el cual indica: 



“[…] podemos inferir que el órgano consultante cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de definir sus funciones. En definitiva, la Ley concede a la Junta poderes que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo. No obstante, reiteramos que la consideración de la Junta como un órgano en grado de desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación orgánica con el Poder Judicial”.



En relación con lo anterior, es importante considerar que mediante oficio DGPN-0244-2021 del 16 de abril del 2021 suscrito por el señor José Luis Araya Alpizar, Director General a.i de la DGPN, se brindó respuesta al oficio 750-DE-2021, en el que se comunicó la creación del programa 951-Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de la estructura programática del Poder Judicial. 



3. Política de interacción de la JUNAFO con el Poder Judicial.



A continuación se transcribe la Política de interacción elaborada por la JUNAFO, para definir el procedimiento a seguir concretamente para la formulación presupuestaria: 

  

“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial cuenta con ingresos a través del 5 x 1000 que está establecido en el Artículo 239 de la Ley 9544 a efectos de la formulación, ejecución y liquidación presupuestaria anual.



Esto contando con el apoyo de las diferentes instancias creadas en el Poder Judicial, para tal efecto no le serán aplicables a este órgano las limitaciones de crecimiento en el presupuesto como son afectados otros programas del Poder Judicial, para el ejercicio de las funciones asignadas por la Ley.



De tal manera que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por su naturaleza jurídica goza de independencia para el diseño de su estructura y funcionalidad, así como en materia presupuestaria complementado con el presupuesto del Poder Judicial siendo un órgano adscrito a él. Sin embargo, se atiende la tramitología tanto interna como externa, considerando innecesario la emisión de una reglamentación diferente a la establecida en el Poder Judicial para estos efectos”.



En cuanto a la Política propuesta por la JUNAFO, específicamente para el seguimiento de la Formulación Presupuestaria, es importante indicar que, la Dirección de Planificación es la responsable de analizar, verificar, consolidar el Anteproyecto de Presupuesto del Poder Judicial, tomando como base los recursos solicitados por cada Centro de Responsabilidad, entre ellos, los recursos que formula el Programa 951,que si bien es cierto, no se analiza en cuanto a los recursos solicitados, estos forman parte del Anteproyecto de Presupuesto consolidado que debe presentar el Poder Judicial ante instancias superiores, para conocimiento y aprobación. Procedimientos que se tramitan según lineamientos recibidos en su momento por Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda.  



Por lo anterior, se considera pertinente que la JUNAFO, conozca y aplique los diferentes procesos, mecanismos y tramitología establecida a nivel institucional para la formulación, revisión y consolidación del Anteproyecto de Presupuesto del Poder Judicial, a fin de cumplir con los lineamientos plazos establecidos, por entes internos y externos.  



3.1. Aspectos generales que se consideran importantes de incorporar en la Política de Interacción de la JUNAFO y el Poder Judicial, en cuanto a la formulación del Presupuesto. 



En cuanto a la definición de política se tiene que, las políticas son una guía orientadora que se expresa en los objetivos, líneas de acción y los resultados esperados sobre un tema para la atención o transformación de un problema de interés institucional que define la ruta para la formulación, implementación, seguimiento y Evaluación, de un tema de interés Institucional. 



Es importante señalar que, la Dirección de Planificación elabora cada año las Directrices Técnicas de Formulación Presupuesto con los lineamientos que se requieren para cumplir con plazos, procesos, políticas establecidas, entre otros, relacionados con la formulación del Anteproyecto de Presupuesto, de los diferentes oficinas y Centros de Responsabilidad, las que una vez aprobados por el Consejo Superior o Corte Plena ,  son de acatamiento obligatorio. Si bien  el programa 951 tiene la facultad de administrar los recursos que les son propios de manera discrecional, se considera necesario que esta Junta considere algunos aspectos generales que en este documento se definen, para no entorpecer los  procesos y plazos establecidos para la entrega y seguimiento de cada ejercicio  presupuestario, ya que la fecha de presentación final del presupuesto es dada por ley es decir se debe entregar cada 15 de junio de cada año, por lo que se deben cumplir los plazos institucionales para el cumplimiento de la remisión al Ministerio de Hacienda.

 

Considera esta oficina técnica que, si bien es cierto la JUNAFO por disposición de su ley constitutiva, no está obligada a cumplir con las directrices técnicas aprobadas para la elaboración del presupuesto institucional , se recomienda el cumplimiento de ellas en pro del principio de la eficiencia y la continuidad del servicio público, establecidos en el artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública. 



Expuesto lo anterior, se recomienda al Consejo Superior, valorar solicitar a la JUNAFO considerar incluir dentro de la Política para la Formulación Presupuestaria, los temas que a continuación se detallan: 



Aspectos Generales: 



· Formular el Anteproyecto de Presupuesto en el Sistema Integrado de Gestión Administrativa (Sistema SIGA-PJ), el cual está disponible en Intranet, Sistemas Judiciales, SIGA-PJ Formulación y Ejecución, Sistema de Formulación Presupuestaria, Certificaciones, Separaciones y Retenciones de Hacienda. 



· Hay que considerar que para efectos de la formulación presupuestaria el Departamento Financiero Contable cada año establece el tipo de cambio del colón respecto al dólar. Es importante indicar que el monto establecido para el tipo de cambio posteriormente es ajustado conforme lo que se establezca por el Ministerio de Hacienda anualmente en sus lineamientos de formulación presupuestaria.                 



· Para la formulación presupuestaria se debe considerar el Instructivo de Formulación Presupuestaria, la Guía para Formular el Presupuesto, el Clasificador por Objeto del Gasto del Sector Público y las Normas y Criterios Operativos para la Utilización de los Clasificadores Presupuestarios del Sector Público, los cuales corresponden a insumos para la realización de la formulación presupuestaria, que  se encuentran en la Intranet, en el siguiente enlace: https://intranet.poder-judicial.go.cr/index.php/siga.



· Instructivo de Formulación Presupuestaria: Se detallan las pautas a seguir durante el proceso de formulación a nivel del Sistema SIGA-PJ, así como disposiciones importantes respecto a la distribución de contratos, proyecciones y bienes de inventario.  



· [bookmark: _Departamento_de_Planificación]Guía para Formular el Presupuesto: Se expone la forma en que deben formularse las distintas líneas en cada una de las subpartidas presupuestarias, correspondientes a gastos fijos y variables. 



· Clasificador por Objeto del Gasto del Sector Público: Se detallan todas la partidas, grupos y subpartidas existentes y una explicación breve de lo que se formula en cada una de ellas.



· Normas y Criterios Operativos: Se incluye las reglas operativas de aplicación general, relacionados con las cuentas de los clasificadores presupuestarios de ingresos, objeto del gasto, institucional, económico, funcional y de fuentes de financiamiento, así como de las cuentas específicas. Además de la clasificación por subpartida según naturaleza y uso de los bienes.



· Cumplir las fechas y plazos definidos por el Consejo Superior o Corte Plena para la formulación del Anteproyecto de Presupuesto y él envió a la cuenta de correo electrónico que se defina para este fin.



· La formulación de los recursos del programa 951 Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones (JUNAFO) le corresponderá determinar las limitaciones de su propio presupuesto, el cual se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. La formulación del presupuesto será analizada en coordinación con la Dirección de Planificación. La Junta remitirá la certificación de recursos emitida por el Ministerio de Hacienda.



· Remitir el Anteproyecto de Presupuesto aprobado por la JUNAFO, a través del Sistema SIGA-PJ.



· [bookmark: _Hlk53552368]Para presupuestar un artículo que no se encuentre en el Catálogo de Bienes y Servicios, se debe solicitar la inclusión al Departamento de Proveeduría. Para tales efectos, se debe llenar la boleta “Solicitud de creación de códigos en el Catálogo de Bienes y Servicios de SIGA” y enviarla a la cuenta de correo electrónico de Gerardo Rodríguez Navarro (grodriguezn@Poder-Judicial.go.cr), con copia a la cuenta: Recepción de Documentos - Proveeduría Judicial. 



· Coordinar con la Dirección de Gestión Humana y la Dirección de Planificación lo relativo al componente de remuneraciones del Programa 951, incluido el aguinaldo, salario escolar, cesantía y cargas sociales, entre otros.



· Atender en coordinación con la Dirección de Planificación las consultas que hagan tanto el Ministerio de Hacienda como la Asamblea Legislativa en el trámite del Presupuesto del Poder Judicial, en lo relativo al Programa 951.



[bookmark: _Toc528045411][bookmark: _Toc89346181]Gastos que se cargan automáticamente



· Revisar la información que incluye el Departamento Financiero Contable y el Departamento de Proveeduría en el Sistema SIGA-PJ sobre la información para la generación automática de gastos fijos de servicios públicos, contratación de bienes y servicios y artículos de inventario (según parámetros por persona, parámetros por oficina y cuadros de consumo). Las líneas generadas automáticamente deben ser revisadas por cada Centro de Responsabilidad luego de la primera generación de gastos fijos antes del inicio de la formulación presupuestaria. 



· Revisar los lineamientos que se establecen anualmente en la Directrices de recursos para atender los contratos de Alquiler, Vigilancia y Aseo y Limpieza. 



- 0 –



Manifiesta el integrante Bonilla Garro: “No, solamente sobre este tema me parece que el antecedente nosotros habíamos solicitado un criterio jurídico al respecto, y me parece que no ha llegado ese criterio jurídico. Ahora Planificación cuando también se le comunica esto ellos hacen ver algunos aspectos que creen que la JUNAFO deberá tener en cuenta yo creería y lejos de la propuesta que nos hacen los compañeros, sería más bien como informar que hace falta el informe jurídico, estar a la espera de ese informe y lo que nos menciona la Dirección de Planificación, ponerlo de conocimiento a la JUNAFO para lo que a bien considere tomarlo en cuenta, verdad no se si les parece de esa manera.”



Responde el Magistrado Presidente Orlando Aguirre Gómez: “Esta bien.”



Indica el integrante Bonilla Garro: “Porque este protocolo o este procedimiento son políticas propia de ellos, incluso nosotros nos cuestionamos porque de alguna manera nos decían este es el tipo de responsabilidad que tiene el Poder Judicial, y  respecto a la JUNAFO por eso nosotros solicitamos ese criterio jurídico porque no teníamos tanta claridad de lo que ellos nos están autoimponiéndonos al Poder Judicial en su responsabilidad, pero estos aspectos en nada restan, para que la JUNAFO los pueda tener en cuenta.



Interviene la integrante Pizarro Gutiérrez: “Si más bien sería que lo envíen en forma conjunta, porque creo que también se le había enviado a las Direcciones Jurídica, Gestión Humana y Planificación, entonces más bien necesitamos los tres criterios, para que ya venga a este Órgano, si porque falta la Dirección Jurídica y de Gestión Humana.



Se acordó: 1.) De previo a resolver lo que corresponda, estar a la espera de los informes solicitados a las Direcciones Jurídica y de Gestión Humana, conforme fue solicitado en sesión N°35-2023 celebrada el 26 de abril del 2023, artículo XXXIV. 2.) Hacer de conocimiento el informe N°900-PLA-PP-2023 del 28 de agosto de 2023, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 



Las Direcciones Jurídica y Gestión Humana tomaran nota para lo de sus cargos.”





Atentamente, 











Lic. Ricardo Calderón Fernández

Prosecretario General

Secretaría General de la Corte
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Dirección de Planificación
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30 de octubre de 2020 



SP-1399-2020 



 



 



Señor 



Alonso Arnesto Moya, Procurador 



Procuraduría General de la República 



 



Estimado señor: 



 
Por medio del oficio ADPb-7273-2020, de 20 de octubre, la Procuraduría General de la 



República le solicitó a esta Superintendencia de Pensiones su criterio sobre una consulta 



planteada a ese órgano por el presidente de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones 



y Pensiones del Poder Judicial, en la que se le requirió: “… atender las interrogantes que se 



tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta consultante, a efecto de tener claridad, 



acerca del grado de desconcentración que le fue otorgada a dicho órgano al momento de su 



creación legal y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario, de manejo 



del recurso humano, entre otros”.  



 



Para atender esta solicitud se emite el siguiente criterio:  



 



I. Antecedentes 



 



1. En el artículo X de la sesión N°. 21-20, celebrada a las ocho horas treinta minutos del 



veintidós de junio de dos mil veinte, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 



Pensiones del Poder Judicial dispuso realizar una consulta a la Procuraduría General de la 



Republica, acerca del grado de desconcentración que le fue otorgado a dicho órgano al 



momento de su creación y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario y 



de manejo de recurso humano, entre otros.   



 



2. La consulta a la Procuraduría General de la República fue planteada por medio del 



oficio N° 393-2020, el cual se acompañó del documento denominado Informe jurídico: 



Naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 



Poder Judicial, en el que se concluye lo siguiente:   



 



De conformidad con el análisis efectuado sobre la naturaleza orgánica de la Junta, se 



rinden las siguientes conclusiones: 



5.1. La figura de la desconcentración incluye su versión mínima y el máximo grado, 



ambas incluyen la imposibilidad del superior de abocarse sus competencias y sustituirlas. 



5.2 La desconcentración máxima incluye también la imposibilidad del superior, de girarle 



ordenes y directrices en sus labores. 
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5.3 La desconcentración máxima también incluye la dotación de personería jurídica 



instrumental, la que ha sido asimilada a la personificación presupuestaria, que implica 



la posibilidad de disponer de sus recursos conforme el órgano desconcentrado lo estime 



conveniente. 



5.4 La figura de la desconcentración máxima es la que en criterio de esta asesoría aplica 



para la Junta, de acuerdo a sus características funciones y competencias, así como 



atribuciones y facultades otorgadas por la ley y por los reglamentos aplicables. 



5.5 La Junta es un órgano que pertenece al Poder Judicial pero que goza de una 



desconcentración máxima en materia presupuestaria, goza de autonomía administrativa 



y técnica en la toma de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades 



disciplinarias y de dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto, ostenta la 



representación legal del Fondo y en general en lo relativo a la materia de su organización 



y funcionamiento y toma de decisiones no se encuentra sometida a su superior, el Poder 



Judicial. 



5.6 La desconcentración máxima de que goza la Junta no implica la autonomía respecto 



del Poder Judicial, quien debe velar por las necesidades que requiere su continuidad y 



buen funcionamiento del Fondo. 



 



De acuerdo con lo anterior, al formular su consulta la Junta parte de la noción de que su 



naturaleza es la de un órgano desconcentrado máximo con personalidad jurídica instrumental, 



que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de decisiones en materia de 



jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de dirección sobre su personal, 



dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del Fondo; no obstante, esto no 



implica autonomía respecto del Poder Judicial, quien debe velar por la continuidad y buen 



funcionamiento del Fondo.   



 



II. Normativa vigente  



 



Para emitir el criterio solicitado, es necesario tener presente lo dispuesto en los artículos 239 



y 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según los cuales:   



 



Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 



Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con plena independencia 



funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le 



otorga la ley. 



Le corresponde a la Junta: 



a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial. 



b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten. 



c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro 



necesarias. 



d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados inválidos. 
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e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa 



emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero 



(Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén). 



f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al 



efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la 



Superintendencia de Pensiones. 



g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de 



Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones. 



h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del 



personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus 



modificaciones y su liquidación anual. 



i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos. 



Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la 



Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros 



iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de 



beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las 



jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para 



garantizar el equilibrio actuarial del Régimen. 



La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones 



que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del 



Fondo. 



Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 



cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las 



jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas 



de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus 



gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo 



previsto en el artículo 237 de esta ley. 



 



Artículo 240- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán 



electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros 



designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada 



integrante titular tendrá un suplente para que lo sustituyan en sus ausencias, quien deberá 



cumplir con los mismos requisitos del titular. 



Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán 



ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la 



Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder 



Judicial. 



En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las 



sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, debiendo 



alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. 



Además, se designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona que preside 



tendrá voto calificado en caso de empate. 
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Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta, pero sí contarán 



con los permisos necesarios para atender las sesiones. Para ser miembro de la Junta se 



deberá cumplir con los siguientes requisitos, los cuales deberán ser documentados y 



demostrados ante la Superintendencia de Pensiones (Supén): 



a) Contar con título universitario en carreras afines a la administración de un fondo de 



pensiones y estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando así corresponda. 



b) Ser de reconocida y probada honorabilidad. 



c) Contar con conocimientos y al menos cinco años de experiencia en actividades 



profesionales o gerenciales relevantes para la administración de un fondo de pensiones, 



de manera que todos los miembros de este órgano posean habilidades, competencias y 



conocimientos que les permitan realizar el análisis de los riesgos que afectan a la Junta 



y al Fondo. 



No podrán ser miembros de la Junta: 



1) Las personas contra quienes en los últimos diez años haya recaído sentencia judicial 



penal condenatoria por la comisión de un delito doloso. 



2) Las personas que en los últimos diez años hayan sido inhabilitadas para ejercer un 



cargo de administración o dirección en la Administración Pública o en las entidades 



supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la 



Superintendencia General de Seguros (Sugese), la Superintendencia de Valores (Sugeval) 



y la Superintendencia de Pensiones (Supén). 



La Integración del órgano deberá garantizar la representación paritaria de ambos sexos, 



asegurando que la diferencia entre el total de hombres y mujeres no sea superior a uno. 



 



Estas normas disponen la creación de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 



Jubilaciones del Poder Judicial (en adelante la Junta Administradora), la cual es un órgano 



del Poder Judicial que cuenta con completa independencia funcional, técnica y administrativa 



para ejercer sus facultades y atribuciones. Además, cuenta con personalidad jurídica 



instrumental para ejercer las atribuciones que le asigna la Ley, así como para ejercer la 



representación judicial y extrajudicial del Fondo. 



 



En vista de lo anterior, es posible afirmar que esta Junta Administradora es un órgano del 



Poder Judicial que cuenta con:  



 



1. Competencia exclusiva: ningún órgano puede subrogarse o avocarse, ni aún el propio 



Poder Judicial, la decisión de aquellos asuntos que conozca la Junta. Las resoluciones 



que dicte la Junta son de acatamiento obligatorio y agotan la vía administrativa. 



 



2. Independencia funcional y técnica en el desempeño de sus funciones: corresponde a 



la Junta la administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para 



lo cual debe sujetarse a la Ley y a la normativa que dicten el Consejo Nacional de 



Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones.  
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Esta independencia y la personalidad jurídica instrumental le permite a la Junta dictar las 



normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción de su personal; así 



como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y 



su liquidación anual.  



 



Además, para cubrir los salarios de su personal y sus gastos administrativos, la Junta se 



financia con una comisión que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que 



devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo 



del Fondo.   



 



III. Sobre los órganos con independencia funcional, técnica y administrativa  



 



Considerando que la Ley Orgánica del Poder Judicial otorga a la Junta Administradora del 



Fondo de Pensiones y Jubilaciones de ese Poder de independencia funcional, técnica y 



administrativa, para determinar cuál es su naturaleza jurídica de seguido se hace un análisis 



de lo dispuesto en el artículo 239, en relación con los conceptos de desconcentración, 



personalidad jurídica instrumental y órgano persona. 



 



A. Desconcentración 



 



La competencia de una organización administrativa puede ser transferida internamente 



mediante el proceso de desconcentración. En ese sentido, la desconcentración de 



competencias implica una distribución de estas dentro de una misma persona jurídica, por la 



cual un órgano inferior recibe una competencia de decisión en forma exclusiva, para que la 



ejerza como propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad. Por ese proceso, el 



órgano inferior se ve dotado de la capacidad jurídica para decidir en nombre propio acerca 



de la materia desconcentrada.  



 



Corresponde a la norma creadora de la desconcentración el definir el ámbito material de esta 



y, por ende, cuáles poderes mantiene el jerarca respecto del inferior.   



 



El artículo 83 de la Ley General de la Administración Pública (LGAP) establece que, como 



norma de principio, todo órgano distinto del jerarca estará plenamente subordinado a este y 



al superior jerárquico inmediato, salvo desconcentración operada por ley o reglamento. 



Este artículo establece dos modalidades de desconcentración, la mínima y la máxima.  



 



En la mínima, el superior no puede avocar las competencias del inferior ni revisar o sustituir 



la conducta del inferior, de oficio o a instancia de parte. En la máxima, además, el superior 



no puede impartirle órdenes, instrucciones o circulares al inferior. Una consecuencia lógica 



de la desconcentración es que, corresponde al órgano desconcentrado agotar la vía 



administrativa, salvo que por ley o reglamento se otorgue algún recurso contra lo resuelto 



por él ante el superior (inciso c del 126 de la LGAP). 
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Ahora bien, en el caso de la desconcentración se quiebra el principio de jerarquía; la doctrina 



italiana habla de la descentralización jerárquica, ya que los poderes del jerarca (mando, 



revisión y avocación) desaparecen. Sin embargo, la desconcentración no implica un 



desconocimiento absoluto de las potestades que se derivan de la relación jerárquica. El 



jerarca conserva aquellos poderes que son compatibles con el fenómeno de la 



desconcentración, es decir, que no inciden en la esfera de las atribuciones exclusivas del 



órgano. Dentro de estas potestades se encuentran la de vigilancia, la disciplinaria y la de 



dirimir conflictos de competencia. 



 



Sobre este tema, en el dictamen C-026-97 la Procuraduría General de la Republica sostiene 



que: 



 



La norma que desconcentra delimita la materia desconcentrada, así como los poderes 



conferidos al órgano inferior. Pero en los demás aspectos de su actividad, este órgano 



permanece sometido a la relación jerárquica. Consecuentemente, el jerarca ejercita sus 



poderes normales respecto de los ámbitos no desconcentrado.   



 



En el mismo sentido, en la OJ-137-2014 establece que:  



 



La desconcentración constituye, así, un corrector del principio de jerarquía 



administrativa y busca evitar las demoras que se ocasionan por la excesiva concentración 



de funciones en el jerarca institucional, así como procura alcanzar la eficacia en las 



decisiones delegándolas en los órganos mejor informados de la problemática concreta. 



Para lo cual se desconcentran “poderes efectivamente decisorios”, la facultad de 



resolver, para decidir en forma definitiva sobre una materia determinada por el 



ordenamiento. Es decir, para que podamos considerar que existe desconcentración es 



necesario que se transfieran al inferior la titularidad de poderes decisorios, a efecto de 



lograr una mejor satisfacción del interés público y mayor eficacia en el accionar 



administrativo En efecto, esta atribución se funda en la necesidad de especializar ciertos 



órganos en materias específicas, de manera que se satisfagan en mejor forma los 



cometidos públicos.  



Desde esa perspectiva, desconcentrar es especializar funcionalmente determinados 



órganos, sin que se desliguen orgánicamente tales competencias de la estructura 



originaria. Diferencia esencial con la descentralización. [El resaltado no es del original].  



 



En el caso que se consulta, la Junta Administradora tiene una competencia exclusiva y 



poderes decisorios en lo que toca a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 



del Poder Judicial, además, fue dotada con plena independencia funcional, técnica y 



administrativa para el ejercicio de sus funciones. Empero, continúa siendo parte de la 



organización central originaria, en otras palabras, es un órgano que pertenece al Poder 



Judicial.   
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Considerando lo anterior, es posible afirmar que dicha Junta Administradora es un órgano 



con desconcentración máxima del Poder Judicial, responsable de la administración del Fondo 



de Pensiones y Jubilaciones de ese Poder.   



 



B. Órgano persona y personería jurídica instrumental  



 



De acuerdo con lo indicado por la Procuraduría General de la República en la OJ-137-2014:  



 



[…] en nuestro ordenamiento se ha consolidado la práctica de otorgar esa autonomía 



patrimonial y de gestión no solo a las personas jurídicas plenas sino a las llamadas 



personas jurídicas instrumentales o presupuestarias. Este mecanismo permite separar 



determinados fondos, afectarlos a ciertos fines y atribuir su gestión a un órgano 



determinado, al cual se le atribuye personalidad. La personalidad no es plena porque 



la nueva “persona” permanece integrada al ente u órgano al que pertenecía. Este 



conserva sus competencias sobre la materia “propia” de la nueva “persona”. Al no 



existir verdaderamente una descentralización de competencias, no puede afirmarse que 



se está ante la creación de un nuevo ente. Por ello, en la mayoría de los casos se está ante 



una desconcentración de funciones ligada a una personificación instrumental, lo que no 



excluye que en algunos supuestos no exista incluso desconcentración funcional o si existe, 



es en grado mínimo.  



El calificativo de “instrumental” significa que se está en presencia de una personalidad 



limitada al manejo de determinados fondos señalados por el legislador, personalidad 



que permite la realización de determinados actos y contratos con cargo a esos fondos, 



pero que no comporta una descentralización funcional verdadera. Su atribución supone 



una gestión presupuestaria independiente y, por ende, la titularidad de un presupuesto 



propio, separado del presupuesto del Ente al que pertenece el órgano que se personaliza 



[…]Para efectos presupuestarios, la situación de la persona instrumental se asimila a la 



de un ente descentralizado, en el sentido de que ambos tienen la titularidad de un 



presupuesto y la posibilidad de ejecutarlo en forma independiente. Ciertamente, la 



persona instrumental está sujeta a diversas disposiciones que regulan la materia 



financiera […] pero su presupuesto y, por ende, la ejecución presupuestaria no se 



identifican con el Presupuesto del ente al que se pertenece. Ejecución presupuestaria que 



comprende la ordenación del pago y el aspecto contable de éste, sea el pago efectivo. 



Para que una persona instrumental no pudiese ejercer tales facultades se requeriría una 



norma legal cuyo contenido lo prohibiese o restringiese. Facultades todas que determinan 



la necesidad de que la personalidad sea otorgada por ley.  



[…] la personalidad jurídica instrumental agrega al órgano desconcentrado una cierta 



autonomía presupuestaria y, por ende, la capacidad de gestionar fondos en forma 



independiente del presupuesto central, para flexibilizar la gestión de determinados 



recursos públicos. Gestión financiera autónoma que le permite realizar directamente los 
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contratos que requiera para el cumplimiento de sus fines, todo a cargo del patrimonio y 



presupuestos propios, que administra.   



Resulta evidente que la personalidad jurídica instrumental no le permite al órgano 



desconcentrado ampliar su esfera de competencia en perjuicio del jerarca del ente u 



órgano al que pertenece, en desmedro del principio de jerarquía. El órgano 



desconcentrado dotado de personalidad jurídico instrumental solo tiene la competencia 



sustancial que le haya sido sustraída por norma jurídica al jerarca. En los diversos 



dictámenes que la Procuraduría ha emitido en relación con la personalidad instrumental 



o la personificación presupuestaria en el seno del Estado, ha sido clara en cuanto que en 



estos casos la personalidad no se manifiesta, ni lleva implícita, una descentralización 



de funciones; así, dictamen N. C-208-2014 de 26 de junio de 2014. Por consiguiente, en 



sentido estricto no puede considerarse que los órganos que son dotados de personalidad 



jurídica instrumental formen parte de la Administración Descentralizada. […] [Lo 



resaltado no es del original].  



 



En el caso de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 



Judicial, el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial expresamente le otorga 



personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, y para 



ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. Además, para cubrir los salarios 



de su personal y sus gastos administrativos, la Junta se financia con una comisión que surgirá 



de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como 



de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo.    



 



Desde este punto de vista, la Junta es un órgano persona, con personalidad jurídica 



instrumental, lo cual le garantiza la independencia necesaria para una adecuada 



administración de este Fondo de pensiones.  



 



En conclusión, y a partir de una integración de los conceptos analizados en este apartado, es 



posible afirmar que la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder 



Judicial es un órgano del Poder Judicial, que goza de desconcentración máxima para el 



desempeño de sus funciones; además, es un órgano que cuenta con personalidad jurídica 



instrumental, lo cual le permite el manejo de los recursos señalados por el legislador, siempre 



con miras al cumplimiento de sus funciones.  



 



Conviene precisar, además, que, dada la naturaleza de órgano desconcentrado, la Junta no se 



encuentra desligada orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado 



funcionamiento.  



 



III. Sobre la necesidad de establecer la naturaleza de la Junta  



 



La necesidad de contar con un órgano independiente y especializado para administrar el 



Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial fue planteada por esta Superintendencia 
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por medio del oficio SP-1074-2016 de 27 de setiembre, dirigido a la Comisión Especial 



encargada de conocer y dictaminar el proyecto de “Ley de reforma integral a los diversos 



regímenes de pensiones y normativa conexa”, expediente legislativo N°19.922. En este oficio 



se indicó:  



 



Luego de la lectura de dicho proyecto, se puede colegir que los cambios que se proponen 



en el mismo se encuentran dirigidos a fortalecer actuarialmente el Fondo, de manera que 



su sostenibilidad se mantenga a largo plazo. 



Entre las medidas más relevantes para lograr los objetivos propuestos se propone la 



Creación de una Junta Administradora del Fondo, encargada de conceder las 



jubilaciones y pensiones, vigilar su correcto aprovechamiento y modificar o cancelar, en 



su caso, las otorgadas, contando con amplias facultades para dichos propósitos. 



[…] 



La SUPEN considera de la mayor relevancia la creación de un órgano con las 



capacidades técnicas necesarias, destinado exclusivamente a la administración del 



citado Fondo y, de ser posible, con carácter de órgano de máxima desconcentración, 



con capacidad jurídica instrumental. Considerando que la gestión del Fondo exige una 



administración especializada y con amplios conocimientos en administración, 



contabilidad, finanzas, temas actuariales y legales, entre otros, por lo que se hace 



necesario que en el proyecto se establezcan los requisitos de idoneidad de sus miembros, 



así como la necesaria integración de miembros independientes con el objetivo de 



minimizar potenciales conflictos de interés en las decisiones que llegue a tomar dicho 



órgano colegiado. 



También debe modificarse la atribución que el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder 



Judicial le otorga a la Corte Plena para definir la política de inversión de los recursos 



del Fondo para que, en su lugar, la misma sea aprobada por la Junta Administrativa, a 



propuesta de órganos especializados que ella designe, como, por ejemplo, comités de 



inversiones y de riesgos. Esto con la finalidad de que la política de inversión, su 



seguimiento y ajuste, sea de carácter técnico, lo mismo que la estrategia de inversión. 



La propuesta no establece de qué manera se va a financiar esta Junta. Consideramos que 



podría seguirse el modelo utilizado por el Régimen de Magisterio Nacional para financiar 



su administración. 



Aunque estimamos que la ley lo establece de forma general, lo cual ha sido ratificado por 



órganos consultivos como resulta ser la Procuraduría General de la República, 



respetuosamente solicitamos que las facultades de regulación y supervisión del Fondo 



por parte de la SUPEN, queden previstas de manera expresa y clara en la ley. [Lo 



resaltado no es del original].  



 



El legislador creó un órgano independiente y especializado al cual le confirió no solo una 



competencia exclusiva y las funciones y atribuciones propias de un gestor de un fondo de 



pensiones, además, se le concedió la potestad de dictar las normas para el nombramiento, la 



suspensión, la remoción y la sanción de su personal, y para aprobar su plan anual operativo, 
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su presupuesto de operación, sus modificaciones y la liquidación anual. También se le dotó 



de los recursos necesarios para ejercer sus funciones, provenientes de una comisión por 



administración que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 



servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo.   



 



Ahora bien, de conformidad con el transitorio I de la Ley N° 9544, la Junta Administradora 



debía quedar conformada e iniciar operaciones a más tardar el 22 de noviembre de 2018, no 



obstante, no fue hasta el 1 de febrero de 2020 que este órgano estuvo constituido; para ello, 



el 27 de enero de 2020 se suscribió un convenio de cooperación interinstitucional con el 



Poder Judicial, según el cual ese Poder le proporcionará a la Junta los recursos y el apoyo 



logístico necesario. El convenio es por dos años prorrogables hasta por un período igual.  



 



De esta forma, la Junta es apoyada en la actualidad por la Dirección Ejecutiva, el 



Departamento de Gestión Humana, el Departamento de Tecnologías de la Información y el 



Área Jurídica del Poder Judicial; además, se le proporciona un espacio físico.  



  



No obstante, considerando que la Junta se encuentra sujeta a la normativa que emite el 



Conassif y la Superintendencia de Pensiones, esta debe tener una estructura que no solo se 



ocupe del otorgamiento de los beneficios a los afiliados y pensionados, además, debe 



satisfacer una serie de requerimientos relacionados con gobierno corporativo y gobierno de 



las inversiones.  



 



Con fundamento en lo dispuesto en el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, aprobado 



por el Conassif en los artículos 5 y 7 de las actas de las sesiones 1294-2016 y 1295-2016, 



celebradas el 8 de noviembre del 2016, esta Superintendencia le requirió a la Junta el 



nombramiento de un director o gerente del Fondo, de un auditor interno y de un encargado 



de la función de cumplimiento.  



 



Estos requerimientos no han sido ejecutados debido a las dudas que la Junta mantiene acerca 



de su naturaleza jurídica y el alcance de sus potestades a nivel presupuestario, disciplinario 



y de manejo del recurso humano; así como acerca de si su personal se encuentra o no cubierto 



por el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen 



de pensiones y jubilaciones.   



 



En vista de lo anterior, un pronunciamiento de la Procuraduría General de la República que 



evacue estas dudas sin duda contribuirá con el proceso de conformación de la estructura con 



que debe contar esta Junta Administradora.  



 



IV. Conclusión 



 



De conformidad con lo indicado en los apartados anteriores, esta Superintendencia atiende 



la consulta formulada e informa a esa Procuraduría General que comparte lo planteado en el 
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criterio que acompaña el oficio N° 393-2020, en el sentido de que la naturaleza de la Junta 



Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial es la de un órgano 



desconcentrado máximo con personalidad jurídica instrumental, que goza de autonomía 



administrativa y técnica en la toma de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, 



tiene potestades disciplinarias y de dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y 



ostenta la representación legal del Fondo.  



 



Esta Superintendencia considera, además, que, dada su naturaleza de órgano desconcentrado, 



la Junta no se encuentra desligada orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por 



su adecuado funcionamiento.  



 



 



Cordialmente, 



 



 



 
Rocío Aguilar M. 



Superintendente de Pensiones 



 



 
Aprobado por NVH 



 



 





mailto:supen@supen.fi.cr







image3.emf

DGPN-0244-2021-R espuesta Oficio 750-DE-2021-PJ.pdf




DGPN-0244-2021-Respuesta Oficio 750-DE-2021-PJ.pdf




 
 



Dirección:  Edificio la Virgen, La Uruca, 50 metros al sureste de la Antigua Bomba Shell. San José, Costa Rica 
 -  Tel: (506) 2539-6240 - www.hacienda.go.cr 



 



 



 
 



San José, 16 de abril de 2021 
DGPN-0244-2021 



 
 



Señora 
Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora Ejecutiva 
Poder Judicial 



 
Asunto: Respuesta al oficio 750-DE-2021. 
 
Estimada señora Directora: 
 
En atención al oficio referencia y la reunión sostenida sobre la implementación de la estructura técnico 
administrativa de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
para la formulación presupuestaria del ejercicio económico del año 2022, en lo que corresponde a la 
creación de plazas y gastos variables, dado el reciente pronunciamiento de la Procuraduría General 
de la República en referencia, así como lo ordenado por la SUPEN (SP-439-2020); esta Dirección 
sólo se referirá a lo que le compete en materia presupuestaria, por cuanto algunas de sus inquietudes 
corresponde plantearlas ante las instancias rectoras de los subsistemas de Tesorería Nacional y 
Contabilidad Nacional. 



Sobre los hechos relevantes que nos permitirán abordar lo que compete a esta Dirección se tiene 
que: 



1) Mediante Ley N° 9544 del 24 de abril de 2018 se reforma el Título IX Régimen de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial de la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, y 
específicamente, en lo que resulta de interés, en el artículo 239 se establece la creación de la 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un 
órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y 
administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.  



2) Del criterio C-021-2021 emitido por la Procuraduría General de la República, el 29 de enero 
de 2021, se desprende que la Junta es “[…] un órgano con grado de desconcentración máxima 
del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica 
instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que 
componen el aludido fondo.”, lo que, sin embargo, “[…] no interrumpe su relación orgánica con 
el Poder Judicial.”, por lo que aunque  “[…] cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y 



de definir sus funciones.”, “[…]el personal destinado a la Junta se considera efectivamente 
cubierto por el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial [...]”  



3) En el artículo de cita se establece que la Junta “Se financiará con una comisión por gastos 
administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con 
estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios 
de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos 
de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.”. 
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Por lo anterior, se ha valorado lo siguiente respecto a lo que han denominado en el oficio en referencia 
una propuesta de ejecución: 
 



- “1. Establecer un mecanismo presupuestario efectivo para crear las plazas especializadas 
dentro del Poder Judicial e incluir los gastos variables asociados a la gestión de la Junta 
Administradora por parte de la estructura técnico-administrativa, los cuales se financiarán con los 
recursos que al efecto se tienen previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Artículo N° 239), 
conocidos como Comisión de Administración.” 



 
En lo que priva establecer a esta Dirección, se considera que, para garantizar la independencia de 
administración y disposición de los recursos que la ley N°9524  establece para el financiamiento de 
dietas, salarios y, en general, los gastos administrativos  de la Junta Administradora del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se creará, dentro de la estructura programática del Poder 
Judicial, el programa 951-Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 
cuya unidad ejecutora será la Junta antes citada.  
 
El monto que compete presupuestar en el gasto de este programa corresponderá estimarlo y 
distribuirlo, según el clasificador del gasto, a la Junta de cita, quien deberá coordinar a lo interno del 
Poder Judicial lo correspondiente a la incorporación de su presupuesto dentro del presupuesto 
institucional. 
 
Una vez conocido el monto del presupuesto de la Junta, los trámites que se deberán gestionar ante 
esta Dirección serán:  
 



1. Solicitar la autorización de la ampliación del límite correspondiente al correo electrónico 
notifica_presupuesto_nacional@hacienda.go.cr, con el fin de que el traslado de instancia del 
Anteproyecto institucional se realice sin ningún inconveniente en el SFP. 



2. Establecer contacto, lo antes posible, con el señor Néstor Chinchilla Dinarte, teléfono 
25396292, correo electrónico Chinchilladn@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad 
de Ingresos Fiscales y Programación Plurianual, para coordinar lo relacionado con la 
estimación e incorporación de los recursos que percibe la Junta para su financiamiento en los 
ingresos del Proyecto de Ley de Presupuesto 2022. 



3. Establecer contacto, lo antes posible, con la señorita Karla Cortés Chinchilla, teléfono 
25394326, correo electrónico cortesck@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad de 
Relación de Puestos, para coordinar los detalles correspondientes a la creación e 
incorporación de las plazas en la relación de puestos del programa 951. 



 
- “2. Crear una cuenta especial en el Fondo de Gobierno, sin que estos recursos formen parte 
del monto que el Ministerio de Hacienda traslada anualmente, de forma ordinaria al Poder Judicial, 
para acreditar las sumas que resulten necesarias, producto de la recaudación de la comisión por 
gastos administrativos, que surge de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, para hacer 
frente a los gastos en remuneraciones y gastos variables de la Junta.”   



 
Sobre este punto, esta Dirección entabló una conversación preliminar con el SubTesorero Nacional, 
quien ha manifestado su apertura para que se coordine con esa dependencia lo correspondiente. 
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- “3. Garantizar por medio formal que:  
a. Los recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del FJPPJ hacia la instancia que 



se determine, por provenir de un destino específico, no estarían sujetos a los límites existentes 
en relación con el presupuesto ordinario del Poder Judicial. 



b. Que las cuantías a favor de la Junta Administradora del FJPPJ podrán ser utilizadas en el 
siguiente período presupuestario, esto en caso de que los fondos o recursos trasladados por 
parte de la Junta Administradora del Fondo no sean utilizadas en un 100% en la ejecución del 
presupuesto, previa conciliación de saldos.” 



 
En lo que se refiere al punto anterior, es importante indicar que en las atribuciones y competencias 
que corresponden a esta Dirección, no está la posibilidad de garantizar lo que allí se propone, porque 
nos debemos al acatamiento del marco normativo que rige sobre la materia presupuestaria.  
 
No obstante, en comprensión de los objetivos que se persiguen, hemos realizado las siguientes 
gestiones: 
 
En cuanto al punto 3.a., se ha puesto en autos a las autoridades superiores actuales del Ministerio 
para que se autorice, como una ampliación al límite, el presupuesto del programa que se está 
asignando a la Junta dentro de la estructura programática del Poder Judicial, para la administración 
y ejecución de los recursos que esta disponga para su operación. Lo cual quedó evidenciado en el 
oficio de comunicación del límite al Poder Judicial, DM-0340 del 15 de abril de 2022. 
 
En lo que se refiere al punto 3.b., sobre las cuantías o fondos a favor de la Junta y su uso en el periodo 
siguiente, se efectuó una conversación preliminar con la Contadora Nacional a fin de que se coordine 
con esa dependencia lo correspondiente, en cuanto a los fondos trasladados por la Junta y la 
conciliación de saldos, este es un tema que también debe coordinarse con la Tesorería Nacional. 
 
Finalmente, se debe recordar que la formulación y ejecución de recursos autorizados mediante ley 
de presupuesto, atenderán lo que al respecto establezca la normativa legal y la técnica presupuestaria 
que rige sobre estas etapas del proceso presupuestario, sin demerito del accionar que corresponda 
a los rectores de los subsistemas de Tesorería Nacional y Contabilidad Nacional, dentro del marco 
normativo que rige sus actividades.  



 
 



Cordialmente, 
 
 
 
 



José Luis Araya Alpízar 
Director General a.i. 



 
 



C: Máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe Macroproceso Financiero Contable, Poder Judicial. - 
Licda. Fanny Morales Mendoza, Coordinadora Unidad de Análisis Presupuestario Poderes, Ministerio de Hacienda. - 
Analista, DGPN. - 
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			JOSE LUIS ARAYA ALPIZAR (FIRMA)
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20 de diciembre de 2021 
 



INFORME TÉCNICO SOBRE LA GESTION DE LOS RECURSOS DE LA JUNTA 
ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL 



PODER JUDICIAL 
 
 



I. Introducción 
 
En virtud de que a partir del periodo 2022 los recursos de la Junta Administradora del Fondo 
de Jubilaciones y Pensiones (JUNAFO) del Poder Judicial ingresan al Presupuesto 
Nacional bajo el Programa 951, denominado “Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial”, se emite el presente informe técnico elaborado con los aportes de la Dirección 
General de Presupuesto Nacional (DGPN), Contabilidad Nacional (CN) y Tesorería 
Nacional (TN), para emitir los lineamientos para la adecuada gestión de los recursos de 
dicha junta. 
 



II. Antecedentes 



 
➢ Mediante artículo 239 de la Ley N° 8, Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), se 



crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial -JUNAFO- “… como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa 
independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y 
atribuciones que le otorga la ley”, encargado de la administración de este régimen 
del primer pilar del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense.  



 
➢ Con Dictamen número C-21-2021 del 29 de enero del 2021, la Procuraduría General 



de la República indicó que JUNAFO es “un órgano con grado de 
desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho 
régimen…con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación 
orgánica con el Poder Judicial”, además, “no desliga a su personal del Poder 
Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público”. 



 
➢ Mediante oficio DGPN-0244-2021 16 de abril del 2021 suscrito por el señor José 



Luis Araya Alpizar, Director General a.i de la DGPN, se brindó respuesta al oficio 
750-DE-2021, en el que se comunicó la creación del programa 951-Administración 
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de la estructura 
programática del Poder Judicial. 



 
➢ Con oficio N° 0040-DJA-2021, N° 0041-DJA-2021, de fecha 24 de agosto de 2021 



el señor Oslean Mora Valdez, Director a.i. de JUNAFO, realizó consulta sobre los 
lineamientos para operativizar adecuadamente la ejecución de los recursos de 
JUNAFO para el periodo 2022. 
 



➢ Se verificó que en la Ley N° 10.103, Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario 
de la República para el Ejercicio Económico del 2022, publicado en los Alcances 
249-A, 249-B, 249-C, 249-D, 249-E, 249-F y 249-G a la Gaceta 235 del 07 de 
diciembre de 2021, la inclusión del presupuesto de ingreso y gasto de la JUNAFO. 
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III. Normativa Aplicable  
 
Constitución Política, Ley N° 8 “Ley Orgánica del Poder Judicial”, Ley N° 8131 “Ley de la 
Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” y su Reglamento, 
Dictamen de la Procuraduría General de la República N° C-21-2021 del 29 de enero del 
2021. 
 



IV. Limitación 
 
El presente informe se refiere únicamente a las acciones necesarias para 
operativizar la ejecución de recursos propios de la JUNAFO, incluidos en el 
presupuesto nacional del 2022. 
 
V. Acciones a realizar 
 
En virtud de los antecedentes y normativa antes indicada, el equipo de la Administración 
Financiera de la República atinente al tema, propone realizar el siguiente procedimiento: 



 
1. La JUNAFO solicita a la TN, al correo electrónico pagosdiversos@hacienda.go.cr, 



la apertura de una cuenta presupuestaria y una cuenta auxiliar en Caja Única del 
Estado. 
 



2. La Unidad de Pagos Diversos (UPD) de la TN realiza la apertura de la cuenta 
presupuestaria y de la cuenta auxiliar, y lo comunica a los correos electrónicos 
ContabilidadNacional-UnidaddeRegistroPresupuestal@hacienda.go.cr y 
contabilidad@hacienda.go.cr. 
 



3. La JUNAFO traslada en enero del 2022, los recursos de ingresos a la cuenta auxiliar, 



desde la cuenta comercial, utilizando Web Banking (WB) de Tesoro Digital (TD).   



 



4. La JUNAFO traslada en enero 2022, los recursos de ingresos desde la cuenta 
auxiliar a la cuenta CR85073999911140127869 denominada “Devoluciones Fondo 
General” a nombre del Ministerio de Hacienda, cédula jurídica 2-100-042005, 
utilizando WB de TD, e informa de este traslado a los correos 
ingresos@hacienda.go.cr, contabilidad@hacienda.go.cr, ContabilidadNacional-
UnidaddeRegistroPresupuestal@hacienda.go.cr; y a 
notifica_presupuesto_nacional@hacienda.go.cr.  Cabe indicar que la cuenta auxiliar 
es una cuenta transitoria, por lo que, al final de cada mes, esta cuenta debe quedar 
en cero. 
 



5. La Unidad de Control de Ingresos (UCI) de la TN realiza el traslado de los recursos 
indicados en el ítem anterior, al Fondo General (FG). 



6. La CN realiza los registros contables correspondientes. 
 



7. La JUNAFO, a través de Financiero del Poder Judicial, solicita a la UPD de la TN, 
el fondeo de la cuenta presupuestaria, mediante formulario CU-08, remitido al correo 
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electrónico pagosdiversos@hacienda.go.cr, por el monto que requiera para hacer 
operativa de pagos. 



 
8. La UPD de la TN realiza el fondeo requerido en el punto anterior. 



 
9. La JUNAFO, a través de Financiero del Poder Judicial, lleva a cabo la operativa de 



pagos, utilizando WB de TD.  
 



10. La JUNAFO, a través de Financiero del Poder Judicial, realiza los registros 
presupuestarios correspondientes a través del Módulo de Poderes. 



 
11. La CN realiza los registros contables respectivos. 



 
12. A más tardar el 31 de diciembre del 2022, la JUNAFO, deberá remitir a la UPD de 



la TN, una conciliación de ingresos propios y gastos de dicho periodo, al correo 
electrónico pagosdiversos@hacienda.go.cr con copia a ingresos@hacienda.go.cr, 
ContabilidadNacional-UnidaddeRegistroPresupuestal@hacienda.go.cr y a 
contabilidad@hacienda.go.cr. 



 
13. En caso de existir remanentes, a más tardar el 31 de diciembre de 2022, conforme 



la conciliación antes indicada, la JUNAFO, remitirá una certificación indicando dicho 



monto y un oficio suscrito por el representante legal de dicha Junta, solicitando su 



devolución, a los correos pagosdiversos@hacienda.go.cr  con copia a 



ingresos@hacienda.go.cr, contabilidad@hacienda.go.cr y a  ContabilidadNacional-



UnidaddeRegistroPresupuestal@hacienda.go.cr. Adjuntar certificación de 



personería jurídica con no más de tres meses de extendida 



 
14. La UPD de la TN realizará la liquidación del saldo de la cuenta presupuestaria 



correspondiente al periodo 2022, a excepción de los compromisos devengados 



debidamente certificados, según el ítem 13 anterior. 
 



15. La UCI de la TN realiza la devolución de los recursos propios no utilizados durante 



el periodo económico 2022, solicitados por la JUNAFO a la cuenta comercial 



CR42015201001048717901 a nombre de dicha Junta. 



 
16. La CN realiza los registros contables correspondientes. 



 
17. Cada Órgano rector emitirá o solicitará la información adicional, cuando así lo 



requiera, para los fines pertinentes. 
 



VI. Conclusión 
 
Mediante la coordinación entre DGPN, CN, TN, Financiero Contable del Poder Judicial y la 
JUNAFO, se confeccionó el presente informe técnico con el fin de establecer la operativa 
de los recursos propios de dicha junta, que fueron incorporados en la Ley de Presupuesto 
Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico del 2022. 
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VII. Recomendación  
 
Se recomienda aplicar el procedimiento antes indicado para la adecuada gestión de los 
recursos propios de JUNAFO, incluidos en el presupuesto nacional del periodo económico 
2022. 
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Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr  



Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335 



29 de enero de 2021 
C-021-2021 



 
 
 
 
Señor 
Carlos Alberto Montero Zúñiga  
Presidente 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial 
 
 
Estimado señor: 
 
Con la aprobación del señor Procurador General de la República me refiero a su oficio n.°393-
2020, del 26 de junio del 2020, que ingresó el 13 de julio siguiente, en el que nos pone en 
conocimiento del acuerdo del artículo X de la sesión n.°21-20, de las 8:30 horas del 22 de 
junio de 2020, de esa Junta Administrativa – en adelante la Junta –  en el que se dispuso en 
firme “atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta 
consultante, a efecto de tener claridad, acerca del grado de desconcentración que le fue 
otorgada a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel 
presupuestario, disciplinario, de manejo del recurso humano, entre otros”. 
 
Sucede que las interrogantes a las que alude no están expresamente formuladas y remite al 
criterio legal emitido por la asesora jurídica de esa Junta, centrado en las competencias y la 
naturaleza jurídica del órgano consultante, las implicaciones que se derivan de esta, así como 
su ubicación dentro de la estructura del Poder Judicial, a partir de lo dispuesto por la Ley 
n.°9544 del 24 de abril de 2018, que modificó la Ley Orgánica del Poder Judicial (n.°7333, del 
5 de mayo de 1993) – en adelante LOPJ o Ley n.°7333 – en lo relativo al régimen de 
jubilaciones y pensiones de dicho poder. Así, luego de referirse a los antecedentes normativos 
y administrativos que dieron lugar al nacimiento y puesta en funcionamiento de la Junta, 
señala que a tenor del artículo 239 de dicha ley, 83 de la  Ley General de la Administración 
Pública (n.°6227, del 2 de mayo de 1978) – en lo sucesivo LGAP –; el Reglamento de 
integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
emitido por la Corte Plena en su sesión n° 43-18, del 17 de setiembre de 2018, artículo XIII, 
así como con fundamento en las sentencias de la Sala Constitucional, números 2005-3629 de 
las 14:58 horas del 5 de abril de 2005 y 2019-21271 de las 12:10 horas del 30 de octubre de 
2019, así como de la Sala Primera de la Corte, n.°000221-A-2006, de las 15:40 horas del 26 
de abril del 2006 y nuestros pronunciamientos OJ-115-2005 y C-178-95, el órgano consultante 
ostenta un grado de desconcentración máxima – lo que según el aludido criterio, “también 
incluye la dotación de personería (sic) jurídica instrumental” – para la “administración plenaria 
respecto del Fondo”; adicionalmente, goza de autonomía administrativa y técnica en la toma 
de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, abarcando el conocimiento y aprobación 
de las solicitudes presentadas, así como el total manejo en los dineros que nutren el régimen 
(recaudo e inversiones), al igual que en la regulación y decisión de nombramientos, 
suspensión, remoción y sanción del personal que le asista. También, se le permitió modificar 
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– cuando proceda – los parámetros de requisitos de elegibilidad, perfil de beneficios, aportes 
y cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley. Lo que la lleva a afirmar que ni la Corte Plena, ni el Consejo Superior podrían sustituirla 
en el ejercicio de esas competencias, toda vez que la Ley n.° 9544 y, en particular, su 
transitorio I, vino a derogar las funciones que el Consejo Superior tenía con respecto al Fondo 
(plasmadas en los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la LOPJ). Tampoco, añade, podrían 
girarle ordenes, directrices o circulares respecto de la labor sustancial que a esa Junta le fue 
encomendada legalmente. Agrega, que se le confirió “personería (sic) instrumental para que 
pueda representar en pleno al Fondo y ejerza sus labores sustanciales sin injerencia alguna y 
pueda con mayor agilidad gestionar recursos materiales y humanos para dar cumplimiento a 
las competencias asignadas”. Apunta que, para el cumplimiento de sus cometidos, la Junta 
cuenta con la potestad reglamentaria, de conformidad con el artículo 242 de la Ley n.°7333, 
para emitir el Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, 
que deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Por otro lado, señala 
que la Junta tendría su propia fuente de financiamiento, que sería una comisión por gastos 
administrativos, producto de la deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen 
los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con 
estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios 
de su personal y, en general, sus gastos administrativos, aclarando que “no implica la 
autonomía respecto del Poder Judicial, quien debe velar por las necesidades presupuestarias 
y de recursos que requiere su continuidad, para el buen funcionamiento del Fondo”; pues se 
está en presencia de una desconcentración y no de una descentralización de instituciones 
públicas. En otro orden de consideraciones, señala que de conformidad con el artículo 240 de 
la Ley n.°7333, el mecanismo de elección estaría a cargo del colectivo judicial y de la Corte 
Plena, para lo que emitió el citado Reglamento de integración de la Junta, que regula la 
escogencia de sus miembros, en el que por la participación de distintos órganos del Poder 
Judicial en dicho procedimiento de designación (Dirección de Gestión Humana, Comisión de 
Nombramientos, Tribunal Electoral Judicial), le resulta “evidente que el Poder Judicial proveyó 
de toda su estructura administrativa, a la Junta, en lo relativo a su conformación y entrada en 
funciones, así como respecto de su continuidad cuando deba elegirse nuevamente a los 
integrantes de esta, por lo que se visualiza una activa transferencia de actuaciones 
administrativas de este Poder para con la Junta.” 
 
El criterio legal anterior fue ampliado mediante informe de fecha 7 de diciembre de 2020, 
intitulado “Determinación del régimen jurídico de los colaboradores de la Junta Administradora 
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para definir si se encuentran o no, 
cubiertos por el régimen aplicable a los funcionarios del Poder Judicial”, que indica, se emite 
por solicitud de la SUPEN. Por lo que, tomando en consideración la naturaleza jurídica de esa 
Junta, el artículo 239 de la LOPJ – con su reforma por la Ley n.°9544 – y nuestro dictamen C-
282-2004, del 1 de octubre, concluye en lo que interesa:  
 



“5.4. Los colaboradores de la Junta, aunque adscritos a esta, son empleados 
del Poder Judicial, ya que ni la desconcentración ni la personalidad jurídica 
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instrumental de la Junta, tiene la fuerza de cambiar la relación de empleo 
que vincula a los funcionarios de la Junta con ese Poder de la República, 
pues, la Junta sigue aunque independiente, siendo un órgano del Poder 
Judicial (norma 239 de la LOPJ). 
5.5. El régimen jurídico laboral aplicable a los colaboradores de la Junta, es 
el mismo que el que se contempla para el colectivo judicial, claro está, con 
las salvedades que la Junta pueda aplicar, en el ejercicio de sus 
competencias y autonomía administrativa, tal y como se lo otorgó la ley, pero 
en lo no regulado por esa Junta, será de aplicación lo dispuesto por el Poder 
Judicial.” 
 



Por otro lado, se estimó oportuno contar con el criterio de la SUPEN acerca de la presente 
consulta, antes de emitir el pronunciamiento solicitado, el que fue rendido mediante oficio n.° 
SP-1399-2020, del 30 de octubre, en el que señala que coincide con la apreciación acerca de 
que la Junta es un órgano desconcentrado en grado máximo con personalidad jurídica 
instrumental del Poder Judicial, que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de 
decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de 
dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del 
fondo, a tenor de los artículos 239 y 240 de la LOPJ, sin bien no se halla desligado 
orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento. En ese 
sentido, destaca como notas distintivas de la Junta, en primer lugar, su competencia 
exclusiva en la materia, de forma que ningún órgano puede subrogarse o avocarse, ni aún 
el propio Poder Judicial, la decisión de aquellos asuntos que conozca, siendo sus resoluciones 
de acatamiento obligatorio, aparte de agotar la vía administrativa; y en segundo lugar, la 
independencia funcional y técnica en el desempeño de sus funciones, en particular, la 
administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para lo que debe 
sujetarse a la Ley y a la normativa que dicten el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero (Conassif) y la SUPEN. Como parte de esa independencia y de contar con 
personalidad jurídica instrumental, la Junta puede dictar normas para el nombramiento, la 
suspensión, la remoción y la sanción de su personal; así como aprobar el plan anual operativo, 
el presupuesto de operación, sus modificaciones y liquidación anual. Además, concuerda 
también en que, para cubrir los salarios de su personal y sus gastos administrativos, la Junta 
se financia con una comisión que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que 
devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del 
propio Fondo. También se refiere a la necesidad y relevancia de establecer la naturaleza 
jurídica de la Junta como un órgano de máxima desconcentración, con personalidad jurídica 
instrumental y con las capacidades técnicas necesarias, destinadas exclusivamente a la gestión 
del Fondo, ya que exige una administración especializada y con amplios conocimientos en 
administración, contabilidad, finanzas, temas actuariales y legales, entre otros; como así lo 
expuso en el expediente legislativo n.°19.922. Por lo mismo, apunta que aun cuando el 
Convenio de cooperación interinstitucional que suscribió desde el 27 de enero de 2020 con el 
Poder Judicial, para su constitución y puesta en operación le ha permitido a la Junta contar 
con los recursos y el apoyo logístico necesario, a través de la Dirección Ejecutiva, el 
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Departamento de Gestión Humana, el Departamento de Tecnologías de la Información y el 
Área Jurídica del Poder Judicial, aparte de proporcionársele un espacio físico, la normativa de 
Conassif y la SUPEN, en especial, el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, aprobado por el 
primer órgano en los artículos 5 y 7 de las actas de las sesiones 1294-2016 y 1295-2016, 
celebradas el 8 de noviembre del 2016, exige que la Junta satisfaga una serie de 
requerimientos relacionados con gobierno corporativo y gobierno de las inversiones 
(verbigracia, el nombramiento de un director o gerente del Fondo, de un auditor interno y de 
un encargado de la función de cumplimiento), los que explica no han sido ejecutados debido 
a las dudas que la Junta mantiene acerca de su naturaleza jurídica y el alcance de sus 
potestades a nivel presupuestario, disciplinario y de manejo del recurso humano. En particular, 
si el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que para 
esa Superintendencia justifica la pertinencia de contar con un pronunciamiento de la 
Procuraduría General de la República que evacue estas inquietudes para el proceso de 
conformación de la estructura con que debe contar la Junta consultante.  
 
 
A. LA NATURALEZA DE LA JUNTA ADMINISTRATIVA COMO UN ÓRGANO DE 
DESCONCENTRACIÓN MÁXIMA DEL PODER JUDICIAL DOTADO DE PERSONALIDAD 
JURÍDICA INSTRUMENTAL 
 
Según se indicó al inicio, se plantea de forma muy general la duda acerca de la naturaleza 
jurídica de la Junta y los alcances de su grado de desconcentración en los ámbitos 
presupuestario y de personal. Siendo la SUPEN la que pide precisar, como parte de la consulta, 
si el recurso humano de la Junta se halla cubierto o no por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial.  
 
La amplitud e imprecisión de la consulta así formulada nos impide profundizar en los aspectos 
que se mencionan, relacionados con el tema presupuestario y de personal de la Junta, ante la 
posibilidad de que nos extralimitemos indebidamente en aspectos no peticionados 
expresamente por la Administración consultante, dado el carácter vinculante de nuestros 
dictámenes; sin perjuicio de que cualquier precisión adicional que requieran acerca de su 
constitución y competencias, puedan formularla después a la Procuraduría en una gestión 
futura.  
 
Dicho esto, tenemos que, en efecto, fue con la modificación hecha por la Ley n.°9544 a la 
LOPJ, que se creó la aludida Junta, se establecieron sus funciones y fuente de financiamiento; 
determinando también su forma de integración y operación. Interesa, en particular, de esta 
reforma, el artículo 239 vigente que dispone: 
 



“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará 
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con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer 
las facultades y atribuciones que le otorga la ley. 
Le corresponde a la Junta: 
a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del 
Poder Judicial. 
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se 
le presenten. 
c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las 
acciones de cobro necesarias. 
d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados 
inválidos. 
e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la 
normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del 
Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supen). 
f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la 
normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero y la Superintendencia de Pensiones. 
g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo 
Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de 
Pensiones. 
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la 
sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 
presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. 
i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos. 
Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de 
la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar 
los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de 
elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de 
los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del 
Régimen. 
La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de 
deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 
judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. 
Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta 
Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos 
administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo 
previsto en el artículo 237 de esta ley.” (El subrayado no es del original).  
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Tal como se puede observar del primer párrafo del precepto transcrito, la Junta al tiempo que 
se concibe como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, 
se le dota de “independencia” en el ejercicio de sus funciones, en la toma de decisiones 
técnicas y en su gestión administrativa, siendo la muestra más ilustrativa de este último rasgo 
la potestad contenida en la letra h), de poder dictar normas para nombrar, suspender, remover 
y sancionar a su personal – aspecto al que nos referiremos en el apartado siguiente – así como 
para aprobar su plan anual operativo. 
 
La forma jurídica más adecuada para compaginar estas dos características dadas por el 
legislador a la Junta – como órgano con independencia plena o completa –  es entendiendo, 
según se indica en los dos criterios precedentes de la asesora jurídica y de la SUPEN, que 
tiene la naturaleza de un órgano desconcentrado en grado máximo, en los términos del artículo 
83 de la LGAP.  
 
Como sabemos del tenor literal del apartado 3 de la citada disposición, por virtud del grado 
máximo de desconcentración, el órgano inferior que la ostenta queda exceptuado de órdenes, 
instrucciones o circulares del jerarca en el ámbito competencial o materias que en función de 
esta técnica organizativa, le corresponde resolver en definitiva a aquél con carácter exclusivo 
y excluyente, aun cuando siga perteneciendo a la misma estructura jerárquica del titular 
originario de dichas atribuciones (ver al respecto, entre muchos otros, nuestros 
pronunciamientos C-086-91, del 23 de mayo y C-104-91, del 19 de junio, ambos de 1991; C-
004-1993, del 4 de enero de 1993; C-159-96, del 25 de setiembre y C-171-96, del 18 de 
octubre, ambos de 1996; C-033-2002, del 28 de enero de 2002; C-217-2007, del 3 de julio de 
2007; C-203-2008, del 13 de junio de 2008; C-003-2009, del 19 de enero, OJ-004-2009, del 
21 de enero, C-084-2009, del 20 de marzo, C-276-2009, del 13 de octubre todos del año 2009 
y C-166-2016, del 5 de agosto de 2016). 
 
En ese sentido, en el dictamen C-305-2009, del 28 de octubre, sostuvimos:  
 



“2.- La competencia desconcentrada 
La desconcentración es una técnica de distribución de competencias en favor 
de órganos de una misma persona jurídica, por la cual un órgano inferior se 
ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad.  
Ahora bien, no se trata de cualquier tipo de competencia, sino de una 
competencia para resolver, para decidir en forma definitiva sobre una 
materia determinada por el ordenamiento. Esta atribución se funda en la 
necesidad de especializar ciertos órganos en materias específicas, de manera 
que se satisfagan en mejor forma los cometidos públicos. Desde esa 
perspectiva, desconcentrar es especializar funcionalmente determinados 
órganos, sin que se desliguen orgánicamente tales competencias de la 
estructura originaria.  
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Normalmente se considera que la desconcentración es uno de los límites más 
importantes a la jerarquía. Esta es una técnica de descongestión de la 
jerarquía, que ya que la transferencia de competencias decisorias implica un 
cambio en la titularidad de las competencias y no solo en su ejercicio, como 
sí sucede en la delegación. Por medio de este mecanismo, el órgano inferior 
se ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad, no obstante lo 
cual mantiene su condición de órgano y por ende, parte de la organización 
que desconcentra. 
Como indicamos en el dictamen N° C-159-96 de 25 de setiembre de 1996, 
con la desconcentración se quiebra el principio jerárquico por cuanto el 
jerarca deviene incompetente para emitir los actos relativos a la materia 
desconcentrada, así como existe la posibilidad de que se elimine el 
agotamiento de la vía administrativa. En último término, en el caso de 
desconcentración máxima el jerarca pierde el poder de mando e instrucción 
sobre el órgano desconcentrado. Así, el órgano desconcentrado puede 
ejercer en propio nombre, y no en el de otro ente u órgano al que pertenece, 
la correspondiente competencia desconcentrada. La desconcentración 
máxima se convierte, de esa forma, en el mayor límite a la relación de 
jerarquía, en cuanto impide al jerarca el ejercicio de los poderes de mando 
y de instrucción y alternativamente el de revisión o de avocación. 
En palabras de la Sala Constitucional: “De manera que existe 
desconcentración administrativa cuando por norma legal se atribuye a un 
órgano inferior del ente una competencia exclusiva, con algún grado de 
autonomía, con lo que se produce la pérdida de la competencia por parte del 
superior jerárquico, de donde, su condición nunca puede ser igual a la del 
superior, aun cuando se trate del grado máximo de la desconcentración”. 
Sala Constitucional, resolución 9563-2006 antes citada. 
 



De conformidad con lo expuesto, se justifica la configuración de la Junta como un órgano de 
desconcentración máxima, tomando en cuenta la especialidad técnica de la materia tan 
sensible sobre la que le corresponde resolver y que la letra a) del artículo 239 bajo estudio, 
resume en “Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder 
Judicial”, con todo lo que ello supone y que los demás incisos del mismo precepto terminan 
de desarrollar, tal como  estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión de 
los afiliados al fondo y de reingreso, hacer estudios actuariales, decidir cómo se van a invertir 
los recursos del fondo de acuerdo con la normativa aplicable; que en su conjunto constituye 
la materia desconcentrada que se le arrebata, por así decirlo, al poder de decisión del superior 
jerarca. 
 
En efecto, de forma correlativa a las competencias que se le atribuyen al órgano consultante 
por el referido artículo 239, el artículo 2 de la Ley n.°9544 derogó las propias que tenía el 
Consejo Superior del Poder Judicial sobre el particular, en los incisos 12, 13, 14 y 15 del 
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artículo 81 de la LOPJ, órgano al que se le confiaba la administración del Fondo de Pensiones 
y Jubilaciones del Poder Judicial, “de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la 
Corte Suprema de Justicia”, así como el otorgamiento de toda clase de jubilaciones y pensiones 
judiciales; reforzando de esta forma la noción de que el poder de decisión último en la 
administración del fondo le corresponde en este momento exclusivamente a la Junta.  
 
Por otro lado, la “completa independencia” que pregona el artículo 239 de comentario se 
garantiza sustrayendo a la Junta del poder de mando o instrucción de la Corte o del Consejo 
Superior del Poder Judicial sobre la materia desconcentrada – lo que, según apuntamos antes, 
se corresponde con un grado de desconcentración máxima (artículo 83.3 LGAP); sin perjuicio 
de que la Corte Plena retenga ciertas potestades propias de su condición de superior jerarca 
dentro del Poder Judicial y que se expresan, por ejemplo, en la potestad de designar a la 
mitad de los miembros de la Junta, de acuerdo con el artículo 240 de la LOPJ. 
 
Pero, en todo caso, el artículo 241 de la misma Ley confía la supervisión y regulación de la 
materia desconcentrada a favor de la Junta a la SUPEN y al Conassif, respectivamente, 
mientras que el artículo siguiente, sujeta a la aprobación de la Superintendencia la aprobación 
del Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial elaborado 
por la Junta; como claros ejemplos de que la competencia desconcentrada se guíe por criterios 
técnicos y objetivos, en aras de asegurar la seguridad, liquidez y sostenibilidad del fondo en 
beneficio de todos sus afiliados.  
 
En otro orden de consideraciones, el antepenúltimo párrafo del aludido artículo 239 le otorga 
personalidad jurídica instrumental a la Junta. Contrario a lo afirmado por la asesoría jurídica 
de la Junta, el dotar de personalidad instrumental – no de “personería”, como por error se 
suele confundir, pese a tratarse de nociones distintas1 – a un órgano no es una consecuencia 
de la desconcentración de competencias.  
 
En otras palabras, para ejercer las competencias desconcentradas no se requiere de 
personalidad jurídica. Por el contrario, el otorgamiento de la personalidad instrumental cobra 
sentido cuando al órgano se le permite administrar determinados recursos, como con toda 
claridad sucede con la Junta a la que, como ya indicamos, se le encomienda la administración 
del Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, a la vez que le 



                                                           
1 Ya en otras ocasiones la Procuraduría ha advertido de esa confusión en el uso de ambos conceptos: “Es necesario 



aclarar, en todo caso, que jurídicamente los términos "personería jurídica" y "personalidad jurídica" no son 



sinónimos. El primero se refiere a la representación de un determinado ente. La persona pública tiene personeros 



porque es un centro de imputación de derechos y obligaciones y como tal requiere representantes. La persona 



jurídica actúa a través de sus representantes, que son sus personeros. Ciertamente, en algunas ocasiones el 



legislador confunde "personalidad" y "personería" y en otras, señala que determinados funcionarios serán los 



personeros de un órgano. No obstante, estas deficiencias técnicas en que incurre el legislador no pueden conducir 



a considerar que el órgano constituya persona jurídica y pueda, entonces, ser considerado un ente público 



descentralizado” (dictamen C-201-2003, del 27 de junio, y en el mismo sentido, el pronunciamiento OJ-144 -



2016, del 18 de noviembre).  
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sirve para ejercer las acciones de cobro necesarias a que hace referencia la letra c) del artículo 
239 de repetida cita.  
 
Según lo hemos advertido también en otras oportunidades, el efecto propio de la personalidad 
jurídica instrumental reside en la titularidad de un presupuesto propio, por ende, 
independiente del presupuesto del organismo del que forma parte y la posibilidad de contratar 
con base en ese presupuesto: “Típicamente, la personalidad jurídica instrumental habilita al 
órgano inferior para administrar y ejecutar su presupuesto, con independencia de la gestión 
presupuestaria del Ente al que pertenece. Igualmente, la personalidad jurídica instrumental le 
permite celebrar contratos con cargo a su propio presupuesto. Pero, en modo alguno, esto 
conduce a considerar que el órgano con personalidad jurídica instrumental, constituya una 
suerte de ente autónomo.” (OJ-125-2008, del 14 de noviembre de 2008, el subrayado no es 
del original y en igual sentido, puede verse el dictamen C-305-2009, ya mencionado). 
 
Esta última consideración es importante resaltarla, respecto a que el otorgamiento de 
personalidad jurídica instrumental a la Junta no debe confundirse en modo alguno con la 
creación de una nueva persona jurídica, ni lleva implícita una descentralización de funciones 
o considerarla parte de la Administración descentralizada; pues debe quedar claro que forma 
parte del Poder Judicial, en tanto órgano de dicho poder, según lo precisamos líneas atrás.  
 
Ahora bien, la letra h) del artículo 239 alude al presupuesto de operación de la Junta y los dos 
párrafos finales establecen una fuente de financiamiento propia para sostener los gastos en 
que incurra en su labor, consistente en “un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo”; con lo 
cual, se le reconoce una facultad para administrar y manejar el presupuesto propio de que es 
titular de forma diferenciada del presupuesto nacional que nutre al Poder Judicial.  
 
Por lo demás, la personalidad jurídica instrumental le permite a la Junta cumplir con las 
competencias que tiene encomendadas con mayor eficiencia y celeridad en la contratación de 
personal, bienes y servicios que le fueren indispensables para el cumplimiento de la función 
que le fue transferida, en el entendido de que la ley le faculte expresamente para ello (ver en 
esa línea, la sentencia de la Sala Constitucional n.° 2006-9563 de las 16:06 horas del 5 de 
julio del 2006). 
 
Finalmente, la atribución de personalidad jurídica instrumental a la Junta le permite asumir la 
representación del Fondo, como universalidad o patrimonio separado o autónomo que es del 
patrimonio de la propia Junta y del patrimonio del Poder Judicial, según lo establece el 
antepenúltimo párrafo del artículo 239 y el artículo 235 de la LOPJ.  
 
 
B. LA POTESTAD DE LA JUNTA EN EL MANEJO DEL RECURSO HUMANO A SU 
CARGO EL QUE, EN TODO CASO, SE HALLA CUBIERTO POR EL RÉGIMEN JURÍDICO 
APLICABLE AL RESTO DE FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL 
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Uno de los ámbitos en que la Junta solicita criterio de cómo se manifiesta su naturaleza como 
órgano con desconcentración máxima del Poder Judicial es lo relativo al manejo del recurso 
humano a su cargo y la potestad disciplinaria, ante lo que la SUPEN plantea la inquietud de si 
el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que la 
asesoría jurídica del órgano consultante responde afirmativamente con fundamento en nuestro 
dictamen C-282-2004. 
 
En el epígrafe anterior mencionamos que la letra h) del artículo 239 de la LOPJ le confirió la 
competencia a la Junta para, en lo que aquí interesa: “Dictar las normas para el nombramiento, 
la suspensión, la remoción y la sanción del personal”; mientras que, su párrafo in fine, destina 
parte de lo que se recaude por la comisión de gastos administrativos al pago de las dietas de 
los miembros de la Junta Administrativa y “los salarios de su personal”.  
 
Veamos estos dos puntos. Ya en otras ocasiones hemos apuntado que en tanto no se haya 
desconcentrado la competencia relativa al manejo de personal, esa competencia sigue a cargo 
del órgano que desconcentra (dictamen C-034-2003, del 11 de febrero).  Obsérvese, en primer 
lugar, que el precepto habla solo de “[d]ictar las normas” para el nombramiento, suspensión, 
remoción y sanción del personal; lo que se explica en que, dada la especialidad y el 
conocimiento técnico de la materia desconcentrada – de nuevo, la administración del fondo – 
sea pertinente que la Junta intervenga definiendo el perfil profesional de sus colaboradores 
en tanto se trata de una actividad que aun cuando se desarrolla en el seno del Poder Judicial, 
se diferencia de la función sustantiva o típica de dicho poder, como lo es la labor jurisdiccional. 
En el otro ámbito que se consulta, la potestad disciplinaria, puede que sea preciso definir el 
procedimiento a seguir, así como advertir de algunas faltas particulares que, con ocasión de 
esa labor tan delicada y técnica en la gestión del fondo, sea oportuno regular, respetando eso 
sí, los límites que imponen los principios de reserva legal y tipicidad a la colaboración 
reglamentaria también en la esfera del Derecho Administrativo Sancionador. 
 
Si a lo expuesto añadimos la circunstancia de que las remuneraciones del personal de la Junta 
se deben cancelar con su propio presupuesto y no con el del Poder Judicial, podemos inferir 
que el órgano consultante cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de definir sus 
funciones. En definitiva, la Ley concede a la Junta poderes que inciden directamente en la 
gestión de los recursos humanos a su cargo. 
 
No obstante, reiteramos que la consideración de la Junta como un órgano en grado de 
desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación 
orgánica con el Poder Judicial.    
 
Consecuentemente, el personal destinado a la Junta se considera efectivamente cubierto por 
el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial, pues ni la desconcentración, 
ni la personalidad jurídica instrumental del aludido órgano tiene la virtud de disolver la relación 
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de empleo que los vincula con el Poder Judicial, de conformidad, precisamente, con la doctrina 
reiterada del citado dictamen C-282-2004, en que señalamos: 
 



“II.- SOBRE LA RELACIÓN ENTRE EL MOPT Y LOS FUNCIONARIOS 
DE SUS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS: 
Si bien es cierto, señalamos con anterioridad que el Consejo de Seguridad 
Vial, el Consejo Técnico de Aviación Civil, el Consejo Nacional de Vialidad, el 
Consejo Nacional de Concesiones, y el Consejo de Transporte Público, son 
órganos desconcentrados del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, ello 
no impide que los servidores de esos órganos puedan ser catalogados como 
funcionarios del citado Ministerio. 
Al respecto, cabe indicar que la desconcentración es una técnica de 
organización de competencias administrativas que permite una ordenada 
distribución de las funciones encomendadas a un órgano o a un ente público. 
Mediante ese instrumento, se encarga a un órgano especializado el ejercicio 
de determinadas competencias, con la finalidad de alcanzar mayor eficiencia. 
A pesar de ello, la aplicación de dicha figura no desliga a los funcionarios que 
prestan sus servicios en los órganos desconcentrados de su relación con el 
ente u órgano al que originalmente estaban atribuidas las competencias 
desconcentradas. 
A diferencia de lo que ocurre con la descentralización (donde opera la 
asignación o el traslado de competencias a un ente nuevo, dotado de 
personalidad jurídica propia, y que por tanto pasa a ser un centro último de 
imputación de derechos y obligaciones) con la desconcentración no se crea 
una persona jurídica nueva, sino que solamente ocurre una distribución de 
competencias entre órganos. Así, las competencias que no hayan sido 
expresamente desconcentradas en las normas respectivas, deben seguir 
siendo ejercidas por el órgano o por el ente que desconcentra… 
En todo caso, lo que interesa destacar es que un órgano a favor del cual se 
desconcentraron determinadas competencias, no deja de formar parte de la 
estructura orgánica de aquél a quien pertenecían originalmente las funciones 
desconcentradas. Como consecuencia de ello, los funcionarios que prestan 
sus servicios en los órganos desconcentrados del Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes, pueden ser válidamente catalogados como 
servidores de ese Ministerio.” (El subrayado no es del original y así reiterado 
en los pronunciamientos OJ-125-2008, ya citado; C-141-2018, del 18 de 
junio; y C-280-2019, del 1 de octubre). 



 
 
C. CONCLUSIÓN:  
 
De conformidad con lo expuesto, es criterio de la Procuraduría General de República, que:  
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1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es 
un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la 
administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la 
gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el 
aludido fondo. 
 



2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes 
– incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos 
a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo 
una relación de empleo público. 



 
 



Atentamente,  
 
 
 



Alonso Arnesto Moya  
Procurador 



AAM/hsc 
 
C:  Señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente, Superintendencia de Pensiones 
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			ALONSO ARNESTO MOYA (FIRMA)
















image5.png








image5.emf
1818-08  SUPERVISADOS SUPEN.docx


1818-08 SUPERVISADOS SUPEN.docx
[image: ]



[image: ]



26 de setiembre del 2023

CNS-1818/08





[bookmark: _Hlk103857159]Señores

Supervisados Supen





Estimados señores:



El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 8 del acta de la sesión 1818-2023, celebrada el 20 de setiembre del 2023,



dispuso en firme:



remitir en consulta pública no vinculante, de conformidad con lo previsto en el numeral 3, artículo 361, de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, la propuesta de reforma a los siguientes reglamentos: Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador, Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual y Reglamento de gestión de activos; para que, dentro de un plazo de veinte días hábiles, contado a partir del día siguiente a su publicación en el diario oficial La Gaceta, se remitan por escrito a la Superintendencia de Pensiones los comentarios y observaciones, al siguiente texto:

 

-PROYECTO DE ACUERDO-



“El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero



considerando que:



1.	El artículo 38, literal a), de la ley No. 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, establece, como una atribución del Superintendente de Pensiones (Supen), proponer al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), los reglamentos necesarios para ejercer y llevar a cabo las competencias y funciones de la superintendencia a su cargo.



Colateralmente, el artículo 171, literal b, de la ley No. 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, señala, como una atribución del Conassif, aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la ley, debe ejecutar la Supen.



2.	El Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias es de adscripción obligatoria para todos los trabajadores asalariados, según señala el artículo 11 de la Ley de Protección al Trabajador. 



El propósito de su creación fue señalado expresamente por el artículo 9 de la ley antes citada: “…tendrá como objetivo complementar los beneficios establecidos en el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS o sus sustitutos, para todos los trabajadores dependientes o asalariados.”



3.	La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) ha trabajado en una hoja de ruta para ayudar a los países a crear o fortalecer sus modelos de pensiones privadas, identificando los aspectos que coadyuven a su buen diseño, entre ellos, el establecimiento de estrategias de inversión ligadas al ciclo de vida como una opción por defecto para proteger a las personas que estén cerca del retiro de eventos de mercado extremos y negativos.



4.	Las estrategias de inversión en función del ciclo de vida de los afiliados tienen como objetivo fundamental incrementar la tasa de reemplazo a través de un proceso en donde las generaciones más jóvenes pueden asumir más riesgo a partir de inversiones en renta variable que, en principio son más volátiles en el corto y mediano plazo, pero que en el largo generan mejores rendimientos. Conforme la cohorte etaria envejece, el fondo irá variando la estrategia de las inversiones, aumentando progresivamente la inversión en renta fija con el fin de: i. preservar el capital de los afiliados prontos a pensionarse o de los ya pensionados; y, ii. cumplir con el objetivo de rentabilidad y de tasa de reemplazo que sean declarados por el administrador del fondo de pensión.



5.	A nivel internacional es cada vez más frecuente encontrar esquemas de administración de los recursos de un fondo de pensiones de contribución definida, estructurados según el ciclo de vida de sus afiliados y pensionados. En esencia, se trata de recursos asignados a fondos independientes y separados contablemente, compuestos por distintas cohortes etarias, para los cuales se diseñan estrategias a lo largo del ciclo vital de los afiliados. Es decir, los afiliados permanecen en el que, por su edad, le corresponde hasta su pensión o fallecimiento o, en su caso, hasta que sea cerrado y sean asignados a otros, dependiendo del comportamiento demográfico de su cohorte. A esta propuesta se le denomina fondos generacionales y es similar a la que implementó México desde finales de 2019.



6.	Costa Rica requiere mejorar y fortalecer las prestaciones que ofrece el segundo pilar obligatorio del sistema, considerando que los regímenes del primer pilar eventualmente se verán sujetos a ajustes adicionales en los beneficios que otorgan para garantizar su sostenibilidad, sin que exista un margen importante para aumentar las contribuciones de este último régimen.



7.	La estrategia para incrementar los beneficios que otorga el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, a través de mejores rendimientos esperados asociados a la implementación de fondos estructurados según el ciclo de vida de los afiliados que los integrarían ha venido siendo analizada por la Superintendencia de Pensiones, organización que, luego de un estudio de experiencias internacionales, del entramado regulatorio y operativo existente, y de varias sesiones de trabajo con la industria, concluyó que el modelo que resulta más beneficioso para el sistema, en términos de logro de objetivos y costo beneficio, es el de fondos generacionales. Esta decisión encuentra su sustento en que su simplicidad limita, de manera significativa, los ajustes operativos y regulatorios requeridos y el tiempo de su implementación, ya que, en términos generales, este modelo parte de la gestión del Régimen Obligatorio Complementario, pero con fondos con perfiles de riesgo distintos.



8.	Con el propósito de evaluar el impacto de la reforma en la estructura de costos de las entidades supervisadas, se procedió a construir un modelo de proyección de las principales líneas operativas del negocio, a partir de la contabilidad de las entidades. Así, se estimó cuál sería el resultado operativo (lo cual es una medida más rigurosa que el resultado financiero, al considerar el desempeño de las inversiones) como porcentaje del patrimonio en el año 2023, proyectándose, en diversos escenarios, para los años 2024 y 2025: crecimiento bajo del saldo administrado para el ROP de 5% en un año; crecimiento medio del 10%; y crecimiento alto, de un 15%. 



Por el lado de los gastos operativos, se tomó como base el crecimiento promedio de un 5% de los últimos veinticuatro meses que ha experimentado el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias. Adicionalmente, teniendo en cuenta la información contable, se consideró para las entidades supervisadas un crecimiento adicional en gastos de personal y formación, además de posibles nuevos costos de infraestructura que el proyecto pudiera demandar. Cada uno de estos incrementos se planteó en función de la estructura de costos vigente en las entidades, con base en la información histórica de los últimos tres años.



En un escenario de bajo crecimiento en los saldos de los trabajadores para el año 2024, las entidades mantendrían los márgenes de operación vigentes al 2023. De existir una recuperación, como se valora en el escenario medio, con crecimientos semejantes a los que se tuvieron antes de la pandemia del Covid-19 y con tasas de alrededor de 10% de crecimiento en los activos administrados, los indicadores operativos de las entidades mejorarían para todas las operadoras. Por último, como es de esperar, si el saldo de los afiliados crece, producto de mejores resultados y de las nuevas estrategias de inversión, los ingresos por comisión sobre saldo administrado también tendrán un efecto adicional que favorecerá aún más los resultados operativos de las entidades, llevándolos a niveles superiores a los vigentes al año 2023, al llegar al año 2025. 



Debido a lo anterior, no se evidenció la necesidad de realizar ajustes a las comisiones de administración que cobran las entidades reguladas, con ocasión de la implementación del modelo de administración del ROP a través de fondos generacionales.



9.	Una vez seleccionado el esquema de fondos generacionales, en términos de costo beneficio, la Superintendencia de Pensiones se dio a la tarea de realizar un ejercicio para determinar la cantidad de fondos requeridos para un funcionamiento óptimo del nuevo modelo de administración, en función de la fecha de nacimiento y de los saldos acumulados, concluyéndose que, la distribución de miembros del ROP que mejor se ajusta a un tamaño de generación, con activos suficientes, que permiten una adecuada diversificación de las inversiones y que, adicionalmente, considera el proceso natural de ingreso de nuevos trabajadores al régimen, es la de cuatro fondos generacionales. A saber: 



i.	Un fondo integrado por los recursos de los trabajadores nacidos en 1969 y los nacidos con anterioridad a este año, así como, por los pensionados del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias. 



A este fondo se sumarían, los recursos correspondientes a registros erróneos y los de los afiliados cuya fecha exacta de nacimiento no se haya determinado, atendiendo al menor riesgo de este fondo, hasta que se identifique al propietario de los recursos o se logre obtener la fecha de nacimiento, respectivamente, para asignarlos al fondo que les corresponda.



ii.	Un fondo integrado por los recursos de los trabajadores nacidos entre el año 1970 y el año 1979.



iii.	Un fondo integrado por los recursos de los trabajadores nacidos entre el año 1980 y el año 1989.



iv.	Un fondo integrado por los recursos de los trabajadores nacidos en 1990 y los nacidos con posterioridad a este año.



Esta división etaria tiene fundamento en que: a) no existe una concentración homogénea de afiliados y sus respectivas edades en las operadoras de pensiones; b) la cantidad de afiliados al ROP y sus saldos acumulados, son dos conceptos que no son equivalentes en los ejercicios de asignación debido a que existen operadoras con mayor cantidad de afiliados, sin que estos necesariamente cuenten con mayores saldos en sus cuentas. Por lo anterior, se optó por utilizar únicamente el saldo como elemento selector para la definición de los grupos de generaciones, considerando que un mayor nivel de activos implicará una mayor posibilidad de diferenciación de los portafolios; c) la cantidad de afiliados con edades inferiores a los 30 años, cuenta con un nivel bajo de acumulación, reflejo natural del modelo de capitalización individual o contribución definida del ROP; d) la generación de pensionados se encontrará presente en el fondo por un período de al menos 20 años, dada la esperanza de vida promedio de la población costarricense; e) si bien una mayor cantidad de generaciones podría ser deseable para contar con un perfil de riesgo más detallado, el manejo operativo lleva asociado un costo que hace que la reforma pueda resultar inviable; y, f) el agrupamiento por décadas, según las fechas de nacimiento antes indicadas, resulta ser una opción adecuada desde el punto de vista de la asignación de los trabajadores y pensionados a las correspondientes cohortes y del proceso de información y educación de los afiliados y pensionados.



Por otra parte, pudo observarse que, a partir de la segmentación del ROP en cuatro distintos fondos, la composición por edad entre operadoras resultó ser semejante, con lo que las operadoras contarán con una generación joven que represente alrededor de un 10% de los activos del fondo, tomando en cuenta que el mercado local cuenta con limitada oferta de instrumentos de renta variable y que, únicamente, a través de las inversiones en los mercados internacionales, podrán, en el mediano plazo, atenderse los requerimientos de títulos de propiedad de esta generación. 



Los restantes tres fondos generacionales estarán conformados con alrededor de un 30% del activo, cada uno, todo lo cual permitirá que no se produzcan cambios abruptos en la composición actual de las carteras, utilizándose los instrumentos ya disponibles en los portafolios administrados.



10.	La administración general de recursos previsionales, sin diferenciar estrategias de inversión por cohortes etarias, como es el modelo actualmente vigente, no resulta óptimo, ya que con el mismo nivel de aportación es posible alcanzar una mejor tasa de reemplazo. 



En el escenario actual, donde no existen fondos generacionales, un rendimiento moderado de un 3% real por década, durante 40 años de aportación, podría generar una tasa de remplazo de 16,5% con respecto a la proyección del salario.



Según las estimaciones de la Supen, con la implementación de la reforma, se podría pasar de un 16,5% a un 19,8% de tasa de reemplazo, en un horizonte de 40 años, mientras que, en un escenario de inversiones más agresivas, el remplazo del salario podría superar el umbral del 20,0%.



11.	En lo que a población asalariada se refiere, si el ritmo de crecimiento del mercado laboral y la población disminuyen, los flujos proyectados de crecimiento de las generaciones podrían verse comprometidos, con lo que la asignación de trabajadores y pensionados a una determinada cohorte, de las cuatro de referencia, no es, ni puede ser, estática, sino dinámica, con lo que será necesaria, la apertura y cierre de fondos, y el consecuente agrupamiento de los afiliados a los fondos que correspondan, facultad que se estaría otorgando al Superintendente de Pensiones para que pueda realizarlo mediante acuerdo, cuando así se requiera.



12.	La transformación del modelo de gestión de los fondos del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias a fondos generacionales requiere de reformas a acuerdos del superintendente, manuales de información y de cuentas, así como de modificaciones al Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador, al Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual y al Reglamento de Gestión de activos.



i. Reformas al Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador (“Reglamento de apertura y funcionamiento”). 



Además del establecimiento del modelo de cuatro fondos iniciales en el Régimen Obligatorio de Pensiones, el Reglamento de apertura y funcionamiento requiere de aclaraciones y ajustes a algunas de sus disposiciones, considerando el hecho de que fueron emitidas, en su oportunidad, en función de un ROP administrado por cada operadora en un solo fondo.



1.	Dado que actualmente el ROP es administrado en un solo fondo, la reforma introduce un artículo 4ter al reglamento para aclarar que el valor cuota de este régimen se calculará de forma independiente para cada uno de los cuatro fondos iniciales del nuevo modelo de administración del régimen. 



Para la implementación operativa de esta norma, se establece una disposición transitoria que señala que el valor cuota inicial de cada fondo generacional corresponderá al valor cuota del fondo ROP, antes de su segmentación y asignación a cada uno de los fondos generacionales que se crean a través de la reforma al artículo 4 del Reglamento de apertura y funcionamiento.



2.	En lo tocante a las comisiones de administración, la reforma propuesta aclara que será la misma para todos los fondos generacionales del ROP, sin que se admitan comisiones diferenciadas por fondo generacional.



Por otra parte, considerando que el ROP admite la bonificación de comisiones de administración al afiliado sobre la base de la permanencia en la operadora, según la regulación vigente, se establece que esta se contabilizará a partir de la permanencia en el respectivo fondo, no en la operadora. De forma que, si el afiliado se encuentra adscrito a dos distintos fondos, por su condición de trabajador activo y de beneficiario de una pensión en este régimen, la bonificación de comisiones se contabilizará de forma independiente para cada uno de ellos, eliminándose la posibilidad de eventuales arbitrajes regulatorios.



La reforma al artículo 37 bis del Reglamento de apertura y funcionamiento, tocante a la bonificación de comisiones de administración, es aprovechada para ordenar y clarificar sus disposiciones, en particular respecto del momento en que se contabiliza la permanencia del afiliado y pensionado al ROP, cuando adquiera productos de acumulación y de desacumulación, ya que la norma vigente no lo establece.



3.	En lo concerniente al ejercicio del derecho de los afiliados de trasladarse a otra operadora, mediante el artículo 6 del acta de la sesión del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en 1725-2022, celebrada el 18 de abril del 2022, publicado en el diario oficial La Gaceta No. 77 del 28 de abril del 2022, se acordó modificar el párrafo primero del artículo 102 para que el plazo de permanencia mínima en una misma entidad, exigido para que los afiliados puedan ejercer este derecho, fuera de seis meses calendario en una misma entidad, en vez del plazo de un mes, previamente vigente.



La modificación del artículo 102, antes comentada, se fundamentó en que, para ese momento, se había venido observado un incremento considerable de transferencias entre operadoras, respecto de los años precedentes. Estas transferencias de afiliados entre operadoras habían alcanzado alrededor de dos y media veces las llevadas a cabo durante todo el 2021 en el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias y el Fondo de Capitalización Laboral, producto de las volatilidades que estaban presentándose en el mercado locales y los mercados internacionales, estimándose que estos traslados, en las condiciones entonces prevalecientes, contaban con el potencial de generar consecuencias patrimoniales negativas sobre los afiliados al Régimen Obligatorio y Voluntario de Pensiones Complementarias, así como del Fondo de Capitalización Laboral.



Para el mes de agosto de 2023, se cuenta con evidencia empírica de que la crisis que sufrieron los mercados financieros a nivel global, particularmente durante el 2022, está siendo gradualmente superada, acercándose el valor de las inversiones de los fondos administrados por las operadoras al observado a inicios del año anterior. Con ello, la justificación para mantener la permanencia en seis meses en una misma operadora ha ido perdiendo sustento, sin que se considere conveniente mantenerla más tiempo del que fue requerido en su momento, debido a que puede incentivar el pago de comisiones por parte de estas últimas en favor de los agentes promotores, al producirse una garantía de permanencia de, al menos, dicho plazo en las operadoras de pensiones. 



En consideración a lo anterior, se propone restablecer el plazo de un mes, vigente con anterioridad a la reforma aprobada en abril de 2022, considerando que esto alinea de mejor manera la regulación a los incentivos que pueden afectar la permanencia de los afiliados en las entidades autorizadas.



4.	Adicionalmente, las disposiciones que regulan el ejercicio del derecho de los afiliados a transferirse de operadora requieren también ser aclaradas en el sentido de que, si un afiliado es a la vez un trabajar activo y beneficiario de una pensión en el ROP, en los términos definidos en el artículo 2 del Reglamento de Beneficios del Régimen de Capitalización Individual, la libre transferencia hacia otra operadora podrá realizarse de forma independiente, es decir, el afiliado podrá mantener los recursos de acumulación o desacumulación del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias en una misma operadora o en dos distintas, considerando que se trata de dos productos distintos.



5.	Uno de los pilares fundamentales sobre los que descansa la propuesta de fondos generacionales es la planificación y asignación de las inversiones en función de la edad o la condición de pensionado en el régimen, así como de la permanencia en el fondo hasta que los trabajadores activos se pensionen o fallezcan, escenario que permitiría optimizar los rendimientos de los fondos del ROP. En todo caso, considerando el marco legal, con excepción de los afiliados y pensionados que integrarían el fondo de los nacidos con anterioridad al año de 1969, inclusive, -excepción prudencial, dado el limitado número de años disponible en estos casos para sobrellevar eventos de volatilidad económica y financiera y la materialización de los riesgos asociados a los mismos-, se establece la posibilidad de que los afiliados puedan trasladarse a otro fondo distinto al que por su año de nacimiento le corresponde por defecto, cada cinco años, siempre y cuando el traslado se realice hacia el fondo integrado por la cohorte etaria de mayor o menor edad, inmediatas al fondo al cual regulatoriamente se encuentran asignados los afiliados.



Desde una perspectiva prudencial, el plazo de cinco años tiene su fundamento en que, permitir el traslado de los afiliados entre fondos generacionales dentro de un plazo menor: (i) abre la posibilidad de “corridas” de afiliados de un fondo a otro ante situaciones coyunturales de mercado, en perjuicio de los afiliados del fondo de origen que no puedan o deseen trasladarse, los cuales podrían estar asumiendo la materialización de riesgos de liquidez en este escenario; (ii) sacrifica la rentabilidad de los fondos ante la necesidad de calzar plazos con instrumentos de corto plazo para cubrir los traslados;  (iii) incentiva la posibilidad de malas prácticas comerciales, alentándose la libre transferencia de los afiliados con limitada educación financiera hacia fondos con un perfil de riesgo distinto al recomendado de acuerdo a la edad y al modelo de ciclo de vida planteado; y, finalmente, (iv) el plazo de cinco años resulta coincidente con la planificación estratégica de las inversiones de los fondos del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias administrados por las operadoras de pensiones complementarias, que se sitúan entre tres y cinco años.



6.	En lo concerniente a la información que deben recibir los afiliados y pensionados a través de los estados de cuenta, el estado de cuenta deberá corresponder al fondo generacional al cual se encuentra adscrito el afiliado en este régimen y, si afiliado se encuentra afiliado a más de uno, dada su doble condición de trabajador activo y beneficiario de una pensión por sobrevivencia de este régimen, la información de cada fondo deberá presentarse de forma separada.



ii.	Reformas al Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual.



1.	El Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual establece que los fondos de desacumulación se administrarán en un fondo separado a los de acumulación,  norma disonante con el esquema de fondos generacionales, ya que la propuesta establece la administración conjunta de los recursos de acumulación y desacumulación en el fondo correspondiente a la cohorte de más edad de entre las cuatro seleccionadas (Fondo A), circunstancia que hace necesario el ajuste de esta disposición contenida en el reglamento antes citado. 



En línea con lo anterior, por innecesario y por congruencia, al estar contemplada la administración conjunta de los recursos de ambos productos en el citado régimen, en el citado Fondo A, debe dejarse sin efecto el Transitorio I de este reglamento, mismo que posibilita la administración conjunta de los recursos de acumulación y desacumulación del ROP, en el único fondo de este régimen regulatoriamente actualmente previsto, hasta el 31 de diciembre de 2024.



2.	Es necesario reformar el último párrafo del artículo 5 del Reglamento de Beneficios del régimen de capitalización individual, para aclarar que solo las pensiones que otorgue el Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias pueden otorgarse en dólares, siempre que se originen en planes de pensión denominados en esa moneda. Esto no es posible en el caso del ROP, debido a que la posibilidad de que existan fondos de beneficios en dólares en este régimen se eliminó en 2021, con la derogatoria del artículo 41 de ese mismo reglamento.



iii.	Reformas al Reglamento de gestión de activos.



1.	Además de la inclusión de nuevas definiciones atinentes a los fondos generaciones del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, tal como resultan ser los conceptos de “Clases de activos”, “Error de seguimiento”, “Estrategias de inversión del ROP”, “Reasignación de activos”, “Tasa de reemplazo” y “Trayectoria”, se aclara la definición de “Cobertura”, según lo señalado en el antepenúltimo párrafo del artículo 63 de la Ley de Protección al Trabajador, para que quede acotada a los derivados de cobertura regulatoriamente admitidos, sea, los dirigidas a cubrir los riesgos de precio, tasa de interés o tipo de cambio.



2.	El nuevo esquema de administración del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias a través de fondos generacionales requiere de previsiones, nuevas actividades y obligaciones que las operadoras de pensiones deben llevar a cabo, por lo que es necesario modificar:



a.	Los principios rectores de la planificación de las inversiones y los componentes mínimos de la política de inversión de los fondos, para que se incluya la trayectoria de las inversiones, así como las desviaciones a esta última para lograr cumplir con el objetivo de rentabilidad y tasa de reemplazo declarados por las operadoras para cada fondo generacional.



b.	Las disposiciones aplicables a los requisitos de la política de inversión de los fondos, para que, en el caso de los generacionales, se incluya; i. el objetivo de rentabilidad/riesgo; ii. el uso de derivados de cobertura o los métodos alternativos o complementarios para que los riesgos de tasa, precio y tipo de cambio de los fondos queden cubiertos; y, iii. la trayectoria de inversión para cada fondo, a partir de un ejercicio de optimización, donde deben tomarse en cuenta la tasa de reemplazo objetivo; las características demográficas; las densidades de cotización del fondo; los ajustes periódicos en la composición de las clases de activos financieros, desde el inicio hasta la extinción de cada uno de los fondos generacionales. De igual manera, las medidas que deben tomarse ante las desviaciones en la trayectoria de las inversiones y tasa de reemplazo, así como para la comunicación de estas circunstancias a los órganos de dirección.



c.	El establecimiento del deber del Comité de Inversiones de asesorar al órgano de dirección en la definición de los objetivos de rentabilidad y la tasa de reemplazo; la asignación estratégica de los activos; las estrategias de inversión; y las trayectorias de cada fondo generacional del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, necesarias para lograr el objetivo de tasa de reemplazo declarada por las operadoras; y la aprobación de las metodologías para el uso de derivados de cobertura, además de la aprobación de los manuales de procedimientos de inversión contenidos actualmente en el reglamento.



d.	En protección a los recursos de los afiliados y pensionados, y para una mejor gestión del riesgo de los fondos, se establece la obligación de justificar, de forma técnica y documentada, la decisión del órgano de dirección de no utilizar instrumentos derivados para cubrir el riesgo de tipo de cambio por debajo del umbral del 50% indicado en el artículo 15 del Reglamento de gestión de activos, así como los riesgos de tasa de interés y precio, y, en el escenario de esta decisión fundamentada, la necesaria implementación de los mecanismos o instrumentos alternativos al uso de este tipo de instrumentos de cobertura e, independientemente de lo anterior, la medición y el seguimiento periódico a las exposiciones de los fondos a dichos riesgos.



3.	En lo concerniente al régimen de inversión, la reforma plantea varias modificaciones de relevancia al Reglamento de gestión de activos:



a.	Para mejorar el estándar regulatorio y de supervisión que actualmente resulta de aplicación, se elimina la posibilidad de que las entidades reguladas puedan realizar transacciones en mercados extranjeros que pertenezcan a países que son miembros ordinarios de la Organización Internacional de Comisiones de Valores (IOSCO) para que, en lo sucesivo, ello pueda realizarse, exclusivamente, en mercados regulados y supervisados que operen en los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), que cuenten con una calificación de riesgo soberano de grado de inversión otorgado por una calificadora de riesgos internacional con reconocimiento en el mercado, que realice calificaciones de riesgo soberano en los países miembros de dicha organización; y que, adicionalmente, se encuentre autorizada por el regulador del mercado correspondiente.



b.	Los fondos de pensiones tampoco podrían invertir en participaciones o valores cuyos subyacentes se encuentren regulatoriamente establecidos como inversiones prohibidas o no autorizadas, por ejemplo, los derivados utilizados con fines especulativos y no como instrumentos de cobertura de riesgos.



c.	Se simplifica la normativa contenida en este reglamento referente a los valores, su clasificación y límites, eliminándose, por no corresponder a prácticas internacionales, su división en niveles (Nivel 1, Nivel 2 y Nivel 3), de acuerdo al grado de complejidad asociado, para que la clasificación obedezca, en adelante, a la clase o tipo de activos que es el estándar internacionalmente utilizado.



En concordancia con lo anterior, se elimina del artículo 80, el cual regula la inversión del capital mínimo de funcionamiento de las entidades, la referencia a los instrumentos financieros de deuda Nivel I.



d.	Con el objetivo de no limitar las posibilidades de inversión en renta variable, una vez se hayan alcanzado los límites establecidos para los valores extranjeros, se elimina el límite de hasta un 25% en títulos representativos de propiedad Nivel I, no solamente porque se prescinde de esta clasificación sino porque, además, este límite se amplía en la misma proporción que el límite de inversiones en valores extranjeros.

 

e.	Se mejora la regulación referente a la posibilidad de que los fondos puedan invertir en participaciones o emisiones de fondos de desarrollo de proyectos o de vehículos de propósito especial para el desarrollo de infraestructura pública o privada, para que  los gestores procuren que se hayan cumplido las condiciones precedentes requeridas para dar la orden de inicio de las obras y que se cuente con flujos financieros que respalden la recuperación de las inversiones o una garantía idónea que mitigue el riesgo de impago. Actualmente es requerido, únicamente, que se haya “…superado la etapa de definición de factibilidad y se cuente con los permisos y estudios necesarios para iniciar obras.”



f.	Por constituir el núcleo esencial de los fondos generacionales, se establecen las transiciones de las combinaciones de títulos de deuda y títulos representativos de propiedad para cada fondo, con el fin de establecer parámetros generales que incentiven la modificación de la estructura de las inversiones de los fondos a lo largo del tiempo, de acuerdo con el modelo de fondos generacionales, en donde, conforme la cohorte del respectivo fondo envejece, se reduzca el peso de las inversiones en títulos representativos de propiedad, que son, en principio, más volátiles.



g.	Se clarifican en el reglamento los costos imputables al fondo y a las entidades, señalándose que los costos de las coberturas por el uso de derivados las asume el fondo, tomándose en cuenta, no solamente la práctica internacional en este sentido, sino que las mismas deben ser utilizadas como parte de la gestión que realizan las entidades reguladas para cubrir los riesgos de tasa de interés, tipo de cambio y precio de los valores que componen los fondos que administran. 



Por otra parte, se elimina la posibilidad de cargar a los fondos las comisiones que se pagan a los administradores externos contratados por las entidades reguladas ya que, además de resultar opacas para los afiliados, la realización de las inversiones, así como las actividades relacionadas a ellas, se encuentran cubiertas por las comisiones de administración que los afiliados pagan a los gestores sin que, tampoco, dichas comisiones se encuentren reguladas, como es el caso de las ordinarias que cobran las entidades autorizadas a sus afiliados y pensionados, quedando a la libre voluntad de las partes la determinación de los montos a pagar por este tipo de servicios.



h.	Respecto del folleto informativo a que se refiere el artículo 75 del reglamento, al cual debe poder acceder el afiliado a través del estado de cuenta que les remiten las operadoras de pensiones, se establece la obligación de que se incluya, entre otros aspectos, la representación gráfica de la trayectoria de las inversiones de los fondos generacionales del ROP (conocida en inglés como glide path) y la comparación entre los porcentajes de la trayectoria de inversión y la cartera de cada fondo generacional.



i.	Se mejoran y aclaran las disposiciones del reglamento relativas a la contratación directa de los servicios de custodia internacional para los fondos administrados por las entidades reguladas, a los efectos de clarificar el derecho interno que les resulta aplicable, con fundamento en lo siguiente:



i.	La jurisprudencia de la Sala Constitucional se ha referido a que la actividad que realizan, en este caso, las entidades reguladas y supervisadas por la Superintendencia de Pensiones, no constituye una actividad comercial ordinaria “…pues su actuación incide directamente en la estabilidad económica del país y ello a su vez se refleja en la situación política y social del mismo. De ahí que se deban imponer reglas de comportamiento a los agentes financieros, con el fin de prevenir que incurran en riesgos excesivos y a garantizar la solvencia y la liquidez de éstos y así, del sistema en general.” Condición que, en ejercicio de la potestad normativa que la ley otorga al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero “…puede legítimamente aprobar regulaciones derivadas de las relaciones de sujeción especial que se originan en la actividad financiera, la cual se concreta entre las Superintendencias Generales (de Entidades Financieras, de Valores y de Pensiones) y las entidades, públicas y privadas que se dedican a esta actividad (entes fiscalizados), esto es, los bancos, los puestos de bolsa, y las operadoras de pensiones, en tanto requieren de una autorización de parte de la Administración para poder dedicarse a esta actividad.” (Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución No. 2010001648 de las catorce horas y cincuenta y dos minutos del veintisiete de enero de 2010).



La jurisprudencia constitucional no ha reconocido un orden jurídico parcial derivado del poder de policía de la Administración respecto del ejercicio de los derechos fundamentales aun cuando, en algunos supuestos, es necesaria la autorización administrativa respectiva. Desde esta perspectiva, esta autorización constituye solamente la remoción de una limitación a un derecho que la Administración no ha concedido, por su carácter de libertad pública o derecho fundamental prexistente, como un acto de control sobre un derecho originario. No obstante ello, tratándose de las llamadas relaciones de sujeción especial, “…se ha reconocido la potestad normativa e interventora de la Administración, a fin de la lograr la consecución de los fines públicos encomendados a esa entidad, de manera que se ha entendido que se trata de un ordenamiento sectorial, en tanto está dirigido a aquellos sujetos que tienen un vínculo jurídico con la Administración Pública (relación jurídico administrativa) derivado de un acto o contrato administrativo  de duración –a largo plazo– (artículo 14.2 de la Ley General de la Administración Pública) [Sentencia número 9236-99, supra citada.]..” (Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución No. 2007-002939 de las nueve horas y cuatro minutos de 2007).



ii.	Con fundamento en el artículo 43 de la Constitución Política de Costa Rica y la Ley Modelo de la Comisión Nacional de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, se emitió la Ley No 8937, Ley sobre el Arbitraje Comercial Internacional, dotada de naturaleza jurídica especial y, por consiguiente, sobreponiéndose, a la general Ley No 7727, Ley de Resolución Alternativa de Conflictos y Promoción de la Paz Social. 



A partir de las disposiciones contenidas en la Ley sobre el Arbitraje Comercial Internacional, se han desarrollado procesos de arbitraje donde los Principios de UNIDROIT constituyen un insumo base para la resolución de los conflictos, por lo que resulta adecuado interpretar que dichas reglas están cubiertas por un fuero de compatibilidad con el ordenamiento local (véase la Resolución de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia No. 05-000097-0004-AR del 23 de marzo de 2006 [Alterra vs CETAC] y  el Laudo del 30 de abril, 2001. Arbitraje Ad Hoc entre una empresa francesa y una compañía costarricense, basado en un procedimiento de Licitación Pública para la construcción y explotación de los centros de revisión técnica de vehículos en régimen de exclusividad).



Los principios del Instituto Internacional para la Unificación del Derecho Privado (UNIDROIT) que, entre otros, tienen como objetivo interpretar o complementar el derecho nacional, establecen, en su artículo 1.4 que: “Estos Principios no restringen la aplicación de normas de carácter imperativo, sean de origen nacional, internacional o supranacional, que resulten aplicables conforme a las normas pertinentes de derecho internacional privado”.



Además, el artículo 18 del Código Civil señala que “La exclusión voluntaria de la ley aplicable y la renuncia a los derechos en ella reconocidos, sólo serán válidas cuando no contraríen el interés o el orden público no perjudiquen a terceros.”



La Ley de Protección al Trabajador “…es de orden público e interés social…”, según reza su propio artículo 1, por lo que no es jurídicamente factible que una entidad regulada por la SUPEN pueda renunciar voluntariamente a sus estipulaciones, en particular, cuando contrata los servicios de custodia de los valores y el efectivo  propiedad de los afiliados y pensionados, entidades que se encuentran vinculadas a la Superintendencia de Pensiones por una relación de sujeción especial que da fundamento a la aprobación de este tipo de contratos, según señala el artículo 66 de la Ley No.7983. 



En consideración a lo anterior, la reforma establece que los contratos de custodia que suscriban directamente las entidades reguladas con custodios internacionales domiciliados en el exterior, deben cumplir con los principios establecidos en la Ley No. 7983, Ley de Protección al Trabajador, entre los cuales se encuentran la necesaria identificación de los titulares de los valores y el efectivo relacionado y su consecuente separación patrimonial respecto de otros fondos administrados y los recursos propios de los gestores, extendiéndose dicha obligación a los contratos con los sub custodios y depositarios que el custodio contrate o con quien tenga relación comercial; la inembargabilidad de los recursos y la imposibilidad de establecer cargos, multas o penalizaciones a cargo de los fondos administrados por las acciones u omisiones de las entidades supervisadas; la imposibilidad de establecer gravámenes, prendas o garantías de cualquier tipo, sobre los activos de los fondos, con excepción a las permitidas expresamente por la regulación local; la confidencialidad de la información de las cuentas de custodia, los valores y los movimientos de los fondos; la imposibilidad de la entidad de custodia de ceder, total o parcialmente, los derechos del contrato a otra entidad de custodia que no cumpla con los requisitos exigidos; el acceso irrestricto y en tiempo real de la Superintendencia de Pensiones a toda la información de la custodia de los activos de los fondos de los afiliados y pensionados para que pueda ejercer oportunamente sus funciones de supervisión; los mecanismos para el traslado de los valores a otra entidad de custodia en caso de que la relación contractual concluya o porque la entidad de custodia cese voluntariamente de su actividad o se vea imposibilitada a continuar con la prestación del servicio por cualquier motivo, incluyendo la quiebra, las sanciones impuestas por el supervisor de su jurisdicción o las órdenes impuestas por cualquier autoridad judicial que impidan, limiten o afecten la calidad, integralidad o continuidad, total o parcial, del servicio; el suministro periódico de estados de cuenta separados para cada fondo administrado por la entidad supervisada; la obligación de que la cesión total o parcial de los derechos del contrato que haga la entidad de custodia o cualquier modificación que se llegue a realizar al contrato, deberá contar con la aprobación de la Superintendencia de Pensiones; y, finalmente, los riesgos operacionales a que puedan verse expuestos los valores y efectivo propiedad de los afiliados y pensionados con ocasión de la ejecución del contrato.



dispuso:



aprobar, conforme el texto que se presenta de seguido, la reforma a los siguientes reglamentos: Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador, Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual y Reglamento de gestión de activos.



I.	Reformas al Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador



1)	Se agrega a partir del segundo párrafo del Artículo 4. De la administración, el siguiente texto para que se lea de la siguiente forma:



“Artículo 4. De la administración



(…)



Los recursos del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias serán administrados por cada operadora de pensiones complementarias en los siguientes fondos generacionales:



i.	Fondo A



Fondo integrado por los recursos de los trabajadores nacidos en 1969 y los nacidos con anterioridad a este año, así como por los pensionados del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias.



ii.	Fondo B



Fondo integrado por los recursos de los trabajadores nacidos entre el año 1970 y el año 1979.



iii.	Fondo C



Fondo integrado por los recursos de los trabajadores nacidos entre el año 1980 y el año 1989.



iv.	Fondo D



Fondo integrado por los recursos de los trabajadores nacidos en 1990 y los nacidos con posterioridad a este año.



La pertenencia a cada uno de los anteriores fondos es obligatoria. 



Con excepción de los afiliados y los pensionados del Fondo A que no podrán trasladarse a ningún otro fondo, los afiliados a los demás fondos generacionales únicamente podrán trasladarse cada cinco años:

 

a. Al fondo integrado por la cohorte etaria de mayor edad inmediato al fondo al que se encuentran afiliados.



b. Al fondo integrado por cohorte etaria de menor edad inmediato al fondo al que se encuentran afiliados.



Los afiliados que se trasladen de fondo deberán firmar una declaración donde indiquen expresamente que le ha sido explicado por la operadora y que ha comprendido los riesgos que asume y los efectos que estos pueden tener en su saldo final. 



c. Si el afiliado realiza un traslado de operadora, será asignado al fondo que por su año de nacimiento le corresponde en la operadora de destino, donde deberá permanecer, al menos durante cinco años, para poder trasladarse a otro fondo, según lo indicado en los anteriores acápites a) y b).



d. Los recursos de los registros erróneos se asignarán al Fondo A de la operadora que corresponda, al igual que los afiliados respecto de los cuales no se haya podido determinar la fecha exacta de nacimiento. En este último caso, una vez se haya acreditado la fecha de nacimiento, el afiliado será asignado al fondo que le corresponda, según su edad.



El Superintendente de Pensiones podrá, mediante acuerdo, cerrar o crear nuevos fondos, de acuerdo con la evolución demográfica de la población trabajadora, el crecimiento de los activos y los cambios que sufra el mercado laboral, asignando a los afiliados o pensionados de los fondos que se cierren a otros fondos.



(…)”



2)	Se adiciona un artículo 4ter, para que se lea de la siguiente forma:



“Artículo 4ter. Valor cuota



El valor de las cuentas individuales de los afiliados y los pensionados en los fondos de pensiones y de capitalización laboral estará representado por cuotas. Las cuotas tendrán un valor uniforme entre sí y se calcularán diariamente, según se establezca en el Manual de información de los regímenes de capitalización individual.



El valor cuota del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias se calculará de forma independiente para cada uno de los fondos generacionales previstos en el artículo 4 de este reglamento.”



3)	Se reforma el inciso a. del artículo 6 para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:



“Artículo 6.  De los planes de acumulación



Los planes ofrecidos por las entidades autorizadas serán clasificados de la siguiente manera:



a. Planes individuales de acumulación para pensión obligatoria



Las condiciones de estos planes serán las establecidas por la ley No. 7983, Ley de Protección al Trabajador, los reglamentos emitidos por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, así como por los acuerdos dictados por el Superintendente de Pensiones.



(…)”



4)	Se reforma el párrafo primero y el inciso 2 del artículo 37 para que, en lo sucesivo, se lean de la siguiente forma:



“Artículo 37.  De la comisión por administración



La comisión por administración deberá ser la misma para todos los afiliados pertenecientes a un mismo fondo, sin perjuicio de las bonificaciones a que puedan tener derecho.



La comisión por administración de los fondos administrados por las entidades autorizadas se regirá por las siguientes reglas:



(…)



2. Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias 



La base de cálculo de la comisión será un porcentaje del saldo administrado definido, este último, como la diferencia entre el activo total y el pasivo total.



El límite máximo de comisión que las entidades podrán cobrar a los afiliados y pensionados de cada uno de los fondos generacionales del Régimen Obligatorio de Pensiones será de un 0.35% anual sobre la base de cálculo indicada en el párrafo anterior.”



(…)”



5)	Se reforma el artículo 37 bis para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:



“Artículo 37 bis. De las bonificaciones 



Las entidades autorizadas podrán contar con un esquema de bonificaciones aplicable al correspondiente fondo del Régimen Obligatorio y Voluntario de Pensiones Complementarias, así como al Fondo de Capitalización Laboral, bajo su administración. 



1. Condiciones generales



i) El esquema de bonificaciones permitirá al afiliado o pensionado, gozar de un reintegro en su cuenta de capitalización individual de una proporción de las comisiones de administración pagadas a la entidad autorizada. El reintegro deberá realizarse en el mismo periodo de cobro de la comisión respectiva.



ii) La base de la bonificación será determinada por las entidades considerando la estructura de comisiones del fondo, sin que pueda ser mayor a la comisión de administración vigente.



iii) La bonificación a las comisiones cobradas deberá ser registrada, de manera independiente, en la cuenta del afiliado o pensionado, previo cumplimiento de los criterios definidos en el esquema aprobado.



iv) La bonificación de las comisiones deberá aplicarse a los afiliados o pensionados en condiciones de igualdad, de conformidad con los criterios definidos en el esquema de bonificación previamente aprobado.



v) Para los planes individuales de acumulación y de beneficios únicamente se autorizará un esquema de bonificaciones para cada fondo administrado



vi) La base de cálculo de la bonificación deberá corresponder a la estructura de comisiones aprobada para cada fondo.

 

En la contratación de los planes colectivos de acumulación del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, los contratantes podrán acordar con la operadora esquemas de bonificación particulares para cada plan, considerando sus características.



vii) La solicitud de aprobación de bonificaciones deberá incluir la fórmula de cálculo, de forma tal que la bonificación pueda explicarse por sí misma de forma sencilla, llana y clara.



viii) La periodicidad con la que se realizará el cálculo de las bonificaciones será mensual y deberá aplicarse al cierre de cada mes. La bonificación de las comisiones deberá registrarse en las cuentas de capitalización individual el último día del correspondiente mes.



ix) El esquema de bonificaciones deberá contener el tratamiento que se dará a los afiliados o pensionados que no cumplan con períodos completos, según la periodicidad definida, bien sea por cumplimiento de requisitos en períodos intermedios o por la salida de recursos antes de finalizar el plazo establecido para la determinación de la bonificación.



x) En caso de fusiones de entidades autorizadas, la entidad prevaleciente o la nueva entidad resultante, en caso de no contar con un esquema de bonificaciones aprobado, podrá aplicar a todos sus afiliados o pensionados, los esquemas de bonificación de comisiones que le hubieren sido aprobados a las entidades que desaparecen, o solicitar modificaciones sobre la base de dichas autorizaciones.



xi) En caso de que una entidad autorizada se extinga por causa de un proceso de fusión, la entidad resultante deberá respetar la antigüedad acumulada de los afiliados o pensionados de la entidad que desaparezca cuando la prevaleciente cuente con un esquema de bonificación de comisiones que considere la antigüedad como requisito para su disfrute.



xii) En caso de fusiones por absorción, si tanto la entidad prevaleciente como la absorbida cuentan con esquemas de bonificaciones aprobados, la entidad prevaleciente, podrá aplicar a todos sus afiliados o pensionados cualquiera de ellas, o bien, solicitar modificaciones sobre la base del esquema que seleccione. En dicho caso deberá comunicar a la Superintendencia, en la propia solicitud de fusión, el esquema que aplicará, en el entendido de que si algún afiliado o pensionado se ve afectado producto de la disminución en la bonificación que originalmente disfrutaba, podrá solicitar la libre transferencia o traslado por concepto de aumento de comisiones.



xiii) Los afiliados deberán ser amplia y suficientemente informados, por los medios que estime la Superintendencia de Pensiones, de las condiciones en que dichas bonificaciones se aplican.

	

2. Bonificaciones de comisiones del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias



Tratándose del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias y del Fondo de Capitalización Laboral, las operadoras y entidades autorizadas, respectivamente, podrán establecer esquemas de bonificaciones, cuando se condicionen, únicamente, a la permanencia del afiliado o pensionado.



3. Bonificaciones de comisiones de administración del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias



Las operadoras podrán establecer esquemas de bonificaciones al Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, cuando se condicionen a la permanencia del afiliado o pensionado en el fondo y el cumplimiento de aportes, o bien, se condicionen a la permanencia del afiliado o pensionado en el fondo y el mantenimiento de saldos mínimos.



4. Bonificación de comisiones en los planes de acumulación y beneficios del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias y de beneficios del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias



Salvo que el esquema de bonificaciones aprobado por la SUPEN establezca lo contrario, la bonificación de comisiones en los planes de acumulación y beneficios en el Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias y la de beneficios en el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias que el afiliado o pensionado haya suscrito con una misma operadora se determinará, en forma separada e independiente, para cada contrato o producto.

 

5. Contabilización de los saldos mínimos y la permanencia



i) Contabilización de los saldos mínimos

 

La contabilización de saldos mínimos se realizará por fondo, según el esquema de comisiones aprobado para cada uno de ellos.



Tratándose de contratos colectivos, el mantenimiento de saldos mínimos administrados, como condición requerida para el disfrute de la bonificación de las comisiones de administración, se contabilizará en forma colectiva, sea, como la sumatoria de todas las cuentas individuales del colectivo, debiendo aplicarse en forma individual para cada afiliado.



ii) Contabilización de la permanencia



La permanencia o antigüedad en la operadora para el Fondo de Capitalización Laboral y el Régimen Voluntario se contabilizará individualmente a partir del primer aporte realizado en cada cuenta en particular, sin que la misma pueda ser menor al plazo establecido para ejercer la libre transferencia.



En el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, la permanencia se contabilizará por fondo generacional. Si el afiliado se encuentra adscrito a dos distintos fondos en la misma operadora, por su doble condición de trabajador activo y de beneficiario de una pensión de este régimen, la permanencia se contabilizará por fondo de manera independiente, a partir de la fecha de afiliación ante el SICERE o a la de la firma del contrato de beneficios, respectivamente, salvo que el esquema de bonificaciones aprobado por la SUPEN establezca lo contrario.”



6)	Se reforma el párrafo primero del artículo 102 para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:



“Artículo 102. De los requisitos



Todo afiliado al Régimen Obligatorio y Voluntario de Pensiones Complementarias, al Régimen de Capitalización Laboral y al de Ahorro Voluntario podrá, libremente y sin costo alguno, ejercer el derecho a transferirse hacia otra entidad autorizada, una vez haya cumplido con una permanencia mínima de un mes calendario, en condición de afiliado, en una misma entidad.



(…)”



7)	Se agrega un párrafo sexto y un párrafo séptimo al Artículo 105. De las condiciones del traslado, que se leerán de la siguiente forma:



“Artículo 105.  De las condiciones del traslado



“(…)



El ejercicio de la libre transferencia o traslado de los afiliados o pensionados, respectivamente, del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, conllevará el traslado hacia la entidad de destino de la totalidad de los recursos habidos en su cuenta individual. No obstante lo anterior, si por su doble condición de trabajador activo y de beneficiario de una pensión por sobrevivencia de este régimen, el afiliado mantiene recursos en distintos fondos generacionales, el ejercicio de la libre transferencia hacia otra operadora para la administración de los recursos de acumulación o de desacumulación, podrá ser ejercida de forma independiente.



Una vez recibidos los recursos por la entidad de destino, esta deberá asignarlos al fondo del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias que corresponda, según la edad del afiliado y/o su condición de pensionado o beneficiario de una pensión.”



8)	Se reforma en artículo 143 para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:



“Artículo 143. De la información a los afiliados



Al menos cada seis meses, las entidades autorizadas deben enviar un estado de cuenta a los afiliados que contendrá, como mínimo, el saldo a la fecha, los rendimientos obtenidos, las comisiones de administración cobradas y los aportes realizados. 



Si las entidades autorizadas deciden remitir estados de cuenta con una mayor periodicidad a la anteriormente indicada, la información deberá corresponder al último semestre de la fecha de corte y cumplir con todos los requisitos exigidos a los estados de cuenta semestrales.



Independientemente del plazo antes mencionado, la información deberá estar disponible para el afiliado cuando, en cualquier momento, éste la solicite.



En el caso de los fondos generacionales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, la información indicada en el párrafo primero de este artículo corresponderá al fondo generacional al que se encuentre afiliado el destinatario, según su edad o de su condición de pensionado o beneficiario de una pensión. 



Si el afiliado cuenta con recursos en más de un fondo generacional, dada su condición de trabajador activo y de beneficiario de una pensión por sobrevivencia, el estado de cuenta deberá desglosar la información correspondiente a cada fondo, de forma separada. 



Los estados de cuenta deben cumplir con los lineamientos establecidos mediante acuerdo del Superintendente de Pensiones.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 33 de este Reglamento, los estados de cuenta deben indicar la proyección de una pensión calculada según se establezca mediante acuerdo del Superintendente de Pensiones.”



9)	Por orden y claridad, se derogan las siguientes disposiciones transitorias:



i.	“Transitorio. Libre transferencia



La aplicación del artículo 102 de este Reglamento regirá seis meses después de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta”.



ii.	“Transitorio.



La modificación del plazo de permanencia para ejercer la libre transferencia entrará a regir un mes después de su publicación en el diario oficial La Gaceta.”



iii.	“Transitorio. Plazo de permanencia mínimo para el ejercicio de la libre transferencia



El plazo de permanencia mínima de seis meses en una misma entidad autorizada, indicado en el artículo 102 del Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador como requisito para que los afiliados ejerzan, de forma ordinaria, el derecho a transferirse libremente de entidad autorizada, entrará en vigencia el día dieciséis de mayo del año en curso.”



II.	Reformas al Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual



1)	Se reforma el último párrafo del artículo 5 para que, en los sucesivo, se lea de la siguiente manera:



“Artículo 5. Modalidades de pensiones complementarias 



(…)



Las pensiones complementarias del RVPC que se originan en planes de pensión denominados en dólares, podrán otorgar sus beneficios en dicha moneda.”



2)	Se reforma el artículo 40 para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:



“Artículo 40. Administración



La OPC deberá revisar y ajustar su pacto constitutivo, si así se requiere, para que contemple la administración de los planes de beneficio.



Los recursos de los distintos productos de beneficio o desacumulación del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias serán administrados en el fondo generacional que establezca el Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador”



3)	Se deroga el Transitorio I. De la Administración.



III.	Reformas al Reglamento de gestión de activos



[bookmark: _Hlk139630856]1)	Se modifica la definición de “Cobertura” del Artículo 3. Definiciones, y se adicionan las definiciones de “Clases de activos”, “Error de seguimiento”, “Estrategias de inversión del ROP”, “Reasignación de activos”, “Tasa de reemplazo” y “Trayectoria”, según el orden alfabético de sus dos primeras letras, para que se lean de la siguiente forma:



“Artículo 3. Definiciones



(…)



“Clases de activos: Constituyen los agrupamientos de instrumentos financieros correspondientes a cada fondo generacional del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias y demás fondos administrados por la entidad.”



“Cobertura: Se entiende por cobertura la posición en el instrumento derivado que permita a los fondos compensar, parcial o totalmente, las variaciones en el precio, la tasa de interés o tipo de cambio del activo o conjunto de activos cubiertos, previamente definidos por la entidad que los administra.”



“Error de seguimiento: indicador que mide la desviación de la trayectoria declarada para cada fondo generacional del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias.”



“Estrategias de inversión del ROP: Acciones planificadas de inversión de los fondos generacionales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias para que cada uno de ellos pueda cumplir el objetivo de tasa de reemplazo y rentabilidad declarados por cada operadora.”



 “Reasignación de activos: Traslado de activos correspondiente a una estrategia de inversión de uno de los fondos generacionales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias a otro fondo generacional de este mismo régimen, dentro de una misma operadora.”



“Tasa de reemplazo: Expresa el porcentaje del ingreso en colones que representa la pensión, respecto del ingreso en colones percibido como último salario por el trabajador activo.”



“Trayectoria: Planificación de las inversiones de un fondo generacional del Régimen Obligatorio de Pensiones derivada de un ejercicio de optimización de sus inversiones, que muestra la combinación por clases de activos, desde una fecha actual hasta la extinción del fondo, asociada a una tasa de reemplazo objetivo.



En la trayectoria de inversión se evidencia la recomposición, a lo largo del tiempo, de las inversiones de los fondos generacionales Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias en valores de deuda y de títulos representativos de propiedad, de mayor a menor riesgo, conforme la cohorte envejece, así como el rendimiento asociado a esta combinación de activos.”



[bookmark: _Hlk109920561]2)	Se reforma el Artículo 5. Principios relativos a la planificación estratégica de las inversiones, para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:



“Artículo 5. Principios relativos a la planificación estratégica de las inversiones



La planificación estratégica de las inversiones será aprobada por el órgano de dirección y, como mínimo, deberá: 



a. Estar planteada en función de las estrategias de inversión, las características de cada fondo y de sus afiliados y pensionados actuales y potenciales; los aspectos demográficos de la población del fondo; y, la magnitud y densidad de las aportaciones de los afiliados al fondo.



La planificación estratégica de las inversiones de los fondos generacionales del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, en adición a lo anteriormente indicado, deberá estar planteada en función del objetivo de tasa de reemplazo declarado y de la rentabilidad necesaria para alcanzarlo.



b. Incluir los objetivos de rentabilidad del portafolio de inversiones de cada fondo. Los objetivos deben ser concretos, alcanzables, cuantificables, definidos técnicamente con base en un ejercicio de optimización, acordes con la realidad, adecuados al apetito de riesgo, así como a las características del fondo y sus obligaciones.



Tratándose del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, además de lo anteriormente señalado, deberá incluir las estrategias de inversión necesarias para alcanzar la tasa de reemplazo declarada para cada uno de los fondos generacionales.



c. Velar porque los activos en los que se inviertan los recursos sean adecuados para cumplir con los objetivos de los fondos de contribución definida y las prestaciones derivadas del diseño del régimen, tratándose de regímenes de beneficio definido.



d. Indicar los plazos para el logro de los objetivos planteados y el proceso para la revisión de su eficacia.



e. Definir la asignación estratégica de activos la cual debe incluir los tipos de inversión que permitan el logro de los objetivos estratégicos, tomando en cuenta: países, monedas, plazos, sectores, clase de activos, sus índices de referencia, niveles de liquidez, tipo de instrumentos, tipo de gestión, fuentes de rentabilidad, trayectoria de inversión, objetivo de rentabilidad necesario para alcanzar el objetivo de tasa de reemplazo declarada para cada uno de los fondos del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, límites y activos que son restringidos para las inversiones de la entidad regulada, entre otros. Todo lo anterior, acorde con la declaración del apetito de riesgo y los criterios de diversificación. 



Las condiciones y requisitos, que deberán cumplir las trayectorias de inversión, el error de seguimiento, sus revisiones, ajustes y periodicidad serán establecidas mediante acuerdo del superintendente. 



f. Indicar los riesgos de las inversiones de los fondos a ser cubiertos, los instrumentos derivados de cobertura a utilizar y la metodología de medición de la efectividad de estos. En el caso de que el órgano de dirección decida no utilizar instrumentos derivados para cubrir el riesgo de tipo de cambio en un porcentaje menor al dispuesto en el artículo 15 de este reglamento, así como los riesgos de tasa de interés y precio, deberá justificarlo técnicamente, documentando esta decisión, la cual deberá ser previamente aprobada por el Comité de Riesgos. En este caso, deberá establecer los mecanismos o instrumentos alternativos al uso de este tipo de instrumentos, así como la medición y el seguimiento periódico a las exposiciones de los fondos a los riesgos.



g. Contemplar las medidas de contingencia a implementar en caso de la materialización de los posibles riesgos, incluidos aquellos generados por crisis surgidas en eventos de riesgo sistémico.”



3)	Se reforma el párrafo primero y los incisos a), e), inciso i, y h) del Artículo 6. Política de inversiones, para que, en lo sucesivo, se lean de la siguiente forma:



“Artículo 6. Política de inversiones 



Los fondos administrados por las entidades reguladas deben contar con una política de inversiones que incluya como mínimo:

 

a. El objetivo de rentabilidad en concordancia con el marco de gestión de riesgos.



En función de las características etarias de los afiliados y de la condición de pensionados que tengan, las políticas de inversión de los fondos del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias deberán incluir: a) el objetivo de rentabilidad/riesgo; y, b) la trayectoria de inversión para cada fondo y los rangos tolerables de desviación.



La trayectoria de inversión podrá modificarse, cuando de forma técnica, fundamentada y documentada, así se acuerde por el Comité de Riesgos y el Comité de Inversiones.  La modificación deberá ser aprobada por el Órgano de Dirección y deberá ser inmediatamente informada a la SUPEN, así como a los afiliados y pensionados.



Tratándose de los fondos de beneficio definido, el objetivo de rentabilidad deberá establecerse, además, en relación con los pasivos del fondo.



(…)



e. Detallar los criterios y los límites para el uso de instrumentos derivados para cobertura e incluir como mínimo lo siguiente:



i. Los instrumentos a utilizar o, en caso de que la entidad haya decidido no utilizarlos, los instrumentos o estrategias alternativas para amortiguar los riesgos de los fondos administrados.



(…)



h. Definir las medidas, procedimientos y plazos que deben de tomarse ante incumplimientos de los límites de inversiones internos y normativos, la trayectoria de las inversiones y las desviaciones de esta respecto de los objetivos de rentabilidad y tasa de remplazo declarados para cada uno de los fondos generacionales del ROP; límites de riesgos, requisitos de inversión y las prohibiciones. Igualmente, deberán establecerse los mecanismos necesarios para informar de manera oportuna al Órgano de Dirección sobre las situaciones anteriormente indicadas.



(…)”



4)	Se reforman los incisos a) y c) del Artículo 11. Funciones del Comité de Inversiones, para que se lea de la siguiente forma:



“Artículo 11. Funciones del Comité de Inversiones



El Comité de Inversiones debe, al menos, cumplir las siguientes funciones:  



a. Asesorar al Órgano de Dirección en la planificación estratégica de las inversiones y en la definición de los objetivos de rentabilidad y tasa de reemplazo; la asignación estratégica de los activos, y las trayectorias de cada fondo generacional del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias.



(…)



c. Aprobar el manual de procedimientos de inversión y las metodologías para el uso de derivados de cobertura.



(…)”



5)	Se reforman los acápites a) y b) del artículo 14 para que, en lo sucesivo, se lean de la siguiente forma:



“Artículo 14. Requisitos para transar en mercados extranjeros



Las entidades reguladas que efectúen transacciones en los mercados extranjeros deben asegurarse de lo siguiente: 



a. Que pertenezcan a países que son miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), el cual debe ser regulado y supervisado por el órgano rector del mercado de valores del país correspondiente. La entidad regulada debe definir los elementos que le permitan validar la eficiencia del mercado considerando su presencia, los años de experiencia, el volumen de activos y la separación de funciones relacionadas con la custodia, la compensación y la liquidación.



b. Las entidades reguladas únicamente pueden realizar operaciones de compra, venta y préstamo de valores en los mercados extranjeros que se definen en este artículo. Estos mercados deben corresponder a países que cuenten con una calificación de riesgo soberano de grado de inversión otorgado por una calificadora de riesgos internacional. La entidad calificadora debe contar con reconocimiento en el mercado, realizar calificaciones de riesgo soberano en los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), y encontrarse autorizada por el regulador del correspondiente mercado.



 (…)”.



6)	Se reforma el artículo 17 para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:



“Artículo 17. Instrumentos para la inversión



Las inversiones de los fondos pueden realizarse en los siguientes tipos de instrumentos locales o internacionales.



a. Títulos de deuda.



i. Deuda individual local



El emisor debe contar con, al menos, una calificación de riesgo entre las tres mayores de la escala de calificación de corto plazo. Su vencimiento no debe ser mayor a trescientos sesenta (360) días.



ii. Deuda estandarizada

  

Salvo en el caso de los valores que, de acuerdo con la normativa costarricense, no se encuentran obligados a calificarse, los instrumentos locales deberán contar con una calificación de riesgo que se encuentre dentro del grado de inversión de la escala de calificación.



Los instrumentos internacionales deben contar con una calificación de riesgo de grado de inversión.



En el caso de instrumentos internacionales de deuda soberana que no cuenten con calificación de riesgo específica, se considerará la calificación de riesgo soberano del país emisor, la cual debe encontrarse entre las tres mejores calificaciones de riesgo de la escala de calificación.



En los procesos de titularización se debe realizar una transferencia real de los activos al vehículo utilizado.



iii. Deuda estandarizada que no es grado de inversión (“High yield”)

 

Títulos que deben cumplir con lo definido para deuda estandarizada, con la excepción de que no requieren contar con una calificación de riesgo grado de inversión. No obstante, las calificaciones de riesgo correspondientes a estos instrumentos deben encontrarse dentro de las dos mejores de la escala inferior al grado de inversión.



iv. Reportos

 

El activo financiero subyacente de estos contratos debe cumplir con las políticas de inversión del fondo.



El compromiso de pago del principal más el interés no podrá exceder los trescientos sesenta y cinco días (365) días. La moneda debe ser aquella en la que esté denominado el subyacente respectivo.



v. Notas estructuradas con capital protegido



 El emisor debe contar con una calificación de riesgo que se encuentre entre las tres mejores de la escala de calificación.



El bono que sirve para asegurar el pago del capital, debe ser un instrumento de deuda que cumpla con todos los requisitos de deuda estandarizada. Además, deben ser emitidos por gobiernos o bancos centrales que cuenten con la mejor calificación de riesgo dentro del grado de inversión.



b. Títulos representativos de propiedad.



i. Títulos accionarios comunes o preferentes.



Deberán estar listados en mercados de valores que cumplan con los requisitos establecidos en este reglamento. Iguales requisitos deberán cumplir los títulos accionarios originados en instrumentos convertibles que contengan esta opción.



ii. Participaciones de fondos o participaciones fiduciarias.

 

Fondos de inversión, fondos mutuos, Exchange Traded Funds (“ETF”), así como valores de contenido patrimonial que emitan los fideicomisos.



Se excluyen los anteriores fondos que, en sus estrategias de inversión, utilicen instrumentos derivados cuyo objetivo sea diferente al criterio de manejo eficiente del portafolio, definido por la UCITS.



Los fondos de pensiones podrán invertir en participaciones o emisiones de fondos de desarrollo de proyectos o de vehículos de propósito especial para el desarrollo de infraestructura pública o privada, cuando se cuente con los estudios de factibilidad y todos los permisos necesarios para las obras. Los fondos deberán procurar que se hayan cumplido las condiciones precedentes requeridas para dar la orden de inicio de las obras y se cuente con flujos financieros que respalden la recuperación de las inversiones o una garantía idónea que mitigue el riesgo de impago. Adicionalmente, la entidad regulada debe tener en cuenta el plazo máximo del fondo y los periodos de inversión y desinversión, así como, la posibilidad de redenciones anticipadas.



iii. Participaciones en fondos de capital de riesgo, considerándose el plazo máximo del fondo y los periodos de inversión y desinversión, así como, la posibilidad de redenciones anticipadas.



Las participaciones de fondos que invierten en acciones privadas (“private equity”), deben ser adquiridas con firmas estructuradoras (conocidas en inglés como “General Partner”), con al menos diez años de experiencia en el mercado internacional y que cuenten con un récord de empresas adquiridas exitosamente.



Las participaciones de fondos de inversión de capital de riesgo locales deberán cumplir con lo establecido en las normas emitidas por el CONASSIF.”



7)	Se adiciona el siguiente texto final al artículo 49, que se leerá de la siguiente forma:



“Artículo 49. Contrato con el custodio



(…)



La aprobación de la Superintendencia de Pensiones de los contratos de custodia de los valores y efectivo de los fondos administrados que las entidades reguladas firmen directamente con custodios internacionales fuera del territorio de Costa Rica, sujetos a la ley del lugar de suscripción del contrato y a la jurisdicción tribunales extranjeros, se circunscribirá a verificar el cumplimiento de los principios y fines establecidos en la ley No. 7983, Ley de Protección al Trabajador y la ley No. 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, entre ellos:



i. La clara identificación de los titulares y la consecuente separación patrimonial de valores y efectivo de cada uno de los fondos propiedad de los afiliados y pensionados. Dicha obligación se extiende a los contratos con los sub custodios y depositarios que el custodio contrate o con quien tengan relación comercial.



ii. Los derechos y obligaciones recíprocas de las entidades supervisadas y del custodio, respecto de la protección y gestión de los valores y el efectivo relacionado, propiedad de los afiliados y pensionados.



iii. La inembargabilidad de los recursos y la imposibilidad de establecer cargos, multas o penalizaciones a cargo de los fondos por las acciones u omisiones de las entidades supervisadas que los administran.



iv. La imposibilidad de establecer gravámenes, prendas o garantías de cualquier tipo, sobre los activos de los fondos, con excepción a las permitidas expresamente por la Ley de Protección al Trabajador y este reglamento.



v. La confidencialidad de la información de las cuentas de custodia, los valores y los movimientos de los fondos administrados.



vi. El acceso irrestricto de la Superintendencia de Pensiones a toda la información de la custodia o la sub custodia de los activos de los fondos de los afiliados y pensionados para que pueda ejercer oportunamente sus funciones de supervisión.



vii. Los mecanismos para el traslado de los valores a otra entidad de custodia en caso de que la relación contractual concluya o porque la entidad de custodia cese voluntariamente de su actividad o se vea imposibilitada a continuar con la prestación del servicio por cualquier motivo, incluyendo la quiebra, las sanciones impuestas por el supervisor de su jurisdicción o las órdenes impuestas por cualquier autoridad judicial o administrativa que impidan, limiten o afecten la calidad, integralidad o continuidad, total o parcial, del servicio.



viii. El suministro periódico de estados de cuenta separados para cada uno de los fondos administrados por la entidad supervisada.



ix. La imposibilidad de la entidad de custodia de ceder, total o parcialmente, los derechos del contrato a otra entidad de custodia que no cumpla con los requisitos exigidos.



x.  La obligación de que la cesión total o parcial de los derechos del contrato que haga la entidad de custodia o cualquier modificación que se llegue a realizar al contrato, deberá contar con la aprobación de la Superintendencia de Pensiones.



xi. Los riesgos operacionales a que puedan verse expuestos, en general, los valores y efectivo propiedad de los afiliados y pensionados con ocasión de la ejecución del contrato.



Los anteriores requerimientos podrán ser suplidos por anexos complementarios, suscritos por las partes contratantes, a los contratos de adhesión o contratos estandarizados que utilicen las entidades de custodia.



Para la aprobación establecida en el artículo 66 de la Ley de Protección al Trabajador, la entidad supervisada deberá aportar el contrato y sus anexos debidamente firmados por cada uno de los representantes de las partes. Las firmas deberán ser autenticadas y apostilladas.



Los contratos redactados en un idioma distinto al español deberán ser traducidos por un traductor oficial. La traducción oficial, para todos los efectos legales que correspondan, así como para el ejercicio de la supervisión que se ejerza sobre el servicio de custodia prestado a las entidades supervisadas, prevalecerá por sobre el tenor del documento o contrato originales objeto de la traducción.”



8)	Se reforma el artículo 54 para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:



“Artículo 54. Custodia local de valores



Los fondos administrados solamente podrán contratar servicios de custodia local a los custodios autorizados para operar en el mercado local, según las normas dictadas por el CONASSIF.

 

Los custodios locales que mantengan un contrato con un custodio internacional y que, a través de éste, brinden el servicio de administración de valores extranjeros a las entidades reguladas, deben asegurarse de que:



i.	Los custodios y sub custodios internacionales cumplan, en todo momento, con los requerimientos y condiciones exigidos en este reglamento para los custodios internacionales de valores. 



Lo anterior debe ser verificado por la entidad regulada a lo largo del tiempo.



ii.	Las entidades reguladas por la Superintendencia de Pensiones no podrán contratar los servicios de custodia internacional de los fondos de pensiones y de capitalización laboral con entidades de custodia locales cuyos contratos con los custodios internacionales no contengan los principios exigidos para las contrataciones directas de los servicios de custodia de las entidades reguladas con entidades de custodia internacional, según el artículo 49 de este reglamento.”



9)	Se modifican los artículos 63 y 64, para que, en lo sucesivo, se lean de la siguiente forma:



“Artículo 63. Costos imputados al fondo

 

En adición a los establecidos por la Ley de Protección al Trabajador, las entidades reguladas únicamente podrán imputar a los fondos administrados, los siguientes costos:



1.	Los costos derivados de los servicios de intermediación para la adquisición y venta de valores en favor de los fondos.



2.	Los costos relacionados con inversiones realizadas en participaciones de fondos y vehículos de inversión.



3.	Los costos de las operaciones realizadas por las entidades reguladas con instrumentos derivados para cubrir los riesgos de precio, tasa de interés y tipo de cambio, en favor de los fondos administrados.



4.	Los costos derivados de las transacciones por la compra y venta de monedas extranjeras.”



“Artículo 64. Costos imputados a la entidad regulada

 

Serán asumidos por las entidades reguladas los costos de los siguientes servicios:



1.	Los correspondientes al servicio de custodia prestado a los fondos administrados.



2.	Los derivados de la contratación y los servicios prestados por los administradores externos.  



3.	Los servicios de asesoría, capacitación, investigación y estudios técnicos.



4.	Los contratos marco para realizar operaciones con derivados financieros OTC (“Over the Counter”).



5.	Todos aquellos que, conforme a la Ley de Protección al Trabajador y el artículo 63 de este reglamento, no puedan ser imputados a cargo de los fondos administrados por las entidades reguladas.



Se exceptúa de lo anterior a los gestores que, por su naturaleza, no cobren ordinariamente de administración al afiliado.”



10)	Se modifica el artículo 66 para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:



“Artículo 66. Cálculo de los límites



Todos los límites establecidos en este reglamento se deben calcular tomando en cuenta la valoración de la posición invertida con respecto al monto del activo total del fondo.



Las entidades reguladas no podrán invertir en valores cuyos subyacentes sean valores prohibidos o no autorizados o en instrumentos derivados que no tengan como finalidad la cobertura de los riesgos señalados en el artículo 63 de la Ley No. 7983.”



11)	Se modifica el artículo 68 para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente forma:



“Artículo 68. Límites por tipo de instrumento  



Los fondos deben cumplir con los siguientes límites máximos: 



a. Títulos de deuda 



i. Hasta un 10% en instrumentos de deuda individual. 



ii. Hasta un 5% en deuda estandarizada que no es grado de inversión (“High yield”). 



iii. Hasta un 5% en préstamo de valores. 



iv. Hasta un 5% en reportos.



v. Hasta un 5% en notas estructuradas con capital protegido.

 

b. Títulos representativos de propiedad



i. Hasta un 15% en participaciones de fondos o participaciones fiduciarias que pueden incursionar en vehículos de inversión relacionados con la administración de inmuebles, la inversión inmobiliaria, bienes raíces y desarrollo de proyectos.   



ii. Hasta un 5% en participaciones de fondos o participaciones fiduciarias que pueden incursionar en fondos de capital de riesgo, incluyendo fondos cuyos subyacentes están constituidos por acciones privadas (“Private equities”). 



iii. Hasta un 5% en fondos y vehículos de inversión financieros locales.



12)	Se adiciona un Artículo 68 bis que se leerá de la siguiente forma:



“Artículo 68 Bis. Límites de inversión de los fondos del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias



Las estrategias de inversión de cada fondo generacional del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias deberán adaptarse en el tiempo, de acuerdo con el ciclo vital de los trabajadores o pensionados que los integran. Responderán al objetivo de rentabilidad declarado en la política de inversión de cada fondo, así como a la planificación y asignación estratégica de las inversiones requeridas para alcanzarlo.



Además de las establecidas en este reglamento, las inversiones de cada fondo del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias deberán cumplir con los siguientes límites internos:



		GENERACIONES

		2024

		2030

		2040

		2050

		2060



		Nacidos en 1969 y con anterioridad

		Deuda: 100%

TRP: 30%

		Deuda: 100%

TRP: 20%

		Deuda: 100%

TRP: 15%

		 

		 



		Nacidos entre los años 1970 y 1979.

		Deuda: 80%

TRP: 40%

		Deuda: 100%

TRP: 30%

		Deuda: 100%

TRP: 20%

		Deuda: 100%

TRP: 15%

		 



		Nacidos entre los años 1980 y 1989

		Deuda: 60%

TRP: 60%

		Deuda: 80%

TRP: 40%

		Deuda: 100%

TRP: 30%

		Deuda: 100%

TRP: 20%

		Deuda: 100%

TRP: 15%



		Nacidos en 1990 y con posterioridad.

		Deuda: 40%

TRP: 80%

		Deuda: 60%

TRP: 60%

		Deuda: 80%

TRP: 40%

		Deuda: 100%

TRP: 30%

		Deuda: 100%

TRP: 20%







13)	Se modifica el inciso i) del artículo 75 y se adicionan los incisos j) y k), para que se lean de la siguiente forma:



“Artículo 75. Folleto para el público en general



(…)



i. Resumen de la trayectoria de inversión, donde se observe gráficamente como se ajustarán los tipos de activos para cada fondo generacional del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, por año.



Asimismo, informar expresamente el objetivo de rentabilidad de cada fondo y los indicadores de riesgo asociados.



j. Comparación entre los porcentajes de la trayectoria de inversión y la cartera de cada fondo generacional del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias.



k. Datos de contacto para la atención de consultas y denuncias.



      (…)”



14)	Se reforma el artículo 80 para que, en lo sucesivo, se lea de la siguiente manera:



“Artículo 80. De la inversión del capital mínimo de funcionamiento

 

Los recursos que representan el capital mínimo de funcionamiento deben invertirse en los instrumentos financieros de deuda estandarizada que cuente con calificación de riesgo de grado de inversión otorgada por una calificadora de riesgos local.

 

Las inversiones del capital mínimo de funcionamiento no podrán realizarse en valores emitidos o avalados por empresas el mismo grupo o conglomerado financiero o con empresas pertenecientes al grupo económico vinculado a las operadoras.



Para la realización de las inversiones deberá contarse con la necesaria participación del Comité de Inversiones, el Comité de Riesgo y la Función de Riesgos de la entidad.”



IV.	Disposiciones transitorias al Reglamento de Gestión de Activos.



Se adiciona un Transitorio VIII y un Transitorio IX al Reglamento de gestión de activos que se leerán de la siguiente forma:



“Transitorio VIII.



“a. Los traslados de valores del actual fondo del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias a los nuevos fondos generacionales de este mismo régimen, según el artículo 4 del Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador, se realizará a título no oneroso, de acuerdo a las condiciones y fechas que establezca y comunique el Superintendente de Pensiones a las operadoras de pensiones y las disposiciones emitidas por SUGEVAL al respecto.



b. Para los efectos del disfrute de las bonificaciones de las comisiones de administración a que puedan tener derecho los afiliados y pensionados, se contabilizará el tiempo de permanencia en la operadora con que contaban los afiliados y pensionados del ROP, para que sea considerada como parte de la permanencia requerida en el respectivo fondo generacional previsto en el artículo 4 del Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador.



c. El valor cuota inicial de cada fondo generacional corresponderá al valor cuota del fondo ROP, antes de su segmentación y asignación a los cuatro diferentes fondos que establece el artículo 4 del Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador.



d. El Superintendente de Pensiones dictará las instrucciones y aclaraciones necesarias a las operadoras de pensiones para que la implementación del modelo de fondos generacionales del Régimen Obligatorio de Pensiones se lleve a cabo de forma homogénea, ordenada, informada y segura.”  



“Transitorio IX



Las entidades supervisadas  que mantengan valores y efectivo relacionado, propiedad de los afiliados y pensionados, bajo la custodia de entidades que brindan este servicio en el exterior, a través de una entidad de custodia local autorizada, deberán realizar la debida diligencia de verificar que los contratos que amparan este servicio cumplan con lo indicado en el artículo 54 , inciso ii, y el artículo 49, ambos, del Reglamento de gestión de activos e informar del resultado a la Superintendencia de Pensiones dentro de un plazo máximo de tres meses a partir de la entrada en vigencia de la reforma a las normas reglamentarias antes citadas.



Si los contratos de la sub custodia internacional con las entidades de custodia local no cumplen con las disposiciones antes indicadas, las entidades supervisadas deberán presentar un plan remedial a la SUPEN para el traslado de los valores y efectivo a otra entidad de custodia que se ajuste a las disposiciones reglamentarias antes indicadas, dentro de un plazo no mayor a un año, contado a partir de la entrada en vigencia de esta disposición.”



V.	Vigencia



Las reformas al Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador -con excepción de la reforma al artículo 102, que entrará en vigencia un mes después de la publicación en el diario oficial La Gaceta-, al Reglamento de beneficios del régimen de capitalización individual -con excepción de la reforma al artículo 5, que entrará en vigencia con la publicación en el diario oficio La Gaceta-  y al Reglamento de gestión de activos, entrarán en vigencia a partir del día 1° de octubre de 2024.



Rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.”



[image: ]Atentamente,






Celia Alpízar Paniagua

Secretaria Interina del Consejo
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